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Prefacio 

E l Instituto de Chile reúne hoy seis academias, herederas de los prime-
ros esfuerzos por implantar en Chile, ya en la segunda mitad del siglo 
XIX, esta forma de hacer y preservar la cultura, desarrollada al más 

alto rango en naciones por esto emblemáticas. Siguiendo siempre el pulso de 
su tiempo y acompañando los cambios en la sociedad, constituye un cuerpo 
orgánico abierto a la diversidad, que llena un espacio de la vida pública, res-
petando la entera independencia de sus miembros.

La Academia de Ciencias Sociales, Políticas y Morales, una de aquellas seis, 
cubriendo los dominios del derecho, la economía, las relaciones internacio-
nales, la educación y, en suma, cuestiones de fondo que habitan y animan a 
la sociedad contemporánea es, en el seno del mismo Instituto, la que en cier-
to modo más directamente se implica en la marcha de cuestiones públicas, 
como la vida política, económica y social de la nación.

Conviene entre tanto aclarar que, en dicho contexto, esta Academia no es en 
ningún caso un think tank encargado de reaccionar instantáneamente de cara 
a la actualidad. Trabaja en cambio a largo plazo, en un clima de confianza y 
sin espíritu de clan, radicando su fuerza en saber asociar muy diversos talen-
tos, entre los más reconocidos, que podrán ir de un economista a un jurista o 
un sociólogo, pasando por un filósofo.
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Una República, como es Chile, sólo puede hallar beneficio por la existencia 
de una institución tan única en su género, capaz de movilizar a personas sa-
bias, a pensadores y creadores en condición de concebir el mundo con altura 
de miras a la vez que independencia, de descubrir y comunicar sentido a la 
acción pública, de iluminar la conveniencia o inconveniencia de proyectos 
útiles o no al interés general.

Este libro, iniciativa conjunta de la dirección de esta Academia y de la rec-
toría de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, se identifica plena-
mente con lo anterior. Su tema de fondo, la Nueva Constitución, entra de lleno 
en el horizonte que se ha descrito. 

Con todo, y para mayor claridad del público en general y de sus lectores en 
particular, parece todavía conveniente hacer algunas precisiones muy con-
cretas:

¿Se trata de un libro que representa una toma de posición por parte de la 
Academia de Ciencias Sociales, Políticas y Morales frente al tema de la Nueva 
Constitución? No. ¿Por qué? Pues la Academia no acostumbra a tomar posi-
ción como corporación frente a temas de discusión política que conciernen 
al destino de la República. Incentivar el diálogo racional e informado, sí. For-
mular preguntas y requerir aclaraciones sobre el transcurrir de los hechos 
públicos, alguna vez. 

¿Es éste un libro “académico”? Propiamente hablando, tampoco. Pues sus 
páginas recogen contribuciones de quince académicos en medios de comu-
nicación nacionales sobre el camino hacia una Nueva Constitución, en temas 
propios de esta Academia del Instituto de Chile —sociales, políticos y mora-
les— pero concebidos no en sede académica, sino abiertos al debate público. 

¿Cuál es entonces su rasgo propio? Es aquel que nos fuera apuntado por 
personas representativas de la opinión pública, que han visto en las 
contribuciones personales de estos quince académicos a lo largo del último 
año, un aporte singular al momento que vive el país —en sintonía con lo 
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que se explicó en los cuatro primeros párrafos— y que pidieron reunirlas. 
Su rasgo propio nace entonces, no por mérito de la corporación, sino de sus 
miembros de número: es la mirada alta que contribuye a superar las piedras 
en que habitualmente tropieza la contingencia, expuesta al gran público, 
transformada en libro a solicitud de éste.

Sobra decir que el número de contribuciones en los medios sobre el tema de 
la Nueva Constitución hechas por esta quincena de académicos —que cons-
tituyen casi la mitad de su numerus clausus— quintuplicaría las páginas de 
este libro. En orden a realizar una razonable aproximación al tema, que en 
ningún caso podría ser exhaustiva —incluso por ser su género el periodísti-
co— se han seleccionado tres publicaciones como máximo por autor (y en 
tres casos una entrevista). 

No cabe sino congratularse que aquello que en cierto modo constituye el 
“ethos” de esta Academia —el reflexionar ponderado e ilustrado sobre los te-
mas que le son propios con una mirada puesta en el bien común— trascienda 
sus muros, tan enriquecidos por una antigua tradición de bien pensar. 

Esto, que de suyo es valorable, resulta serlo doblemente dada la circunstan-
cia social, política y moral que vive Chile como nación, justo al haber alcan-
zado el bicentenario de su existencia.

Jaime Antúnez Aldunate 
Presidente de la Academia de 

Ciencias Sociales, Políticas y Morales 

Instituto de Chile
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Prólogo

E l libro que usted tiene en sus manos, En camino hacia una nueva Consti-
tución. Opinan los académicos, es el resultado de una iniciativa conjun-
ta entre la Academia de Ciencias Sociales, Políticas y Morales con la 

Pontificia Universidad Católica de Valparaíso y representa el interés de ambas 
instituciones por colaborar en el desarrollo de contenidos que puedan servir 
al debate y a la discusión para el plebiscito que, próximamente, permitirá a la 
ciudadanía pronunciarse respecto de una propuesta de nueva Constitución. 

Desde el Acuerdo por la Paz, suscrito durante el mes de noviembre de 2019 por 
legisladores de gobierno y de oposición, junto a gran parte de los presidentes 
de los principales partidos políticos del país, Chile ha comenzado una etapa 
de discusión y reflexión sobre una nueva Constitución Política de la República.

El proceso constituyente, que se origina a partir del Acuerdo por la Paz como 
el proceso posterior hasta llegar a la situación actual, previa al plebiscito del 
4 de septiembre, han sido posibles, en gran medida, debido a la tradición 
republicana de Chile y a la capacidad y voluntad de lograr acuerdos, carac-
terística que se arraigó con fuerza en nuestro país desde la recuperación de 
la democracia a comienzos de los años noventa. En esta perspectiva, para 
la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, la publicación de este libro 
pretende ser un aporte a la construcción de la anhelada “casa común”, obje-
tivo al que se tendía con el Acuerdo por la Paz.
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La publicación de En camino hacia una nueva Constitución es, precisamente, 
un intento por colaborar al proceso de discusión que se ha generado desde 
la redacción de la propuesta constitucional hasta hoy, cuando la propuesta 
elaborada por la Convención ya es conocida por la ciudadanía.

Con este fin, integrantes de la Academia de Ciencias Sociales, Políticas y Mo-
rales, desde distintas perspectivas y enfoques, como los referidos al régimen 
político y democrático, la plurinacionalidad, el sistema económico, los pro-
cesos históricos, el consenso social, entre otras materias, abordan en forma 
reflexiva, profunda y rigurosa los contenidos que son el fundamento del de-
bate en torno a una nueva Constitución.

Como afirma Ernesto Ottone en Cambio sin ruptura, reciente publicación de 
la editorial de nuestra universidad, es importante comprender y “aceptar la 
imperfección humana y entender que la democracia va a ser siempre una 
promesa en parte incumplida”. La nueva etapa por la que se va a encaminar 
nuestro país está aún en proceso de develarse y, en este contexto, En camino 
hacia una nueva Constitución ha procurado colaborar en la ardua tarea de 
avanzar en la consolidación de la promesa de la democracia.

Queremos agradecer, en nombre de nuestra universidad, la oportunidad de 
realizar este proyecto a la Academia de Ciencias Sociales, Políticas y Morales 
y a su presidente, Jaime Antúnez. De igual manera extendemos nuestras pa-
labras a cada uno de los académicos y académicas que generosamente han 
contribuido con su conocimiento -y también con su pasión- para que este 
libro vea hoy la luz. Asimismo al equipo de Ediciones Universitarias de Val-
paraíso (EUV), sello editorial de nuestra universidad, particularmente a la 
diseñadora Paulina Segura y a su director, Edmundo Bustos, quienes una vez 
más han dado muestra de su profesionalismo, dedicación y compromiso con 
el trabajo bien hecho.

Claudio Elórtegui Raffo 
Rector 

Pontificia Universidad Católica de Valparaíso 

Valparaíso, 6 de julio, 2022
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Entrevista | José Luis Cea

“¿Cómo usted arraiga una Carta 
que se va a terminar de escribir 
a tontas y a locas?”

El constitucionalista cree que el proceso llevado a cabo 

por la Convención “ya no se salva”. Por eso, propone un 

acuerdo nacional que rescate los principios de nuestra 

tradición democrática para, a partir de ello, darle una “nueva 

oportunidad” al país.

Entrevista realizada por Álvaro Valenzuela Mangini. 

Publicado originalmente en Crónica Constitucional 

de El Mercurio, el 29 de abril de 2022.1 

M ás de cinco décadas como académico en la Universidad Católica. 
21 mil exalumnos egresados de ese plantel y de la Universidad de 
Chile. Un centenar de ayudantes, hoy convertidos en profesores... 

Los números que resumen la trayectoria de José Luis Cea son elocuentes. 

Considerado uno de los constitucionalistas más destacados del país, prota-
gonista de distintos procesos de reforma y expresidente del Tribunal Cons-
titucional, se apronta a agregar otro hito con el próximo lanzamiento de 
la quinta edición del primer tomo de su Derecho Constitucional Chileno: un 

1	 https://digital.elmercurio.com/2022/04/29/N/NI448R4K#zoom=page-width
	 https://www.emol.com/noticias/Nacional/2022/04/29/1059387/cronica-constitucional-en-

trevista.html
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trabajo de más de 600 páginas, actualizado para abordar incluso el proceso 
constitucional en marcha.

Pero aunque a sus 81 años Cea tiene motivos para estar satisfecho, su ánimo 
es de preocupación. “La conversación nos ha llevado por un panorama que 
no puede ser alentador”, dice cuando ya está por concluir esta entrevista, re-
sumiendo su inquietud por el curso que ha seguido el trabajo de elaboración 
de una nueva Carta. Porque el académico no oculta su desconcierto frente 
a las disposiciones ya aprobadas por el pleno y las que avanzan a serlo. Su 
cálculo es que bien podría llegarse a unos 600 artículos. 

—¿Eso va a tener nuestra Constitución? 

—Es que no va a tener eso, yo creo que no puede ser aprobada. Porque si 
usted lee este documento con buena fe, usted dice en qué momento se han 
escrito estas disposiciones y se han aprobado por dos tercios. Aquí casi no 
hay reserva de ley, está todo dicho... ¡hasta los bomberos aparecen con tres 
artículos! Los grupos de interés, los grupos de presión, los grupos de tensión 
prácticamente se hicieron de este texto. Para qué decirle los pueblos origi-
narios... Una especie de complicidad entre los constituyentes y los pueblos 
originarios en virtud de esta actitud tan irreflexiva de los plebiscitos y refe-
rendos del año 2020. 

¿Cómo se llegó a esta situación? Lo aborda en su libro. La tesis es que durante 
el último medio siglo ciertos sectores han promovido una demolición insti-
tucional que si primero tuvo como blanco las instituciones de la Constitución 
de 1925, después se expresaría en el cuestionamiento de la transición demo-
crática, denostada por quienes agrupa bajo el concepto de “autoflagelantes” 
y que han logrado instalar la visión de un Chile expoliado bajo el “neolibera-
lismo” más brutal. Los sucesos de 2019 les dieron la ocasión para imponerse. 

Este último punto también lo analiza. Está convencido de que aquel 18 de oc-
tubre el país vivió una “asonada” de violencia, pero que nunca tuvo la fuerza 
suficiente como para haber puesto efectivamente en riesgo la continuidad 
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democrática. “Mi hipótesis es que no hubo en Chile un movimiento revolu-
cionario y deduzco inmediatamente una consecuencia: se equivocó el Presi-
dente Piñera”. 

—¿En el tema de la Constitución? 

—Meridianamente se equivocó. Y todos estos reconocimientos ex post que 
ha hecho, en cuanto a que una Constitución mala no debiera aprobarse, son 
una cierta justificación de lo que fue un error craso. El 15 de noviembre de 
2019, cuando se firmó ese acuerdo, fue un triunfo notable de esos sectores. 
La Constitución aparecía en el decimonoveno lugar de las preferencias de la 
ciudadanía, pero esa noche estaban todos felices con la nueva Constitución 
y el fin de la violencia, los dos pilares del acuerdo. El Presidente creyó que 
con eso iba a descomprimir la situación y se iba a hacer paz en el país. Pero 
la paz nunca existió; los autoflagelantes jamás dejaron de ejercer su presión 
hasta el día de hoy. 

—La gran apuesta era que la Constitución permitiría encauzar y resolver 
nuestros problemas. ¿Fue una ilusión? 

—Nunca las Constituciones han sido solución para las asonadas. Las asonadas 
son derivaciones de una patología política. La política es noble y legítima, y 
tiene mucho que ver con solucionar el problema, pero no una Constitución, 
que es una hoja de papel. Si esa hoja de papel —como decía Jean Jacques 
Rousseau— no está grabada en el alma de la gente, no sirve para nada, es un 
libro. Hay que rescatar la política, en el sentido legítimo que tiene gobernar 
el país con respeto de la dignidad humana, la idea de progreso y de cambio 
como esfuerzo común... Yo no veo eso hoy. El proceso político está lleno de 
patologías. Este país está muy carcomido por el terrorismo. Yo fui un admi-
rador y amigo de Jorge Millas, y leo y releo su librito sobre la violencia. Dice: 
no me confundan el ejercicio de la autoridad firme con violencia. Aquí, sin 
embargo, se confunde el ejercicio de la autoridad con la violencia y eso lleva 
a que se paralice el orden público.
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“No es que yo sea partidario de la Constitución de 1980, o de la Constitución 
de 2005, o de la que ya tiene 61 reformas. Lo que digo es que una Constitución 
tiene que ser enraizada, tiene que ser, en un acto de introspección colectiva, 
como decía Jaime Eyzaguirre, internalizada en el espíritu de la gente. Enton-
ces, por defectuosa que sea, usted perdona muchos defectos de la Constitu-
ción y aboga por las reformas, por los cambios. Pero, ¿cómo usted arraiga 
una Carta Fundamental que se va a terminar de escribir a tontas y a locas?”. 

—¿Qué impresión le deja leer los artículos ya aprobados? 

—Hay un secreto que no he terminado de descubrir: ¿quién redacta estos 
artículos? En un momento pensé que conocidos míos por quienes tengo gran 
aprecio como Agustín Squella, Felipe Harboe, incluso la Patricia Politzer, la 
Constanza Hube, serían los que estarían redactando. Pero al parecer no es 
así. Es otro grupo de personas que vienen con este arrastre de cambiarlo 
todo. Los encuentro mal redactados y sustantivamente equivocados.

—¿No es solo un problema de forma? 

—Decir que Chile es un Estado social de derecho es falso. ¿En qué consiste el 
Estado social de derecho si se suprime la subsidiariedad y no se declara ahí 
mismo, en la primera cláusula, que el Estado social de derecho es subsidia-
rio y solidario? Eso invita a la sociedad civil a participar, obligadamente si 
es necesario, a compartir, para que la lección que significa el 18 de octubre 
no se repita. Pero Estado social de derecho, como se concibe, sobre la base 
de aplaudir que se termina la subsidiariedad y se declara una “república so-
lidaria”, son errores conceptuales. “Para qué decir lo que se ha hecho con el 
Senado. El Senado, que no lo vamos a liberar de críticas, tiene en general una 
trayectoria ampliamente legitimada. De allí han salido las mejores figuras 
de la política chilena. Ni siquiera lo transforman; lo eliminan y arman una 
institución, más bien una organización, que queda al margen del Congreso 
Nacional. Que no es nada en definitiva”.
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—Y la justicia, ¿cómo está quedando? 

—En el orden macro, desaparece el Poder Judicial. En todas partes se llama 
“Poder Judicial” porque lo dignifica, lo realza, lo lleva a su lugar... Pero aquí 
se habla de “sistemas de justicia”, ¿por qué? Por otra parte, ¿dónde queda la 
igualdad ante la justicia si existen pluralidad de sistemas, con jueces propios, 
con ordenamientos procesales propios, con códigos sustantivos diferentes? 
¿Cómo entonces va a ser un régimen de justicia que cumpla con el canon 
esencial de la igualdad y del proceso justo, que debe ser común a todos? Ade-
más, con una Corte Suprema jibarizada al extremo, con todos los jueces con-
vertidos en jueces temporales. Con un Consejo de la Judicatura... Yo estudié 
el tema a petición de don Patricio Aylwin hace cuarenta años, pero no le 
voy a alargar mi respuesta. Simplemente me refiero a Antonio La Pérgola, 
que fue presidente del Consejo Constitucional de Italia y de la Comisión de 
Venecia. Él estuvo en Chile y yo lo invité a una cena con constitucionalistas. 
Uno de ellos le preguntó: ¿y qué le parece el Consejo de la Judicatura? No 
hagan tal, fue su respuesta: el de España ha funcionado muy mal y el de 
Italia, peor... hasta esa fecha no se había podido constituir. Yo no soy tan 
derogatorio porque creo en la necesidad de que la Corte Suprema se libere 
de todas esas cargas administrativas. Pero llevarlo al extremo que quieren 
aquí, en que prácticamente se subordina todos los tribunales a lo que se diga 
políticamente por el Consejo de la Magistratura…

—En este proceso se han incorporado nuevos términos, como la plurina-
cionalidad, el enfoque de género, etc. ¿Qué le parecen? 

—Me parecen, por calificarlos moderadamente, inexactos, inadecuados , in-
convenientes, extraordinariamente polisémicos y que va a ser muy difícil 
llevarlos a la práctica. Va a haber una judicialización extrema de la vida en 
Chile, con los problemas que eso tiene y con un Poder Judicial que va a estar 
buscando su identidad y mirando al Consejo de la Magistratura a cada rato 
porque lo va a fiscalizar. 
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—Hay quienes han dicho que, independientemente de estas polémicas, la 
gente va a adherir a la nueva Constitución porque tendrá todo un extenso 
catálogo de derechos sociales. 

—La extensión del catálogo de derechos sociales no significa que la Consti-
tución sea socialmente comprometida con el bien común. Se pueden incluir 
fácilmente numerosos preceptos de derechos que después no se puedan 
llevar a la práctica. Y, por el contrario, existe el peligro de que se explote 
maliciosamente un catálogo extensísimo de derechos sociales con el objeto 
preconcebido de captar votos a través de lo que es demagogia y populismo. 
Hay que estar alerta y denunciarlo.

—¿Es corregible todo lo que usted advierte?

—El curso de los acontecimientos no tiene corrección. Esto, con un país de-
molido y que sigue siendo objeto de demolición por la incapacidad total de 
hacer imperar el orden público, y donde también el populismo ha tenido un 
rol decisivo. Pero en ese ambiente, que no es de optimismo, hay que hacer 
un esfuerzo al estilo de lo que fue el Acuerdo Nacional. Llamar a crear ese 
consenso básico y fundamental de unas cien, doscientas personalidades que 
puedan efectivamente decir: Chile merece ser reencauzado. Y entonces, en 
una decena de ideas matrices que se pueden encuadrar en dos o tres pági-
nas, se tracen las ideas fundamentales de un nuevo proceso constituyente. 
Expresar qué esperamos del Estado de Derecho, qué entendemos por Estado 
social de derechos, por qué abogamos por una subsidiariedad con solida-
ridad, por qué estamos en favor de una regionalización, pero no por una 
atomización de la soberanía nacional, por qué creemos en un Poder Judicial 
único y legítimo, e igual para todos, y así sucesivamente. Ese grupo de ideas 
matrices, planteadas resueltamente por un elenco de cien, doscientas per-
sonalidades llamando en todo el país a seguir el proceso constituyente, no a 
detenerlo, no a quebrantarlo, pero a reencauzarlo. Y que entonces se piense 
que una eventual derrota en el referendo del 4 de septiembre no significa, 
como se ha dado a entender por algunos, la entronización de la violencia. 
Al contrario, es rescatar las ideas que ya se han puesto en el proceso consti-
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tuyente para seguir adelante. “Pero esto hay que hacerlo pronto, no ex post. 
Que en ese decálogo quede plasmada la esencia de la tradición democrática 
y constitucional del país. Ya se perdió una gran oportunidad en este proce-
so constitucional caro y largo. Yo creo que esto no se salva ya, a menos que 
venga a última hora una gran rectificación en la comisión de Armonización. 
Pero esta tiene muy pocas facultades. Hay que ir creando el ambiente, la 
convicción de que el 4 de septiembre no es el fin de Chile ni es el desorden ni 
la anarquía, ni la violencia, sino que es una nueva oportunidad para pensar 
lo que debe ser el país en el futuro”. 

—¿Y quién debería continuar el proceso constituyente? 

—Debe ser el Congreso actual. Sé que hay gente que dice que este Congreso 
no. ¿Por qué? ¿Vamos a elegir otro Congreso? ¿Otra Convención? Eso es de-
notativo de que siguen los 40 años de arrastre de ese proceso de demolición 
del que hablo. Pero el país debe entrar en un ambiente de entendimiento.
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Columna de opinión | José Rodríguez Elizondo

Para una teoría de los estados 
abigarrados

“Abigarrar” de naciones nuestro Estado unitario hoy luce 

como una mezcla de utopismo, indigenismo desinformado y 

revolucionarismo contrafactual.

Las claves de una vida humana digna, rica, honorable y feliz, 

no está en la Constitución o en el Código Penal.

Publicado originalmente en El Libero, el 16 de mayo de 2022.1 

H ay distintos contextos para la plurinacionalidad, en las sucesivas 
versiones y armonizaciones del borrador constitucional. La princi-
pal está en la última versión de la definición de Chile: “Es un Estado 

social y democrático de derecho. Es plurinacional, intercultural y ecológico”. 
Anoto que en el camino desapareció el adjetivo “regional”.

Dado que tenemos más de 200 años como miembros de una sola nación y 
aprendimos desde niños que la genialidad de Portales fue haber impuesto 
el “Estado en forma” —un Estado nación en singular— exigir una aclaración 
habría sido lo más natural del mundo.

Sin embargo, ningún convencional ha dicho qué debe entenderse por “Chile 
plurinacional” ni por qué es conveniente que lo sea. Lo más cercano a una 
explicación es que se trataría de “un concepto en construcción”. Por lo mis-

1	 https://ellibero.cl/opinion/para-una-teoria-de-los-estados-abigarrados/
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mo, el tema estuvo pasando colado. Costó mucho que se captara la importan-
cia y alcances de que Chile cambie su identidad y mute en un Estado de na-
ciones. Y, ahora, cuando por fin el tema está en la agenda pública, sorprende 
que, en lugar de una explicación pormenorizada de quienes lo inventaron, 
haya soslayamientos, eufemismos, autocríticas vagas o, peor, recusaciones 
ideológicas.

Sobre parentescos
Por lo dicho, me permito algunos rellenos para mi análisis sobre el tema, co-
menzando con una “tesis en construcción”: la plurinacionalidad, concebida 
como la incorporación constitucional de comunidades y pueblos originarios 
al Estado nacional, es un pariente lejano de la utopía de Simón Bolívar, un 
pariente raro de la revolución continental castrista y un pariente subversivo 
de los proyectos integracionistas oficiales de los años 60. Esos que llenaron 
el paisaje con nuevos organismos internacionales. 

Tanto empeño frustrado se debe a que no son las cosmovisiones jurídicas, 
ideológicas o antropológicas, las que definen a las naciones y a los Estados 
nacionales. Ortega y Gasset lo dijo hace un siglo en su España invertebra-
da: “La identidad de raza no trae consigo la incorporación en un organismo 
nacional (…) es falso suponer que la unidad nacional se funda en la unidad 
de sangre”. En el Perú, José Carlos Mariátegui —reconocido teórico del mar-
xismo indigenista—, advirtió contra la tendencia a pasar del prejuicio de la 
inferioridad de las etnias originarias, al ingenuo misticismo del “racismo in-
verso”. Esa idealización del pasado fue definida por el historiador peruano 
Jorge Basadre como nostalgia del “paraíso destruido”.

Invención del nuevo Estado
Lo decisivo no es la constitucionalización, entonces, sino el proceso históri-
co que ha instalado a los pueblos indígenas en su situación actual y concre-
ta. En el Perú, donde construyeron culturas y hasta civilizaciones, la Cons-
titución es enfática en declarar la singularidad de la nación y el carácter 
unitario e indivisible del Estado. En Bolivia y Ecuador, donde tienen amplia 
densidad demográfica, pudo ser plausible incorporarlos como naciones del 
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Estado. Pero, esa invención —que algunos tildan como “retórica”— se hizo 
con muchos resguardos y no está claro que haya contribuido a un mejor 
desarrollo para todos.

Por eso en Chile, donde la densidad demográfica de los originarios es com-
parativamente mínima, la plurinacionalidad emerge como una rareza ma-
yor. Todo indica que surge desde grupos antisistémicos, durante el gobierno 
de Sebastián Piñera, con base en cinco macrofenómenos: el colapso de la 
clase política; la clásica “cuestión social”, potenciada por desigualdades y co-
rrupciones; la exasperación de la “cuestión mapuche”, tras largas décadas 
de administración de su problemática; la desconfiada relación político-mili-
tar-policial, incrementada por un déficit de políticas específicas, y el “estalli-
do social” o “de la revuelta”, de 2019.

En ese contexto, políticos juveniles, influidos por ideólogos neomarxistas 
—entre los cuales está el boliviano Álvaro García Linera—, comenzaron a 
construir una estrategia “refundacional”, con proyección regional, motiva-
ción en la impopularidad del gobernante y confianza en la seducción de 
líderes mapuches. Sincerando términos, apuntaban en lo inmediato al des-
borde revolucionario del Estado vigente, concebido como la nación jurídi-
camente organizada.

El mismo Estado chileno que —bien o mal— ha venido encuadrando la diver-
sidad social interna, compatible con la multiculturalidad.

Revisionismo marxista
La Historia dice que el desborde del imperio-plurinacional de los zares es-
tuvo en la agenda estratégica de los revolucionarios bolcheviques. Sinópti-
camente, lo apoyaban o rechazaban según fuera “el interés de la clase obre-
ra”. En 1914, Stalin trató el tema como una contraposición simple entre el 
internacionalismo proletario y “la ofuscación nacionalista” de la burguesía, 
que se debía solucionar “según las circunstancias históricas concretas que 
rodeen a la nación de que se trate”. Lenin pulió esa tesis un año después, 
planteando que a) “Estados abigarrados” son los que contienen más de una 
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nación, b) que autodeterminación significa “el derecho a la separación” y c) 
que “sin jugar a las definiciones jurídicas (…) separación es la formación de 
un Estado nacional independiente”.

Esta información permite decodificar las tesis marxista-indigenistas que hoy 
se están implementando. Vistas en su propio mérito, nacieron como “revi-
sionistas” pues, tras convertir a los pueblos indígenas en naciones, dictami-
naron que éstas eran la fuerza motriz de un proyecto de revolución conti-
nental, en reemplazo de la ortodoxa clase obrera industrial. Vistas desde la 
realpolitik, ignoran las especificidades de cada país, con una lógica similar a 
la del fracasado “foco guerrillero” que impulsara Fidel Castro el siglo pasado. 
Vistas desde la geopolítica, contienen un paradójico interés mononacional y 
hasta personal. La denuncia peruana de Runasur —ya comentada en colum-
nas anteriores— sugiere que son una vía para cambiar la configuración de 
los países andinos, mejorando la condición marítima de Bolivia y revitalizan-
do el liderazgo del expresidente Evo Morales.

Problema bicentenario
En Chile es muy difícil que el marxismo-indigenista-regionalista pueda en-
carnar, de manera ecuánime, en los pueblos originarios. Primero, porque 
igualarlos es una ficción jurídica, que no consigue ocultar la hegemonía de-
mográfica del pueblo mapuche. Además, porque contradice el ethos históri-
co de los mapuches, épicamente descrito por los conquistadores españoles. 
En La Araucana, Alonso de Ercilla contó que “a ningún rey obedecen” y que 
jefes guerreros como Lautaro instrumentalizaron a quienes presumían ser 
sus protectores.

Coherentes con su historia, los mapuches siempre plantearon sus demandas 
como de autonomía respecto a Chile republicano y no como afán de asimi-
larse a la nacionalidad ni, menos, a la estadidad. Ese talante hoy se mani-
fiesta en las diferencias que muestran sus comunidades —en especial las de 
acción armada— entre ellas y respecto a los constituyentes mapuches.
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Por lo dicho, no es realista pensar que la concreta “cuestión indígena” pueda 
resolverse mediante la simple dación de normas constitucionales. En 1818, 
Bernardo O’Higgins dispuso, por decreto, que respecto a los indígenas “no 
debe hacerse diferencia alguna, sino denominarlos chilenos”. En 1819, en su 
discurso ante el Congreso de Angostura, Simón Bolívar dijo que “disputar a 
los naturales los títulos de posesión y de mantenernos en el país que nos vio 
nacer” era el tema “más extraordinario y complicado”.

Cuesta mucho asumir que ese conflicto bicentenario pueda resolverse por la 
magia de una plurinacionalidad indefinida, inserta en una Constitución sin 
consenso.

Aliados inseguros
Las historias y leyendas de líderes indígenas como Lautaro y Caupolicán dan 
cuenta del dilema básico de los conquistadores: hasta qué punto podían con-
tar con los autóctonos para asimilarlos al criollaje en formación. Correlato, 
por cierto, del dilema de esos autóctonos: hasta qué punto podían colaborar 
con los españoles, sin ser asimilados por su imperio.

Siglos después, como en una narrativa de García Márquez, el dilema se re-
produce en lo fundamental. En el Perú, ya hay señales de que la estrategia 
constitucionalista está en la agenda del presidente Pedro Castillo. En Chile, 
gobernantes, convencionales e ideólogos dan todo tipo de señales cariñosas 
a los mapuches, para incorporarlos a su proyecto político. Por otra parte, je-
fes, convencionales y machis de las distintas comunidades mapuches, fieles 
a su tradición, rechazan los símbolos nacionales de Chile y algunos hasta 
recurren a acciones terroristas.

En resumidas cuentas, “abigarrar” de naciones nuestro Estado unitario hoy 
luce como una mezcla de utopismo, indigenismo desinformado y revolucio-
narismo contrafactual. Un constructo que, al parecer, pretende instalarnos 
en una variable inédita del socialismo comunitario.
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La pregunta pertinente, en este contexto, es ¿quién está tratando de instru-
mentalizar a quién?

Colofón
A esta altura, creo que está empíricamente claro que la plurinacionalidad 
es el concepto eje del borrador constitucional. A su alrededor giran una 
nueva configuración de los poderes clásicos, una justicia diferenciada por 
etnias, sistemas especiales de propiedad, modificaciones drásticas del sis-
tema electoral, cambio en la estatura estratégica del país y la posibilidad 
de introducir elementos de la “diplomacia de los pueblos” en la diplomacia 
institucional.

Al margen de ideologismos y voluntarismos, dicho eje tiene como platafor-
ma el tradicional idealismo jurídico chileno. En su virtud, los convenciona-
les mayoritarios han creado sinonimias arbitrarias entre conceptos socio-
lógicamente tan complejos como “pueblo”, “nación” y “Estado-nación”, que 
son el fruto de evoluciones históricas de larga o larguísima duración.

Aquello significa que no son los hechos los que están creando el nuevo dere-
cho, sino al revés. Es el derecho —las normas de una nueva Constitución— el 
que crea pueblos donde había pequeñas comunidades étnicas y muta pue-
blos en naciones. Y no sólo eso, también deja abierta la posibilidad de crear 
nuevos pueblos o naciones por ley. Todo lo cual sobrepasa, con largueza, el 
rol funcional del sistema de ficciones propio del derecho: dar certezas res-
pecto a su conocimiento y aplicación.

Con el mérito de lo señalado, el tardío reconocimiento de la importancia 
estratégica de la plurinacionalidad hoy está incidiendo en el destino del bo-
rrador. Si se aprueba o se rechaza. Para muchos de quienes aprobaron el 
proceso constituyente, el peligro existe pero ya no cabe retroceder. Otros 
se consuelan penando que en el camino de las leyes se puede aliviar la car-
ga. Para un tercer sector, aprobar un texto con tamaña carga explosiva sería 
como dispararse a los pies.
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Esas son las opciones básicas, a juicio de este servidor. Y, si no fuera utópico 
plantearlo, debieran ser abordadas no como planteos ideológicos ni gene-
racionales, sino desde el propósito de recuperar la promesa de un Estado 
democrático y social de derecho.

Un Estado cuyo “mínimo común” sea el interés nacional del Chile en que 
nacimos.
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Columna de opinión | José Rodríguez Elizondo

Chile: una revolución desde el 
pasado

En una primera aproximación, estaríamos ante una teoría que 

conserva a Marx como referente ancestral, tiene a Bolivia 

como referente nacional e instala la población indígena 

como base social de vanguardia.

Publicado originalmente en El Libero, el 21 de marzo de 2022.1 

Prólogo
Como chileno estoy inmerso en un proceso asombroso: mi país está en vías 
de ser “refundado” por vía pacífica, mediante una acción de reingeniería 
profunda, liderada por un centenar de convencionales constituyentes. 

Dichos convencionales fueron elegidos democráticamente, mediante un 
sistema electoral ad hoc, que establecía la paridad de géneros y promovía 
la elección de independientes y miembros de pueblos originarios. Otro de 
nuestros ejemplos al mundo, dijeron unos. Producto de nuestros malos po-
líticos, dijeron otros.

En esas circunstancias, los convencionales con militancia política fuerte 
quedaron en minoría, algunos pícaros se colaron y decantó una mayoría 
antisistémica, que se autopercibe ante “una hoja en blanco”. Esa mayoría 
abomina de los gobiernos de la Concertación, del centralismo santiaguino, 

1	 https://ellibero.cl/opinion/ensayos-asuntos-publicos/jose-rodriguez-elizondo-chile-una-re-
volucion-desde-el-pasado/
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del sistema capitalista (“lucro”), de las desigualdades sociales y del maltrato 
colonial y republicano a los indígenas. 

Con ese motor rugiente, la Convención comenzó a actuar no en términos 
prospectivos sino en términos de pasado, que en eso consiste una refun-
dación. Las pistas que dan los discursos, gestos y banderas de los convencio-
nales mayoritarios indican que su objetivo es cambiar la injusta Historia de 
Chile por una Historia Justiciera. De ahí que, agregando algunos dichos de 
las nuevas autoridades, los chilenos ilustrados se sienten en los tiempos de la 
Patria Vieja: críticas al rey de España, criollos en conflicto con sus padres y 
abuelos peninsulares, araucanos en pie de guerra y jesuitas mediando entre 
los patriotas, los indígenas y la corona. 

Dado el silencio respetuoso del Jefe de Estado incumbente y antes de su pre-
decesor, los convencionales trabajan a su aire y los ciudadanos con voca-
ción de interés nacional no tienen orientación de autoridad. Informativa-
mente dependen de los hashtags de las redes sociales y de los columnistas 
de los medios. 

Cabe agregar, entre paréntesis, que ese vacío comunicacional comenzó a ser 
llenado por una organización ad-hoc, “Amarillos por Chile”, de crecimiento 
explosivo, integrada por expertos en diversas materias y liderada por el pres-
tigiado poeta y comunicador Cristián Warnken.

Definición
En ese insólito contexto, la definición constitucional de Chile —nada me-
nos— está librada al resultado de un referéndum ratificatorio y, de pasar ese 
rubicón, a la interpretación de los líderes políticos del próximo futuro. 

Su proyecto se sintetiza en la sustitución del viejo Estado republicano y uni-
tario, de raíz portaliana, por el nuevo Estado que define el artículo 1° —ya 
aprobado— de la Constitución en trámite: “Chile es un Estado Regional, plu-
rinacional e intercultural conformado por entidades territoriales autóno-
mas, en un marco de equidad y solidaridad entre todas ellas, preservando la 
unidad e integridad del Estado”.
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Es una definición principista —ergo, fundamental—, pero peligrosa y am-
bigua por tres razones de fondo. La principal, porque un Estado de nacio-
nes tiene menos poderes, duro y blando, que un Estado-nación unitario o 
federal. Segunda, porque el factor “plurinacional”, de carácter estratégico, 
está licuado entre los factores “regional” e “intercultural”, de carácter tácti-
co o interno. Tercera, porque otras normas aprobadas inciden en aspectos 
que debieran integrarse a la definición: por ejemplo, el carácter residual de 
las competencias del Estado matriz y la prohibición de “secesión” a los en-
tes territoriales autónomos, contenidas en los artículos 5 y 19 del borrador 
constitucional. 

Tampoco está claro si las entidades territoriales contempladas deben defi-
nirse como chilenas, más un gentilicio identitario. El pueblo mapuche, de-
nominado “araucano” por los conquistadores y hoy con gran influencia en 
la Convención y el gobierno, jamás se ha asumido como parte de Chile. Se 
autodefine como “país” y su gente se percibe a tenor de los versos épicos que 
le dedicara don Alonso de Ercilla en el siglo XVI: “no ha sido por rey jamás 
regida / ni a extranjero dominio sometida”.

Enigmas
En esas condiciones, no es fácil discernir cómo se conjugarán los factores de 
la definición, en cuatro aspectos fundamentales: 

– Si el Estado en formación representa, ante otros países, a una nación jurí-
dicamente organizada. 

– Si, en relación con lo anterior, las “entidades territoriales autónomas” pue-
den tipificarse como naciones homologables.

– Si el Estado matriz tendrá poderes supranacionales en lo interno o sólo 
será un Estado residual, con funciones protocolarias o de coordinación.

– Si los poderes de ese Estado son compatibles con el objetivo tradicional de 
preservar su unidad y su territorio, en casos de conflicto exterior. 
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Al parecer, lo único claro de esa definición es que anuncia un Estado nuevo 
que, en lenguaje no inclusivo, sería crisol del “hombre nuevo” postulado por 
Karl Marx y sus descendientes teóricos.

Revolución 
No es casual esa mención a Marx. El Estado en fragua, con sus entidades 
territoriales concebidas como micronaciones —con sus propios gobiernos, 
jueces, presupuestos, territorios y “maritorios”— equivale a una revolución 
con mascarilla de refundación. Topamos, así, con ese notable aserto de Le-
nin, según el cual “sin teoría revolucionaria no hay acción revolucionaria”. 

¿Cuál sería, entonces, la teoría que preside el sueño de esta revolución re-
fundadora?

Por descarte, ya no puede ser la teoría proletaria de la ex Unión Soviética, 
ni la campesino-maoista de China. Tampoco la del foco guerrillero de clase 
media, verbalizada en Cuba por Fidel Castro, escrita por Regis Debray y fra-
casada en toda la región. 

En una primera aproximación, estaríamos ante una teoría que conserva a 
Marx como referente ancestral, tiene a Bolivia como referente nacional e 
instala la población indígena como base social de vanguardia. La mejor cla-
ve es la Constitución boliviana de 2009, cuyo Capítulo Primero define al país 
como “un Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional Comunitario, libre, 
independiente, soberano, democrático, intercultural, descentralizado y con 
autonomías”. Ese marco incluye las comunidades afrobolivianas y privilegia 
el rol de las naciones y pueblos indígenas originarios, reconociéndoles “su do-
minio ancestral sobre sus territorios” y garantizando su libre determinación. 

Si por sus textos los conoceréis, aquí el ideólogo principal es Álvaro García 
Linera, exvicepresidente de Bolivia, definible como un marxista indianista, 
con incrustaciones del peruano José Carlos Mariátegui y del italiano Antonio 
Gramsci. Según sus escritos, ninguna Constitución ha sido de consenso, el 
socialismo implica un escenario de “guerra social total” y su objetivo pasa 
por liquidar el Estado-nación soberano. 
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En su libro Comunidad, socialismo y Estado plurinacional, presentado en la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, en 2015, sintetizó lo anterior 
en la siguiente tesis: “en el Estado Plurinacional, los indígenas son la fuerza 
motriz (…) articulados con el movimiento social urbano vecinal, pequeño 
productor, núcleos obreros y otros pequeños de clase media”.

Según sus editores chilenos, el pensamiento de García Linera “desprograma 
las convenciones del marxismo y de la izquierda anquilosada”. 

Runasur
Cabe advertir que la teoría linerista no se limita a Bolivia ni a los otros países 
de la región con demografía indígena mayoritaria. Lo que importa, son los Es-
tados continentales pues, como apunta el autor, “solos somos insignificantes”. 

Ello enmarcaría a la plurinacionalidad chilena en el proyecto de una Amé-
rica Latina Plurinacional, liderado por Evo Morales, bajo el logo Runasur. 
Esto es, el mismo proyecto que, en diciembre pasado, tuvo un “lanzamiento” 
frustrado en el Perú, con la convocatoria a líderes de pueblos originarios de 
al menos seis países andinos. 

Ese evento fracasó por denuncia de intervencionismo extranjero de los más 
destacados excancilleres y vicecancilleres peruanos. A juicio de ellos, lo que 
se pretendía era “dejar de lado a los estados, su respectiva soberanía e inde-
pendencia y, desde luego, los regímenes democráticos existentes”. 

Incidentalmente, dicho proyecto plurinacional tenía un colofón nacionalis-
ta, percibido y denunciado por los expertos peruanos: una salida soberana 
al mar para Bolivia, por territorio autónomo aimara, que rompiera la conti-
güidad geográfica entre Chile y el Perú, garantizada por el tratado de paz y 
amistad de 1929. 

Entrevistado por el diario La Tercera, García Linera dijo que aquello fue una 
lectura conspirativa. Agregó, en paralelo, que una salida soberana al mar 
para Bolivia seguía siendo “un derecho histórico irrenunciable”.
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A ese respecto no hubo reacción pública del gobierno chileno ni de los re-
fundadores en acción.

Epílogo 
El 15 de febrero de 1819, instalando el Congreso de Angostura, Simón Bolívar 
asumió que en la América independizada todos éramos mestizos: “no somos 
europeos, no somos indios, sino una especie media entre los aborígenes y 
los españoles”.

Sobre esa base, admitió el dilema existencial que subyace en las actuales 
tesis de la plurinacionalidad: “nos hallamos en el conflicto de disputar a 
los naturales los títulos de posesión y de mantenernos en el país que nos vio 
nacer, contra la oposición de los invasores”.

Tras pasar revista a los sistemas políticos y constituciones comparadas, el 
Libertador llamó a los legisladores a actuar en la medida de lo posible: “Mi 
deseo es que todas las partes del Gobierno y Administración adquieran el 
grado de vigor que únicamente puede mantener el equilibrio (…) entre las 
diferentes fracciones de que se compone nuestra Sociedad”.

Reforzó ese llamado al pragmatismo apelando a “los gritos del género huma-
no (…) contra los inconsiderados y ciegos Legisladores que han pensado que 
se pueden hacer impunemente ensayos de quiméricas instituciones”.

Luego, aludiendo a Venezuela, se manifestó “horrorizado de la divergencia 
que ha reinado” y exhortó a adoptar “el centralismo y la reunión de todos los 
Estados, en una república sola e indivisible”.
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Entrevista | José Rodríguez Elizondo

“Constitucionalizar el ‘principio 
plurinacional’ implica, ipso 
facto, un debilitamiento 
profundo del Estado”

Para el periodista, abogado y uno de los intelectuales que 

firmaron la carta de “Amarillos por Chile”, este sería “una 

suerte de harakiri enmascarillado”.

Publicado originalmente en Crónica Constitucional del 

diario El Mercurio, el 25 de febrero de 2022.1 

A bogado, escritor, periodista, académico, diplomático. A José Rodrí-
guez Elizondo cuesta encasillarlo. Su inquietud intelectual lo ha he-
cho merecedor de decenas de reconocimientos —entre ellos el Pre-

mio Nacional de Humanidades y Ciencias Sociales 2021—, pero, sobre todo, 
lo ha posicionado como un importante observador de la realidad nacional y 
latinoamericana. 

No es extraño entonces que este “extremista de centro”, como él mismo se ha 
llamado, siga de cerca la Convención Constitucional. Su nombre, hace una 
semana, estaba entre quienes suscribían la carta de “Amarillos por Chile”, 
donde más de 70 personalidades hicieron un crítico análisis del trabajo de la 

1	 https://www.emol.com/noticias/Nacional/2022/02/25/1047712/rodriguez-elizondo-constitu-
cionalizar-plurinacional.html
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Constituyente y plantean que quienes votaron Apruebo podrían quedar sin 
otra opción posible que la de rechazar el proyecto de Carta Fundamental.

—Cuando la Convención llevaba poco de funcionamiento, usted señalaba 
que pese a los primeros meses “alborotados”, mantenía esperanza en los 
convencionales. Pero hace una semana suscribió la carta de “Amarillos 
por Chile”. ¿Qué cambió en estos meses?

—Cambió esa esperanza y hoy tiendo a la desesperanza. En lo fundamental, 
porque percibí un viejo y conocido talante sectario en los convencionales 
mayoritarios y un tácito rechazo a nuestra historia real. Actúan con base a 
una “historia justa”, la que debió ser. Por eso, no priorizo sus propuestas te-
máticas que se vinculan con tecnicismos e ideologías superadas. Pongo el 
énfasis en un tema que me parece central: el supuesto “principio de plurina-
cionalidad”. Tal como se está tratando, es un tema que cambia a Chile de cua-
jo. De aprobarse, coexistiríamos con una quincena de unidades nacionales 
con poderes, burocracias y recursos que exceden el concepto de descentrali-
zación y se acercan a la autarquía. Así, me parece inoficioso entrar al análisis 
de sistemas de un Chile que sería residual.

—Esta semana se conoció otra carta a la Convención, firmada por Gastón 
Soublette, Adriana Valdés, María Teresa Ruiz y Felipe Berríos, en la que 
“imploran” a los convencionales que busquen acuerdos amplios, tengan 
una visión amplia, superen prejuicios y eviten la polarización frente al 
plebiscito de salida. ¿A qué cree que se debe que comiencen a multiplicar-
se estos llamados a los constituyentes?

—No puede ignorarse el mérito catalítico de la iniciativa de Cristián Warnken 
y sus “amarillos”. Surgió cuando el país parecía anestesiado en un laborato-
rio del realismo mágico. Por eso, me alegra esa carta que menciona. La fir-
man chilenas y chilenos eminentes. Incluso me gustaría que surgieran otras 
de ese tipo desde todas partes, con distintas maneras de llamar a la cordura 
y distintos llamados a no echar por la borda el país que tenemos en aras de 
un país distópico.
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—Ambas cartas fueron recibidas por los convencionales de forma muy 
distinta. Mientras a los “amarillos” se les pidió restarse del debate, a los se-
gundos se les reconoció como un aporte. ¿Es eso, a su juicio, una muestra 
de cómo facciones radicalizadas estarían ignorando a un sector político? 

—No veo a los amarillos como representantes de un sector político. Yo no 
lo soy. Rechazarlos por sospecha refleja una politicidad sectaria, rústica y 
autocomplaciente, orientada a dividir a quienes critican lo malo que está su-
cediendo en sede constituyente. Paradójicamente, es un reconocimiento de 
la preocupación que les causa el crecimiento exponencial del amarillismo. 
Los convencionales ilustrados tal vez sepan que la emergencia del escritor 
Warnken tiene un precedente notable: cuando no había políticos que saca-
ran del marasmo del socialismo real a Checoslovaquia, apareció la figura del 
dramaturgo Vaclav Havel con un movimiento conocido como Carta 77. La 
historia tiene este tipo de astucias. 

—La carta de los “amarillos” advierte que, sobre todo en Latinoamérica, la 
historia ha demostrado que los intereses refundacionales han traído más 
sufrimiento y pobreza. Para usted, que ha sido observador de la región, 
¿qué ejemplos habría que mirar con cuidado? 

—“Refundación” es un eufemismo para evitar la palabra “revolución”. Refle-
ja un reconocimiento soslayado de que las revoluciones reales de la región, 
comenzando por la de Cuba, distan de ser un modelo viable o envidiable. 
Sin embargo, como la política no es necesariamente racional y también se 
hace con sentimientos, esa realidad no mató el romanticismo de los jóvenes 
politizados. Indignados con la performance de la mayoría de nuestros políti-
cos profesionales, de izquierdas y derechas, hoy tratan de ejercer una acción 
revolucionaria sin modelo confeso, con opciones temáticas y sin respaldo 
teórico. Quizás sin saberlo, buscan el viejo “hombre nuevo” del viejo marxis-
mo, para instalarlo en un “Chile nuevo”. 

—Usted fue testigo de la asamblea constituyente en Perú, que no estuvo exenta 
de conflictos. ¿Qué lecciones debiese sacar Chile de la experiencia peruana?
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—Un proceso tan notable como desconocido. Fue convocada en los años 70 y 
elegida democráticamente, con cero faltas, durante la dictadura del general 
Francisco Morales Bermúdez… que por algo la definía como “dictablanda”. 
Presidente de esa asamblea fue Víctor Raúl Haya de la Torre, decano de los 
exiliados de la región y fundador del Apra, partido paramarxista, considera-
do enemigo histórico por los militares. Esa asamblea estuvo en la base de un 
promisorio sistema de partidos y produjo una Constitución que fue modéli-
ca para los centroizquierdistas y muy aceptable para el resto. Una genuina 
“casa común”. Tras las elecciones, ganó la presidencia el centroderechista 
Fernando Belaúnde… ¡el mismo que había sido derribado por un golpe de 
Estado militar! 

Por lo mismo, no fue un paseo político. Conflictos hubo. El principal: la dua-
lidad de poderes que protagonizaron la asamblea elegida y los militares de 
la dictadura. Un sector del Ejército quería asegurarse cupos en la asamblea, 
establecer limitaciones a la libertad política de los constituyentes y competir 
en las elecciones con un general en retiro. Todo se resolvió gracias a la sor-
prendente habilidad del dictador y a la sabiduría política de Haya de la Torre. 
Lección para Chile: los liderazgos dialogantes entre el gobernante militar y 
el líder aprista de la Asamblea, con base en el interés superior del país. Eso 
favoreció una transición política a la democracia. 

—Hace ya más de una década, usted era crítico de la clase política y hablaba 
de una decadencia de las democracias. ¿Estamos viviendo esa decadencia? 

—Esa preocupación viene desde que yo era estudiante de Derecho, en el go-
bierno de Frei Montalva. Durante el gobierno de Salvador Allende escribí 
sobre la tenaza intervencionista que socavó su presidencia: la derecha dura 
de Richard Nixon desde los EE.UU. y la intrusión sistemática —y permitida— 
de Fidel Castro. Ahí no solo hubo decadencia. Nuestro 11-S marcó el fracaso 
total de la democracia chilena. En 1991, retornado a Chile, escribí sobre la 
encomiable renovación de las izquierdas, con base en el escarmiento y la 
aceptación de que en una democracia se debe gobernar para todos. Pero, 
una década después, preví que la democracia no se consolidaba porque es-
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tábamos entrampados en “el subdesarrollo exitoso” de la Concertación. En 
estos últimos años, no llevo la cuenta de los papers, columnas y libros en 
que he planteado que nuestra democracia caminaba al borde de una cornisa. 
Cuatro conclusiones: 1) La decadencia de nuestra clase política era un hecho 
visible a leguas de distancia. 2) Por lo mismo, los políticos no asumieron la 
necesidad de consolidar la democracia. 3) En un Chile donde no se lee, los 
escritores críticos rara vez son apreciados, y 4) entre los políticos escasean 
los pensadores. 

—¿Es la Convención Constitucional o, en definitiva, la redacción de una 
nueva Constitución, la forma de salir de esa crisis? 

—Fue la solución in extremis de una clase política que vio, demasiado tarde, 
que podía perder todos sus privilegios. Nunca generó el mínimo consenso 
para impulsar, de consuno, una “casa común”. Para los insurrectos sin orga-
nización visible, fue un truco del oficialismo para paralizar la revolución en 
desarrollo. Para los distintos partidos sistémicos fue un dilema poético: “si 
asumo el tema constitucional, me muero y si no lo asumo, me matan”. Para 
los políticos antisistémicos fue una paradójica nueva oportunidad que les 
brindó el sistema. Junto con eso, la desprolijidad con que los parlamentarios 
elaboraron los protocolos del caso nos dejó sometidos a una elección presi-
dencial “rara” y a una Convención Constitucional con más carácter identita-
rio que vocación política. 

—La Convención aprobó que “Chile es un Estado regional, plurinacional e 
intercultural” y que se debe proteger y respetar la autodeterminación de 
los pueblos originarios. ¿Qué implicancias geopolíticas podría tener esto, 
considerando que desde Bolivia, por ejemplo, Evo Morales impulsa una 
“América plurinacional”? 

—Lo dicho: es el tema fundamental. Tal vez solo los geopolíticos y estudio-
sos de la estrategia comprenderán que constitucionalizar el “principio plu-
rinacional” implica, ipso facto, un debilitamiento profundo del Estado que 
tenemos. Una suerte de harakiri enmascarillado. Grave, porque somos un 
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país con una configuración geopolítica complicada, derivada de la expansión 
territorial que tuvimos tras la Guerra del Pacífico. A mayor abundamiento, 
porque nuestra fe mística en la santidad de los tratados de límites nos ha 
bloqueado el desarrollo de una diplomacia negociadora. Por último, porque 
Evo Morales sigue en campaña contra Chile y nos presenta como “el Israel 
de América Latina”. En esa línea y con el aparente beneplácito del Presiden-
te Luis Arce, ya ha insertado la plurinacionalidad como parte de una nueva 
estrategia recuperacionista. Por eso, la diplomacia peruana lo paró en seco.

—Si bien en lo aprobado se estableció la prohibición de secesión territo-
rial, ¿podría esta autodeterminación de los pueblos originarios terminar 
modificando los límites de la América andina? 

—Cualquier burocracia tiende al crecimiento en su medida de lo posible. 
Imagínese si, en vez de burocracias, se trata de naciones con legisladores 
propios, justicia aparte e intereses diversificados. Es un excelente hábitat 
para querellas internas y, también, para intentar diplomacias que no coinci-
dan con el interés nacional de Chile... o de lo que quede de Chile. 

—Poco se ha hablado hasta ahora de defensa y diplomacia en la Constitu-
ción, pero usted ha señalado que ambos temas son de suma importancia. 
¿De dónde surge su preocupación? 

—Nuestros políticos no suelen interesarse por los temas de la defensa ni de 
la política exterior. Electoralmente no son rentables. En este caso y por lo 
dicho, la despreocupación está llegando a un nivel peligroso. Por ejemplo, 
nuestra Cancillería ya no podría manifestarse con la rapidez que demandan 
los avatares de los conflictos, pues invertiría mucho tiempo en interconsul-
tas o polémicas con otras unidades nacionales. Nuestros militares tendrían 
que redesplegarse de una manera disfuncional, en territorios bajo control 
de poderes diversos. Otras naciones dentro de Chile pueden tener interpre-
taciones diferenciadas sobre los sucesos del exterior. Por esto, los países con 
sistemas federales nunca descentralizan los temas de la defensa y de las re-
laciones internacionales. 
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—Como analista de temas internacionales y exembajador, y considerando 
que Chile no pocas veces ha tenido conflictos con sus vecinos, ¿qué cuida-
dos debiesen tener los convencionales para no afectar de mala manera la 
relación con la región? 

—Lo primero es algo que vengo planteando hace décadas: debemos contar 
con una Cancillería de extrema profesionalidad, capaz de dialogar y nego-
ciar, sin delegar ese rol en los jueces internacionales. Ignoro si el tema está 
en la agenda de los convencionales. En paralelo, no debemos levantar polí-
ticas que afecten la profesionalidad de los militares, como correlato de una 
mala relación con un sector de la civilidad, derivada del golpe de 1973. Cla-
varse en ese resentimiento es soslayar que, en la fecha, la mayoría de los 
actuales oficiales ni siquiera había nacido.
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Columna de opinión | Carlos Peña González

El control constitucional 

Como saben los juristas, una Constitución sin supremacía, 

sin órganos que hacerla valer, no es sencillamente una 

Constitución

Publicado originalmente en Crónica Constitucional 

de El Mercurio, el 22 de abril de 2022.1 

D e todos los aspectos de la futura carta, quizá el más relevante lo cons-
tituya la forma de control constitucional que se establezca. 

Una cosa es clara: si el control constitucional no existiera, si no hu-
biera algún órgano encargado de evitar que las reglas de derecho legislado 
contradigan los derechos fundamentales o la distribución de competencias 
que la carta establece, si a pretexto que el control constitucional constituye 
una tercera cámara, se lo hace desaparecer o se lo aminora o mitiga o defor-
ma hasta hacerlo irrelevante, entonces la misma constitución no existiría.

Y es que como saben los juristas, una constitución sin supremacía, sin órga-
nos que hacerla valer, no es sencillamente una constitución.

Este problema es muy antiguo y al revés de lo que se cree no apareció por vez 
primera en el ensayo 78 de El Federalista o en el famoso caso Marbury versus 
Madison. La práctica de ejercer el control judicial para asegurar la primacía 
de las reglas es más antigua. Fue la tarea que durante los siglos XVII y XVIII, 
entre 1607 y hasta 1776, ejerció el Consejo Privado del Reino (Privy Council) 

1	 https://www.emol.com/noticias/Nacional/2022/04/15/1058061/cronica-constitucional-co-
lumna-de-opinion.html
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que gobernó las colonias americanas. Y en la tradición continental, por su 
parte, el Abate Sieyès argumentó ya en el XVIII que los derechos particulares 
debían conciliarse con los derechos generales (Sieyès 2003).

En el siglo XX este problema se hizo especialmente acuciante en la república 
de Weimar (1919-1933) cuando se puso de manifiesto tempranamente que 
las mayorías no tenían ninguna virtud epistémica (que la mayoría no era ga-
rantía de corrección o verdad) y que cuando eran transitorias podían decidir 
cosas que, si se meditaran, saltaría a la vista que son inaceptables. 

Allí se comenzó a comprender que la moderna democracia de masas requie-
re del control constitucional.

Ahora bien, el control constitucional posee dos dimensiones. En una de 
ellas, se trata de resolver las contradicciones entre normas a favor de la de 
superior jerarquía, cuando ambas concurren en un mismo caso. Esto es lo 
que hizo la Corte Suprema durante la carta de 1925. Para Carl Schmitt, quien 
participó de este debate durante Weimar, eso era suficiente (Schmitt, 1931). 
Kelsen sostuvo, sin embargo, que no bastaba puesto que de lo que se trataba 
era de controlar, en base a las reglas constitucionales, la producción del de-
recho legislado, evitar que este último desmedrara o desconociera los com-
promisos constitucionales. Y de ahí entonces que él fue firme partidario de 
la existencia de tribunales constitucionales (Kelsen, 1929).

En el caso de la carta constitucional que ahora se delibera, hay razones adi-
cionales para abogar por un órgano de control constitucional de calidad e in-
dependiente, integrado por juristas profesionales, identificados de manera 
imparcial por ejemplo mediante un comité de búsqueda.

En un sistema unicameral (o con un débil bicameralismo asimétrico) elegido 
en votación única, las posibilidades que la mayoría no solo pueda gobernar 
(lo que está bien) sino que carezca de cualquier contrapeso para hacerlo (lo 
que está mal) son muy altas. Por supuesto contrapesos consistentes en dotar 
de veto a las minorías o consistentes en instituir mayorías calificadas para 
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adoptar políticas, no son razonables; pero impedir que las mayorías desco-
nozcan la constitución eso no solo es razonable: es imprescindible. 

Los estudios comparados —v.gr. el de Shapiro et al. 2002— muestran los ras-
gos comunes a la expansión del control constitucional. Se han identificado el 
federalismo (que comparten Estados Unidos, Canadá y Australia); la división 
de poderes (que sería típica de la tradición francesa cuyo Consejo Constitu-
cional equivaldría a una tercera cámara especializada); o la importancia de 
los derechos (como ocurre en el caso alemán o español). A poco de meditar 
se descubre que esos tres factores estarán presentes en Chile: el regionalis-
mo autónomo; la división de poderes o competencias; y para qué decir los 
derechos.

Así entonces debe haber control constitucional, pero a cargo de juristas pro-
fesionales e independientes (una expresión que es distinta a abogado o ex 
parlamentario) cuyo deber será controlar la supremacía de la constitución 
y configurar poco a poco los derechos que ella establece, interpretando los 
estándares que contendrá.

Una constitución —no hay que olvidarlo— no es el texto, sino el texto inter-
pretado. Para comprender la importancia del Tribunal Constitucional hay 
que decir de la Constitución lo que dijo Sartre del texto literario: es un trom-
po extraño que no existe sino en movimiento.
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Columna de opinión | Carlos Peña González

¿Por qué cambian las 
constituciones?1

Publicado originalmente en El Mercurio, 

el 24 de septiembre de 2021.

L a razón de por qué las constituciones cambian, o deben cambiar, pue-
de ser explicada en una sola frase: todos los países poseen una consti-
tución sociológica (una cierta estructura social, valores compartidos) 

y cuando esa constitución se modifica, la constitución jurídica (es decir, 
el conjunto de normas que organizan al poder y señalan sus límites) debe 
cambiar también. Como sugiere Carl Schmitt la constitución en sentido ju-
rídico es el fruto de una cierta unidad política, y si esta cambia (porque su 
legitimidad se deterioró, porque los valores que la inspiraban cambiaron, 
porque de pronto, como parece estar ocurriendo en Chile, brotó la multi-
culturalidad en ella) la constitución en sentido jurídico debe ser de alguna 
forma modificada. Con algo de exageración puede decirse que la constitu-
ción no guía a las sociedades, sino que las sigue2. Así la pregunta de por qué 
debe cambiar la constitución en Chile tiene una respuesta sencilla (pero a 
la vez compleja): lo que ocurre es que la sociedad que la sostenía ha cam-
biado. Si la constitución fuera una simple herramienta neutral, un simple 
medio para alcanzar los más diversos fines colectivos, la sociedad podría 
cambiar y ella mantenerse incólume, pero no es el caso. La constitución 
tiene una dimensión expresiva, por llamarla así, que hace que deba existir 

1	 Este texto está tomado del ensayo del autor El desafío constitucional, Taurus, 2021. Se publi-
ca aquí con leves modificaciones y autorización de la editorial.

2	 Carl Schmitt, Teoría de la constitución, Madrid: Alianza Editorial, p. 46
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cierta coincidencia entre la fisonomía de la sociedad y los procedimientos 
y reglas que ella establece. Esto explica que incluso sociedades que poseen 
una constitución escrita de siglos —como es el caso de los Estados Unidos— 
haya acompasado su lectura o su interpretación a los cambios que la socie-
dad ha experimentado. En este país, en efecto, el texto constitucional se 
ha mantenido relativamente el mismo desde sus orígenes; pero cuando la 
sociedad ha cambiado su interpretación ha ido cambiando también. El cam-
bio ocurre cuando la sociedad se agita y se incomoda con las instituciones 
en cuyo diseño ya no se reconoce.

Y es que como explica un autor, la política tiene dos momentos. En uno de 
ellos se desenvuelve ordinariamente y equivale a una actividad entre otras 
que suele estar entregada en las manos de los políticos profesionales quienes 
deben competir con el deporte u otros quehaceres para captar la atención 
del público; pero en otras ocasiones el público más o menos pasivo comienza 
a poner atención a sus instituciones, siente que ellas no reflejan ya la forma 
en que conciben la vida colectiva y empiezan a empujar por un cambio, un 
cambio que a veces toma la forma de nuevas interpretaciones del texto cons-
titucional (como ha solido ocurrir en los Estados Unidos) y en otras ocasio-
nes adquiere la forma de la escritura de un nuevo texto:

Por las razones que sean, el discurso y la acción política princi-
pian a adquirir una urgencia y una amplitud de las que carecen la 
mayor parte del tiempo. Unos ciudadanos normalmente pasivos 
se vuelven más activos, discutiendo, movilizándose y sacrificando 
sus otros intereses en una medida que a ellos mismos les parece 
extraordinaria3.

¿Cómo puede ocurrir eso? ¿a qué se debe eso que está hoy ocurriendo en 
Chile?

3	 Bruce Ackerman, We The People. Transformations, The Belknap Press of Harvard University 
Press (Kindle Edition), 1998, p. 6.
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En todos los países se observan un conjunto de reglas o convenciones for-
males e informales, un conjunto de usos y de creencias que modelan la vida 
colectiva, la orientación que deberá poseer y los límites que deberá respetar. 

Al igual que suele decirse que todo individuo tiene una constitución psico-
lógica (porque posee un carácter firme o débil, simple o complejo) todas las 
sociedades poseen una fisonomía que hace más o menos predecible la vida. 
Así todos tienen una constitución4. No todos, desde luego, poseen una cons-
titución escrita, un documento llamado constitución, un código constitucio-
nal para ser más precisos. Inglaterra, por ejemplo, no tiene un único código 
constitucional que los profesores de derecho enseñen, los alumnos porten 
a sus clases y los ciudadanos puedan leer; pero posee un conjunto de reglas 
y prácticas que orientan su vida colectiva que le ha permitido ser una de 
las democracias más estables del mundo. Así Inglaterra, diríamos, no tiene 
constitución (escrita). En cambio, los Estados Unidos cuentan con una (cuya 
antigüedad ha de parecer a muchos latinoamericanos que se dedican a fabri-
carlas5, casi bíblica). Así todas las democracias tienen constitución; pero no 
todos tienen un código escrito que merezca ese nombre. 

4	 Eso es algo que la sociología sabe, desde luego, de sobra. Un ejemplo es el título La Consti-
tución de la sociedad que se encuentra en la obra de Edward Shils (The Constitution of Society, 
The University of Chicago Press, 1972) y en la de Anthony Giddens (The Constitution of So-
ciety. Outline of the Theory of Structuration, University of California Press, 1984). Pero en este 
caso, a diferencia del jurídico, se trata de la estructura no deliberada de la sociedad.

5	 Un autor calcula que en dos siglos los países de América Latina han producido cerca de 400 
constituciones o reformas importantes a las existentes. Una muestra, sin duda, de la fe que 
se tiene a las constituciones y la poca disposición a cumplirlas. Vid. Javier del Rey, Cultura 
política y constituciones en América Latina, Nueva Sociedad, N 210, Julio-Agosto 2007. “A 
partir de 1811, relata otro autor, América Latina se convierte en la gran productora de cons-
tituciones, un producto novedoso y escaso en la historia humana hasta ese momento”. Vid. 
Pérez Perdomo, R. Los abogados en América latina. Una introducción histórica, Universidad 
Externado de Colombia, 2004
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La diferencia entre ambos entonces no es que uno tenga constitución y el 
otro no. La diferencia es que uno posee una constitución no escrita o no codi-
ficada y el otro una escrita, un código constitucional. Pero ¿por qué cambian?

Lo que ocurre es que allí donde existe una constitución, sea escrita o no, hay 
una voluntad política que la establece y la sostiene, un consenso que funda-
menta a la sociedad. Cicerón llamó a eso concordia 

(…) del mismo modo que en los instrumentos de cuerda o de viento, 
o en el mismo canto de varias voces, debe guardarse un concierto 
que da por su mismo ajuste unidad y congruencia a muy distintas 
voces (…) así también una ciudad bien gobernada es congruente 
por la unidad de muy diversas personas, por la concordia…6

Desde este punto de vista no es correcto decir (como observa con razón Carl 
Schmitt) que la constitución sea un conjunto de reglas cuya tarea es cons-
tituir una cierta voluntad colectiva o configurar al pueblo. En realidad, el 
asunto es al revés. Sólo existe una constitución allí donde existe una previa 
voluntad colectiva que la discierne, la impone y la sostiene, una concordia7. 
Si esa voluntad no existe, si la concordia se transforma de pronto en discor-
dia, la constitución pasa a ser meramente formal, un asunto de papel, una 
declaración incapaz de despertar obediencia. Ortega y Gasett observa que el 
orden de las sociedades es algo que les viene desde dentro, no algo que se im-
pone desde fuera. No hay que ver en esta sencilla observación nada revolu-
cionario puesto que se trata apenas de una sencilla constatación sociológica. 

Esa sencilla constatación conduce a otra. 

Allí donde la voluntad colectiva que la sostenía se debilita o resquebraja, 
la constitución escrita empieza a perder poco a poco legitimidad y, como 
observa Bruce Ackerman, la política ordinaria llena de bostezos a la que le 

6	 Cicerón, Sobre la república, Madrid: Gredos, 1984, II, 42 (p. 127).
7	 Carl Schmitt, Teoría de la Constitución, Madrid: Alianza Universidad, 2003, p. 46.
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cuesta captar la atención del público es seguida por un momento constitu-
cional de ánimos encendidos. Siguiendo las explicaciones anteriores esto 
podría formularse con una paradoja: cuando la constitución cambia o la 
concordia cesa, la constitución debe cambiar. Es decir, cuando la estructura 
íntima de la sociedad, el poder colectivo que la sostiene (lo que llamaríamos 
la constitución en sentido sociológico) se modifica, entonces la constitución 
escrita inevitablemente debe modificarse. Esto puede ocurrir por múltiples 
factores; pero por ahora basta subrayar que cuando ello ocurre es porque la 
constitución (escrita) ha comenzado a perder legitimidad. Los sociólogos, a 
partir de una famosa observación de Max Weber, llaman legitimidad a la dis-
posición de un grupo a obedecer una norma, una institución o un mandato, 
sea cual fuere el motivo que la anima. Puede ser la tradición o el eterno ayer 
el que mueve a acatar (como ocurría en la hacienda del diecinueve); puede 
ser el procedimiento de designación contenido en una ley (como ocurrió en 
la democracia posterior a la dictadura); o puede ser el carisma (como cuando 
las masas siguen a una personalidad). Como sea, debe haber alguna fuente 
de legitimidad que funcione para que las instituciones se sostengan. Si los 
valores de la sociedad cambian muy rápidamente, es probable que las bases 
de la legitimidad también se deterioren. El orden de las sociedades se sostie-
ne en una especie de consenso silencioso y mudo que a veces, ya veremos 
por qué, se rompe y entonces hay que darse a la tarea de reconstituirlo.

Cuando eso ocurre es el momento de discutir la constitución.

Pero ahí sobreviene otra paradoja.

Nunca las sociedades requieren más sosiego, ausencia de coacción y disposi-
ción al diálogo que cuando discuten acerca de las bases de la convivencia que 
es, en términos generales, el contenido de una constitución. Pero, al mismo 
tiempo, la necesidad de hacerlo aparece cuando en vez de sosiego hay con-
flicto, cuando en vez de ausencia de coacción existe amenaza de su empleo y 
cuando en vez de diálogo hay simples tomas de posición. La paradoja, como 
se ve, consiste en que las mismas circunstancias que hacen necesario debatir 
acerca de una nueva constitución, son las que dificultan hacerlo. Son esos 
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momentos en que la naturaleza de la política amenaza imponerse sobre la 
razón8. Y entonces los factores que explican la necesidad del debate consti-
tucional parecen ser los mismos que impiden que él se lleve adelante satis-
faciendo condiciones de racionalidad. Jon Elster describe esta paradoja del 
modo siguiente:

La convocatoria para discutir nueva constitución generalmente sur-
ge en circunstancias turbulentas, que tienden a fomentar la pasión 
en lugar de la razón. Además, circunstancias externas invitan a que 
el procedimiento se base en amenazas. Marx dijo que “la humani-
dad siempre se propone solo las tareas que pueda resolver”. Tratán-
dose de la elaboración de constituciones, por el contrario, parece 
que la tarea sólo se establece bajo condiciones que conspiran con-
tra una buena solución9

La paradoja que acabamos de mencionar —podemos llamarla paradoja de 
Elster— puede ser explicada del modo siguiente: para hacer una constitución 
los individuos y los grupos requieren dialogar, deliberar acerca de lo mejor 
para su vida en común. El problema es que ello ocurre justamente cuando 
las bases de la vida en común se han deteriorado y entonces parece difícil 
encontrar un punto de partida que todos compartan. Dialogar o deliberar 
exige una vida común, un puñado de convicciones que todos quienes par-
ticipan del diálogo suscriban de manera tácita o implícita. De otra forma el 
diálogo no se produce. Lo que se llama diálogo de sordos no es producto de 
la audición, sino de la incapacidad de comprender. Vale la pena recordar a 
Ortega y Gasset de nuevo. A veces, dice, cedemos al prejuicio inveterado de 
que hablando nos entendemos, sin advertir que en ocasiones al hablar nos 
desencontramos mucho más que si mudos procurásemos adivinarnos. Lo 
que Ortega quiere decir es que la vida social, toda vida social, no descansa 

8	 “…la naturaleza de la política, con frecuencia, se impone sobre la razón”. Ciceron, cit. II, 
33, p. 115.

9	 Jon Elster, Forces and Mechanisms in the Constitution-Making Process, Duke Law Journal, 
vol. 45, 1995, p. 394.
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íntegra en la voluntad colectiva, sino que la voluntad colectiva reposa y hun-
de sus talones en la vida social. El lenguaje que hablamos, lo que decimos, 
reposa sobre lo que callamos, eso que todos sabemos y que por eso parece 
un despilfarro reiterarlo.

La sociedad chilena está hoy, cuando se la describe desde el punto de vista 
constitucional, atrapada por esas paradojas. 

¿Cómo ha llegado a ellas?

En general una sociedad puede ser descrita como la suma de una estructura 
y unas definiciones normativas o culturales. Una sociedad funciona sin ro-
ces, o casi, cuando ambos coinciden: lo que las definiciones normativas o la 
cultura enseñan a sus miembros coincide con lo que la estructura demanda 
para funcionar. Pero nada dura para siempre. Los cambios en la cultura o el 
crecimiento de las sociedades desajustan ambas dimensiones y entonces la 
cultura se desasosiega, no se siente a sus anchas en la estructura, y los indivi-
duos descubren que la que los había acompañado durante décadas hasta lle-
gar a ser tan natural como la respiración, era contingente, era de este modo 
pero que perfectamente puede ser de otro. Se abre entonces un momento 
de crisis y de cambio que es producto de la misma estructura que se trata de 
cambiar.

Hace ya muchos años —medio siglo para ser precisos— Anibal Pinto observó 
que Chile estaba atrapado en medio de una inconsistencia. Tenemos, obser-
vó en esos años, un sistema político que permite una amplia participación 
y una ilimitada expresión de expectativas; pero contamos con un sistema 
económico y productivo que impide satisfacerlas. Resolver esa inconsisten-
cia requería uno de los siguientes caminos: cambiar la estructura o cerrar el 
sistema político o ambas cosas. Todos sabemos cuál fue la senda por la que 
entonces se transitó.

Hoy día Chile enfrenta ese mismo dilema; pero invertido. La cultura y el 
mercado han desatado expectativas y procesos de individuación propios de 
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una sociedad que se moderniza; pero las instituciones con que contamos no 
logran procesar esas expectativas. El debate constitucional es la expresión 
de ese fenómeno y a la vez quiere ser el remedio. Si la cultura es el cemento 
de las sociedades, entonces cuando él se resquebraja no queda otra que re-
constituirlo.

Hasta que principie a deteriorarse de nuevo.
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Columna de opinión | Carlos Peña González

Los indígenas y la constitución 

El debate constitucional es una deliberación democrática 

entre ciudadanos de diversos orígenes que se confieren un 

reconocimiento recíproco; pero no es un pacto entre pueblos.

Publicado originalmente en El Mercurio, 

el 24 de septiembre de 2021.1 

D e todos los temas que se discuten por estos días en la Convención 
 —descontado el tema de los dos tercios sobre el que ya se ha de-
rramado suficiente tinta— el del reglamento de participación de los 

pueblos indígenas es el más relevante.

En él se expresan —si hemos de sintetizar sus aspectos fundamentales— tres 
demandas: el reconocimiento de la existencia de esos pueblos; la demanda 
de participación de sus miembros; y la pretensión de derechos colectivos.

Examinemos sus fundamentos en ese orden. 

La demanda de reconocimiento supone aceptar que la comprensión que la 
sociedad chilena tenía de sí misma ha cambiado. La nación chilena concebi-
da como una comunidad de origen y de memoria, como si las raíces de cada 
uno se hundieran en un mismo momento del tiempo, ha dado paso a la idea 
de que somos una nación compuesta de varias culturas, un tejido hecho de 
muchos hilos cada uno de los cuales está atado a un punto distinto del tiem-
po y de la historia ¿Significa este cambio de comprensión de lo que somos el 

1	 https://www.emol.com/noticias/Nacional/2022/04/15/1058061/cronica-constitucional-co-
lumna-de-opinion.html
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abandono de la idea de nación? No del todo. Significa, en realidad, transitar 
desde la nación concebida como una colectividad que cuenta con un pasado 
común, a una que se orienta hacia un futuro compartido. La demanda de 
reconocimiento que la nueva carta acogería no es secesión: quien demanda 
el reconocimiento y quien lo otorga no se separan, sino que se aceptan recí-
procamente.

Ese reconocimiento tampoco implica abandonar el ideal de una democracia 
liberal. 

El reconocimiento de los pueblos originarios deriva del hecho que nuestra 
individualidad está atada una cultura heredada —una lengua, una creencia— 
de manera que al reconocer a esta última se reconoce, al mismo tiempo, el 
valor de la individualidad forjada a su sombra. Para una democracia liberal 
no es lo mapuche, lo aymara, o lo rapa nui, lo valioso, sino el mapuche, el ay-
mara o el rapa nui a quienes hay que proteger. Es el individuo y no el pueblo 
lo que importa: se protege a la cultura del pueblo originario para proteger al 
individuo cuya memoria la atesora.

Del reconocimiento deriva, inevitablemente, la participación. De ahí que los 
pueblos originarios deban comparecer al debate constitucional formando 
una voluntad colectiva. Esa voluntad colectiva debe, sin embargo, someter-
se luego a la deliberación del pleno. La Convención en pleno representa la 
voluntad de todos de formar una sola comunidad política —una comunidad 
de futuro como veíamos— y de ahí que sea ese órgano el que debe deliberar 
si el resultado de la consulta se integra o no, y de qué modo, a la carta cons-
titucional. El resultado de la consulta no puede, pues, vincular al pleno. El 
debate constitucional es una deliberación democrática entre ciudadanos que 
reconocen diversos orígenes, no un pacto entre colectividades.

En fin, todo lo anterior deberá conducir a conferir derechos colectivos. Hay 
bienes que, por su naturaleza, son colectivos y su protección requiere de-
rechos de la misma índole. Es el caso de la lengua (los lenguajes privados 
no existen); los ritos con los que manejamos los límites de la vida social (el 
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misterio del nacimiento y de la muerte); las formas culturalmente aceptadas 
de relacionarse con la naturaleza. Todos ellos requieren una intencionalidad 
compartida que, para que no sea ahogada por la cultura dominante, hay que 
proteger. 

¿Tiene lo anterior algún límite?

Por supuesto que sí. En una democracia liberal el reconocimiento de los pue-
blos originarios o la protección de bienes colectivos tiene como límite insal-
vable el respeto a los derechos humanos individuales. Una cosa es proteger 
los bienes colectivos como la lengua o los ritos, otra cosa es obligar a los 
integrantes de esos pueblos a practicarlos o adherir a ellos. Los derechos co-
lectivos protegen a la cultura originaria de la cultura dominante (impidien-
do, por ejemplo, que se impida hablar su lengua en los espacios públicos, u 
organizar la transmisión de su cultura mediante la educación); pero no la 
protegen del discernimiento autónomo de sus miembros quienes podrían 
decidir abandonarla o, en ejercicio de sus derechos individuales, hacer es-
fuerzos por modificarla. 

Y es que el reconocimiento de los pueblos —no debe olvidarlo la Conven-
ción— no implica aceptar el valor intrínseco de ninguna cultura. No es la 
cultura sino el individuo cuya idea de sí mismo depende de aquella lo que 
una democracia liberal debe proteger.
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Columna de opinión | Ernesto Ottone 

Plebiscito de salida

Publicado originalmente en el diario La Tercera, 

el 7 de junio de 2022.1

L a práctica referendaria o plebiscitaria tiene un sentido complementa-
rio y positivo en la democracia moderna cuando se refiere a la toma 
de decisiones muy relevantes para el futuro del país.

Cuando se ocupa de manera muy frecuente o casi continua para asuntos 
poco relevantes termina convirtiéndose en una suerte de asambleísmo di-
recto, manipulado las más de las veces por un poder autoritario que debilita 
la vida democrática y termina reflejando impulsos momentáneos o estados 
de ánimo pasajeros, porque la reflexividad se reemplaza por respuestas bina-
rias incapaces de atrapar la complejidad de la construcción política.

Quizás la única excepción, por razones culturales e históricas muy particu-
lares, es el caso de Suiza.

En el caso del plebiscito de salida para aprobar el proyecto que presenta-
rá la Convención Constitucional en Chile, nos encontramos, sin duda, en el 
primer caso, es decir en el de las decisiones muy importantes para la vida 
futura del país.

Ello ha adquirido una importancia aun mayor de lo esperado, porque el 
transcurso entre el plebiscito de entrada y el de salida no se ha caracterizado 
por una estabilización y el retorno a la serenidad en la convivencia democrá-

1	 https://www.latercera.com/opinion/noticia/columna-de-ernesto-ottone-plebiscito-de-sali-
da/AVZF23VALBAB3MZADFPVJ6SQBA/
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tica, tampoco en el regreso a una normalidad en las condiciones materiales 
de existencia de los chilenos ni de un mejoramiento del entorno económico 
y político internacional.

Por el contrario, el mundo que nos rodea vive tiempos aciagos, no solo la 
pandemia no termina de concluir, sino que la situación geopolítica es grave 
y dolorosa.

La invasión rusa a Ucrania ha devenido en un conflicto largo y cruel que ha 
cambiado las coordenadas políticas en Europa. La heroica resistencia de los 
ucranianos se enfrenta a un Putin fuera de sus cabales, lo que aleja el fin de 
la destrucción. La economía mundial ha debido rebajar sus expectativas y es 
muy posible que otros focos de violencia estallen en distintos lugares; fenó-
menos como la carestía provocada por la inflación nos están afectando y nos 
afectarán en el futuro.

Aun cuando sigue siendo temprano para emitir juicios definitivos sobre el 
actual gobierno, es claro que sus primeros pasos no invitan, desgraciada-
mente, a hacerse grandes ilusiones.

Más allá de los errores comprensibles por la falta de experiencia del nuevo 
grupo dirigente, que las inclusiones de personas con mayor rodaje no alcan-
za a ocultar, se nota en él una penosa ausencia de cultura de gobierno que los 
hace contradecirse, paralizarse, avanzar y retroceder y finalmente despro-
teger el bien público en nombre de convicciones e ideologismos partisanos 
que generan confusión y son aprovechados por aquellos sectores identita-
rios o políticos partidarios de la violencia para dejar al gobierno en la peor 
situación en política: el ridículo.

Los tiempos de adquirir un mayor aplomo se acortan, porque las cifras eco-
nómicas y sociales no acompañan y tienden a deteriorarse. La reciente cuen-
ta pública del Presidente va en lo grueso en esa dirección, ojalá esas palabras 
sean seguidas por la acción.
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En el plebiscito de entrada se produjo una abrumadora mayoría por una nue-
va Constitución. Si no consideramos para efecto de nuestro análisis aquel 
20% que no estuvo de acuerdo, al interior del 80% que aprobó, una parte no 
menor, a juzgar por las encuestas, está descontenta con la dinámica del pro-
ceso constitucional y son críticos del extenso borrador constitucional que ha 
presentado la Convención.

Ese descontento no es necesariamente conservador y no dice relación con 
todo lo que contiene el texto. El borrador tiene algunos contenidos propios 
de una Constitución avanzada, contiene elementos valiosos de vocación so-
cial, incluso se podría decir que en su contenido económico, salvo en algu-
nos aspectos que debieran ser corregidos, no conduce a una suerte de catás-
trofe económica como otros experimentos que han tenido lugar en la región.

Pero el bloqueo del desarrollo económico, social y político no proviene siem-
pre de las definiciones estrictamente económicas, pueden incluso provenir 
más intensamente de la inestabilidad política, de la ausencia de independen-
cia de los poderes públicos, del debilitamiento de las instituciones, de los es-
pacios de arbitrariedad que genera el paso de una extrema rigidez a una ex-
trema flexibilidad al reducir las disposiciones constitucionales a un estatus 
puramente legal, pudiendo ser cambiadas por mayorías simples. También 
por la exacerbación identitaria desmesurada, que da origen a autonomías 
artificiales, y por el exceso de detallamiento de los derechos sociales que 
obvia la necesidad de recursos para financiarlos.

En otras palabras, una Constitución moderna y democrática no puede equi-
valer a una visión programática de un sector, aunque tenga una mayoría, que 
como toda mayoría puede cambiar si los ciudadanos así lo deciden.

El borrador que tenemos delante tiene muchos aspectos de eso, como lo te-
nía originalmente, aunque después fue morigerado por muchas reformas, la 
Constitución del año 80.
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No conocemos cuál será la decisión de los ciudadanos. Ellos tendrán mo-
tivaciones diferentes para aprobar o rechazar, porque seamos realistas, los 
499 artículos o los que sean después de la revisión final los leerá un sector 
exiguo, como sucede en el mundo entero.

Muchos decidirán su voto en torno a algunos puntos que les resulten decisi-
vos, por ejemplo, el de la plurinacionalidad, en otros prevalecerá la expecta-
tiva de los derechos sociales, otros lo harán a partir de un compromiso emo-
cional con lo nuevo, otros votarán el rechazo por el temor a lo desconocido .

Algunos tendrán sentimientos encontrados, y aunque desean una nueva 
Constitución, el texto no les resultará aceptable, pensarán que no contribuye 
a una buena y estable convivencia democrática. Curiosamente otros, pen-
sando de manera muy parecida, votarán a favor encomendándose a un desa-
rrollo posterior prodigioso que resuelva los problemas.

En todo caso, la vida del país no termina el 4 de septiembre. La Constitución 
es importante, pero no es un texto sagrado.

La misma historia de Chile así lo muestra. Varias veces en nuestra historia 
republicana, para bien o para mal, la voluntad de los chilenos, y ciertamente 
de las chilenas, ha impuesto una realidad muy diferente a la que imaginaron 
los constituyentes, desde el siglo XIX hasta el siglo XXI.

Hay países como Estado Unidos, con una Constitución duradera en el tiem-
po, otros que han elaborado múltiples constituciones que han durado muy 
poco, otros poseen constituciones extensas, como la India, y hay también 
países sin constituciones propiamente tales, como Gran Bretaña, Nueva Ze-
landia e Israel. Hay constituciones bellamente escritas, como la italiana, y 
otras tan enrevesadas que es mejor no nombrar.

Pero la historia de esos países ha dependido solo parcialmente de las consti-
tuciones que se dieron o no se dieron.
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Por ello, para que el proceso sea lo más reflexivo posible, es necesario des-
dramatizar el plebiscito de salida, entendiendo que los cambios constitucio-
nales seguirán produciéndose posteriormente, ojalá con gradualidad y pací-
fica estabilidad.

Los convencionales, tengan la seguridad, no habrán oficiado de Padres de la 
Patria.

Es bueno que el gobierno, con humildad y ojalá con claridad, se prepare para 
gobernar con ambos resultados, evitando tanto la euforia como la depresión.
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Columna de opinión | Ernesto Ottone 

Elogio a la duda

Publicado originalmente en el diario La Tercera, 

el 2 de abril de 2022.1

S egún la Real Academia Española, la duda filosófica es la “suspensión 
voluntaria y transitoria del juicio para dar espacio y tiempo al espíri-
tu a fin de que coordine todas sus ideas y todos sus conocimientos”.

La duda alienta el discernimiento y la reflexión por sobre la reacción visce-
ral, atolondrada e impulsiva.

Victoria Camps, la filósofa española nos dice en su libro Elogio de la duda 
que “dudar en la línea de Montaigne es dar un paso atrás, distanciarse de 
uno mismo, no ceder a la espontaneidad del primer impulso. Es una actitud 
reflexiva y prudente (…). La regla del intelecto que busca la respuesta más 
justa en cada caso”.

Hay quienes tienen grandes sospechas de las virtudes de la duda sobre todo 
en política, ellos ven un divorcio entre la duda y la acción que consideran la 
tarea propia del político. Arriscan la nariz frente a ella y creen que está desti-
nada a provocar acciones siempre marcadas por la moderación y la lentitud, 
cuando no lisa y llanamente a la parálisis de la acción.

Prefieren la reacción súbita, instantánea, emotiva, la respuesta contundente, 
clara, aunque sea gruesa y tosca. El planteamiento categórico que se basa en 
decirle “al pan, pan y al vino, vino”, aun cuando no se trate ni de pan ni de vino.

1	 https://www.latercera.com/opinion/noticia/columna-de-ernesto-ottone-elogio-a-la-du-
da/2SYQTIT3IRAZXB3XK2MZLNF22A/
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Cuando era dirigente juvenil, hace añares, en una conversación con un di-
rigente del Partido Comunista de ese tiempo, a quien yo planteaba algunas 
dudas, él me respondió: “compañero, córtela con tanto darle vuelta a las co-
sas, un dirigente está para darle certezas a la gente y no para que anden con 
ideas que le den vueltas en la cabeza”. Fue así como a punta de certezas nos 
fuimos al precipicio.

La duda no significa parálisis de la acción, abre la posibilidad de llevar a 
cabo una acción razonada que no elimina los errores, cosa que no es de este 
mundo, pero que ayuda a reducirlos.

Existen políticos que dudan, como el presidente Ricardo Lagos, a quien no 
se le puede criticar el carecer de carácter y de audacia en tomar decisiones 
nacionales e internacionales. Sin embargo, antes de cada decisión realizaba 
un proceso intelectual de análisis de los pro y los contra, de su efecto a largo 
plazo para el país con el oído abierto a opiniones diversas. Solo después ve-
nía la acción.

Me imagino que al contrario, Vladimir Putin desprecia la duda en política, 
considera inútil la democracia liberal y su afán es el de de recuperar el espacio 
de la Rusia Imperial. El único lenguaje que le hace sentido es la fuerza, la des-
trucción y la muerte. Declaró que Ucrania no existía y luego la invadió. Pero 
la realidad es porfiada, Ucrania tiene una historia antigua y sufrida, está con-
formada por pueblos diversos, de lenguas diversas, ha atravesado grandezas 
y pesares. Kiev fue la cuna de Rusia, a la cual después estuvo sometida, pero 
terminó eligiendo ser, a fines del siglo XX, voluntariamente un Estado Nación. 
Se dio una estructura democrática y contra todo pronóstico, ha resistido he-
roicamente lo que debía ser una ocupación relámpago. ¿Qué les une?, ¿Qué 
les dio esta tremenda fuerza? Por supuesto, su larga existencia histórica, pero 
también el deseo de libertad y democracia, de rechazar el autoritarismo ruso.

¿Es Ucrania una democracia perfecta o tan siquiera exitosa? No mucho si se 
juzga por las cifras, tiene muchos problemas e inequidades, pero los une el 
deseo de libertad y de democracia liberal.
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Mientras ellos mueren defendiendo la democracia liberal muchos en nues-
tra Convención Constitucional parecen considerarla un valor menor. ¿Cómo 
es posible? Quizás lo es porque fue elegida legítimamente en un momento de 
desvarío electoral, como acto purificador de una institucionalidad democrá-
tica que se juzgaba envilecida.

Ello llevó a una sobre representación de independientes, más de nombre que 
de espíritu. Algunos monotemáticos y otros de un identitarismo exacerbado, 
poco inclinados a la reflexión conjunta y a la búsqueda de una constitución 
común, democrática y moderna.

El debate hasta ahora deja poco espacio al pluralismo, reemplaza la duda por 
la convicción doctrinaria que se ciñe a un solo eje discursivo.

Lee la historia de Chile de manera sesgada, donde solo parece haber existido 
dominación, abuso y humillación. Es claro que eso, dolorosamente ha exis-
tido, pero también durante más de doscientos años se fue creando un tejido 
social extremadamente complejo y mestizo que logró un mayor bienestar. 
De todo ello surgió un mestizaje potente, que dio forma a nuestro Estado 
Nación con un valioso sincretismo cultural.

Tuvimos la ventaja histórica de una independencia temprana y la creación 
de un Estado laico, en el cual si bien subsistió el patrimonialismo particula-
rista, al mismo tiempo y de manera superpuesta tuvieron un precoz recono-
cimiento las ideas de la Ilustración.

En Chile persisten pueblos originarios, por cierto, y se les deben reconocer 
sus derechos, sus lenguas, sus costumbres, su valor cultural, su normativi-
dad y sus espacios propios de desarrollo. Pero el proceso de mestizaje ha 
sido enorme, se reforzó con la migración europea y de otras latitudes del 
siglo XIX y XX, y se sigue reforzando con la migración latinoamericana del 
siglo XXI. No hay pueblos puros o enteramente puros en Chile. Nadie puede 
reclamar pureza en este país. ¡Deo gratias!

Por lo tanto me asaltan algunas dudas.



ACSPM  |  PUCV (Editores)

74

Tengo dudas acerca de la plurinacionalidad de Chile, salvo que usemos el 
concepto de nación como un concepto complejo en la teoría y en la práctica 
como una forma literaria. No tengo dudas, sin embargo, de la existencia de 
multiculturalidad y de multietnicidad en este país mestizo.

Tengo dudas acerca de cambios refundacionales o simplemente de la elimi-
nación de instituciones centenarias y su reemplazo por estructuras que no 
aseguran ni el equilibrio ni el balance del poder político y que podrían con-
cluir generando una mayor concentración del poder.

Tengo dudas que un país cuya existencia está marcada desde el principio por 
una fortaleza estatal, que le ha permitido sobrevivir a desastres y peligros, 
se disuelva en la exaltación de autonomías, que nos conviertan en una ma-
jamama de comunidades entreveradas y confusas, que nos debiliten y nos 
arrastren a una lenta decadencia.

Tengo dudas que nuestra economía pueda sobrevivir a rasgos de populismo 
permanente y nacionalismos económicos que obstaculicen el camino que ha 
hecho convertirse a países como los nórdicos en las economías más eficien-
tes y en las sociedades más igualitarias del planeta: la combinación virtuosa 
de la iniciativa privada y la capacidad estratégica del ámbito público.

No resulta aceptable decir que cualquiera constitución será mejor a la que 
existe. Claro que tendría un origen más legítimo que la constitución de los 
cuatro generales, pero esa es una comparación ficticia pues han transcurri-
do 32 años de democracia y se han introducido 257 modificaciones a través 
de 52 leyes de reforma, muchas de ellas sustantivas. Se requiere, por lo tan-
to, elaborar una mejor constitución. Una constitución cualquiera puede ser 
peor para el país.

No vamos por un buen camino, es necesario dudar, reflexionar y darle es-
pacio a los intereses generales para tener una constitución que nos ayude a 
vivir juntos y refuerce ese “nosotros” que Ernest Renan exigía de una nación.
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Columna de opinión | Ernesto Ottone 

¿Qué hay de la semejanza?

Publicado originalmente en el diario La Tercera, 

el 7 de mayo de 2022.1

V ivimos tiempos de elogio a la diversidad, de exaltación de lo distin-
to, por supuesto ello tiene aspectos que son positivos. Solo respe-
tando las diversidades, no discriminándolas ni despreciándolas se 

puede lograr una acumulación civilizatoria que permita a un país convivir 
en democracia y generar niveles de igualdad mínimos, que permitan a cada 
persona, tenga las particularidades que tenga, desarrollar sus capacidades y 
vivir su libertad.

Pero para construir una convivencia democrática se requiere también no 
desconsiderar la otra cara de la moneda, la semejanza que existe entre noso-
tros, nuestra similitud.

Esa semejanza puede ser negada en dos ocasiones; cuando quien domina en 
la sociedad considera al dominado como enteramente diverso y lo discrimi-
na con el corazón ligero porque es un “otro” distinto, por lo tanto, no es su 
semejante. Esa es la primera ocasión.

La segunda se produce cuando el dominado y discriminado se rebela contra 
tal situación, triunfa y considera que el viejo dominador es el “otro”, comple-
tamente distinto y, por lo tanto, le corresponde desaparecer social y física-
mente en el “resumidero de la historia”.

1	 https://www.latercera.com/opinion/noticia/columna-de-ernesto-ottone-que-hay-de-la-se-
mejanza/5JZXQ3N7BVGEXLKFSX2J73WEYY/
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Vale decir, si junto a la diversidad no está siempre la semejanza, la conviven-
cia democrática se hace imposible.

Por muchos años el concepto de “raza” fue el gran diferenciador, asegurando 
una base biológica a quienes eran partidarios de una férrea jerarquía entre 
los seres humanos, esto condujo a la prolongada existencia del esclavismo, 
a feroces guerras y a horrendos crímenes contra la humanidad. Sin embar-
go, dicha base biológica no correspondía a la realidad, sino a una perversa 
ignorancia.

Un referente ineludible en el esclarecimiento de las cosas fue el genetista, 
biólogo y antropólogo italiano Luigi Luca Cavalli-Sforza (1922-2018), notable 
académico e investigador en las universidades italianas de Pavía y Torino, de 
Cambridge y de Stanford, uno de los más grandes estudiosos de la genética 
de la población mundial, quien utilizando un enfoque multidisciplinario, lle-
gó a la conclusión que el concepto de raza no tiene una base científica que lo 
justifique y que el racismo no es más que un prejuicio construido cultural y 
políticamente.

Incluso antes de que se estableciera la secuencia del genoma humano, tema 
en el cual posteriormente trabajó intensamente, Cavalli-Sforza probó que el 
racismo era una actitud mental, no la consecuencia de un dato biológico y 
que, por lo tanto, del polimorfismo genético de las poblaciones humanas no 
se pueden sacar conclusiones sociales ni políticas.

De sus investigaciones se concluye que las diferencias genéticas de la especie 
humana son relativamente pequeñas, en torno al uno por mil. Estas diferen-
cias son por lo demás, superficiales, producto de las diversas adaptaciones, 
de los seres humanos a sus recorridos históricos y geográficos, a factores 
como el climático que influye sobre el color de la piel.

De esa angosta diferencia, el 90% de la diversidad genética de las personas, 
se presentan al interior de un grupo humano y solo el 10% de ellas dice rela-
ción con otros grupos humanos.
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Guste o no guste, para bien o para mal, los humanos somos “estructuralmen-
te”, como tanto gusta decirse en estos días, tremendamente parecidos.

Nuestras diferencias surgen entonces de las construcciones históricas, civi-
lizatorias, de los ritmos de desarrollo; de la complejidad de las sociedades 
en las cuales nacemos, de cómo vivimos, de las lenguas que hablamos y, por 
supuesto, de cómo hélas desaparecemos…

Pero aun así, ellas se atenúan porque la historia de la humanidad se entre-
cruza, se relaciona, guerrea, migra, se internacionaliza y concluye globali-
zándose.

En este gigantesco entrevero, muchas veces injusto, cruel y doloroso, y en 
otras jocundo y creativo, los humanos se mezclan, voluntariamente o a la 
fuerza y terminan mestizándose y entendiéndose. Sus culturas chocan y a 
la vez se sincretizan, sus religiones se combaten y después se acercan y en 
ocasiones se subsumen.

No es de este mundo que las purezas ancestrales se conserven como un todo 
sin fisura. Las culturas y las llamadas cosmovisiones están construidas con 
materiales frágiles y porosos, con antiguos mitos y nuevas invenciones e 
imaginerías que muchas veces son funcionales a intereses muy terrenales 
de quienes las predican.

Chile y sus habitantes recorrieron una historia particularmente mestiza, 
producto de su desarrollo, que se tejió con pueblos originarios y dos domi-
naciones imperiales, la incásica y española, de diversos y más altos niveles 
de desarrollo económico, tecnológico y político, para después pasar a una 
independencia precoz, a comienzo del siglo XIX, que la llevó a construir un 
Estado-Nación, cuya viabilidad no estaba asegurada.

El novel Estado debió elaborarse con materiales muy diversos, recibió mi-
graciones de diversas latitudes, vivió momentos de paz y de guerra, vivió 
más momentos de escasez que de abundancia, generó más concentración 
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que distribución del bienestar. Así se escribió esa historia ríspida que es la 
nuestra.

Su insuficiente población y su particular geografía exigió más unidad que 
autonomías, más unidad que diversidad. Solo en esta etapa de su historia y 
del nivel de desarrollo alcanzado en los últimos decenios, ha podido Chile as-
pirar a mayores niveles de descentralización, mayor capacidad de iniciativa 
de sus regiones y territorios y proyección de su diversidad étnica.

En Chile, más allá del predominio abrumador del mestizaje, existen pueblos 
originarios, alguno relevante en número y vitalidad, otros casi simbólicos y 
de tenue existencia, que poseen diversidades étnicas y culturales que desean 
con razón preservar.

Ellos deben poseer un espacio de apoyo, reconocimiento, protagonismo te-
rritorial, mantención de sus costumbres y resarcimientos frente a abusos 
pasados y presentes.

Ello, sin embargo, no transforma a Chile en un país plurinacional.

Aunque, como sabemos, el concepto de nación es muy complejo y se define 
de manera diferente según las tradiciones teóricas, incluso las concepciones 
más laxas, exigen el concepto de una comunidad políticamente estructurada 
en el tiempo además de su base étnico cultural.

Una realidad así en nuestro país no existe, como si ocurre en países que son 
bi o plurinacionales.

Alguien podría pensar que para evitar la discusión podría aceptarse el concep-
to de plurinacional como un recurso retórico, sin mayor contenido práctico.

Pero eso no aparece así en el debate constitucional. De esa definición se 
desprenden consecuencias de exacerbación autonómica de territorios, de 
choques incluso violentos de legitimidades contrapuestas, de contradiccio-
nes jurídicas que generarán una larga inestabilidad y un debilitamiento de 
diversas instituciones del Estado-Nación chileno.
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No es así que se logrará el equilibrio semejanza-diversidad en el país y se 
podrá construir una relación igualitaria, respetuosa y de futuro compartido 
entre el gran mestizaje y los pueblos originarios en el seno de la nación chile-
na y en términos estatales, en un Estado-Nación chileno basado en una voca-
ción social, el ejercicio de las libertades individuales, el respeto de los dere-
chos humanos y la convivencia democrática de quienes habitan su territorio.
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Columna de opinión | Luis Riveros

Apruebo o Rechazo 

Publicado originalmente en Diario Estrategia, 

el 1 de junio de 2022. 

L a desinformación va de la mano con una mala información, distor-
sionando la toma de decisiones correctas. Esto es un principio que se 
mantiene en vistas a decisiones de todo tipo, las cuales se ven a veces 

enturbiadas por afirmaciones como “no lo sabía”, “no lo había entendido 
así” o el más popular entre chilenos: “me dijeron otra cosa”. Esto es un tema 
relevante en cuanto a las opciones de políticas pública o decisiones funda-
mentales convocadas para orientar medidas o acuerdos a nivel de país. El 
referéndum que se aproxima, acerca del proyecto de Constitución que entre-
gará la Convención Constitucional, es un caso relevante y trascendente del 
pronunciamiento ciudadano respecto de lo que se estima debe ser la carta 
fundamental que nos rija por los próximos años y décadas. La adopción de 
una correcta decisión, como ha sido reiteradamente destacado, depende de 
la información que reciba la ciudadanía respecto de los contenidos e impli-
cancias de los textos que se propongan. Cosa difícil de lograr cabalmente en 
un país como el nuestro en que más de la mitad de la población responde a 
la definición de analfabetismo funcional, es decir saber leer y escribir pero 
sin comprensión de los textos sometidos a examen. Aquí el tema de la infor-
mación es aún más vital, y la misma puede diseñarse de muchas maneras, 
adquirir excelentes diseños gráficos y desarrollar atractivos mensajes. Pero 
nada de eso sustituirá la capacidad comprensora y lectora de la población a 
que se someta la decisión en cuestión. El resultado de la consulta en ciernes 
estará dominado por la apreciación subjetiva y dependiente de los mensajes 
publicitarios que, en muchos casos, determinarán los resultados. La auto-
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ridad debe exigir transparencia en lo que se transmita y en la información 
que se haga llegar al ciudadano medio para orientar su decisión respecto del 
texto que se propone.

Las opciones que se presentan a la ciudadanía respecto del borrador de 
nueva Constitución son simplemente dos: Apruebo y Rechazo. Esto conlle-
va una decisión irrefutable que cada cual elegirá como opción dependiendo 
de la información y de su criterio evaluativo. No hay otra opción posible en 
el marco de lo acordado y vastamente difundido a través de los correspon-
dientes acuerdos políticos. Sin embargo, últimamente han surgido dos in-
terpretaciones que distorsionan severamente esta opción que se presenta 
ante la ciudadanía. Por un lado hay sectores políticos que han comenzado a 
hablar de una “tercera vía”, entendiendo por tal una opción no presente ante 
la ciudadanía y que consistiría en un método o procedimiento para actuar en 
caso de que triunfe la opción rechazo. Como se ha entendido, esta propuesta 
no reconoce que debe volverse en tal evento a la Constitución que nos rige 
actualmente (la del año 2005 ciertamente) sino que se generaría un nuevo 
proceso de estudio y redacción, lo que daría lugar a seguir extendiendo este 
problema y a crear un vacío que el país no puede ya soportar en términos de 
la incertidumbre en todo plano que existe. Lo que es claro es que si se recha-
za el borrador propuesto por la Convención Constitucional, será el propio 
Parlamento chileno el que acometa la tarea de introducir las reformas que se 
estimen menester para enfrentar el futuro.

Una segunda propuesta distorsionadora consiste en comunicarle a la pobla-
ción que las opciones que enfrenta son en realidad tres: Apruebo, No Aprue-
bo y Rechazo. En extremo desorientadora, esta fórmula desconoce los acuer-
dos que están vigentes y las opciones perfectamente delineadas: Apruebo 
o Rechazo. Cuando se comunica a la ciudadanía que existen tres opciones, 
y no dos, se trata de una forma de desorientar y mal comunicar que puede 
llevar a hacer discutible los resultados que se verifiquen.

Lo que decida el país es vital para el futuro de las próximas décadas en todo 
plano: económico, político y social. La información es vital para adoptar una 
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decisión consecuente como país, y ello debe ser un aspecto que la autoridad 
debe cuidar en forma comprometida. Alejada de pronunciamiento a favor o 
en contra, la autoridad debe ser el garante de una consulta cuyos resultados 
efectivamente reflejen los sentimientos y anhelos de la población, más allá 
de los slogans y refranes que empiezan a inundar nuestro medio.
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Columna de opinión | Luis Riveros

Un plagio deletéreo 

Publicado originalmente en Diario Estrategia, 

el 29 de junio de 20221. 

E l Dr. Lautaro Ríos Álvarez, profesor emérito de la Universidad de 
Valparaíso y distinguido constitucionalista, denunció un hecho de la 
mayor gravedad para la República. Fruto de su investigación sobre 

textos comparados, descubrió que el proyecto de nueva Constitución prepa-
rado por la Convención Constitucional, “...cuyo texto pasó a la Comisión de 
Armonización de la Nueva Constitución, no era más que una copia imitativa 
de la nueva Constitución de Bolivia”. En esa línea, entregó al Diario Constitu-
cional “un estudio demostrativo de este plagio vergonzoso, que no se condice 
con la tradicional madurez política del pueblo chileno ni con una reforma 
destinada a orientar nuestro futuro desarrollo”. Agrega que “El proyecto en 
A̒rmonizaciónʼ no es más que una copia servil de la Constitución Bolivia-
na de 2009, que talvez sea apta para el pueblo boliviano que la aprobó, pero 
que resulta una vergüenza para el pueblo chileno”. El denuncio formulado 
reviste la mayor gravedad y, efectivamente, se constituye en una vergüenza 
nacional que va más allá del debate sobre el apruebo o rechazo del texto, el 
cual ha ocupado el sitial más destacado en la política nacional.

Las primeras reacciones conocidas se han orientado a descalificar la opinión 
formulada por el profesor Ríos. Difícil aceptar las críticas sobre su persona, 
al tratarse de un académico de reconocida trayectoria y que fue además fé-
rreo detractor del gobierno militar. Los calificativos que intentan denostar 

1	 http://www.diarioestrategia.cl/texto-diario/mostrar/3809323/plagio-deletereo
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su persona no aplican y se suman a la vergüenza del plagio que se denuncia. 
No se conocen explicaciones formales sobre el tema ni ningún mea culpa 
por parte del órgano encargado de la redacción del borrador constitucional, 
organizado y financiado para abordar esa tarea. Ha existido, simplemente, 
un silencio generalizado sobre un tema que es de la mayor gravedad y que 
se constituye en un verdadero bochorno que podría marcar el más negativo 
hecho histórico en torno al documento que debiera regir la vida nacional 
por las próximas décadas. El verdadero fracaso para el país que envolvería el 
reconocimiento de tal hecho, no puede desligarse del prolongado tiempo y 
significativos recursos que significó el trabajo de la Convención Constitucio-
nal, que se podría ahora resumir como un plagio indigno.

Este plagio explicaría algunas normas que trae el proyecto o borrador que 
reemplazaría nuestra actual Constitución de 2005 y que han revestido deba-
te sobre su discutible aplicabilidad al caso chileno. Sobre todo en aspectos 
como el Estado Plurinacional, el cual hace mucho sentido en un país como 
Bolivia que cuenta con una alta proporción de pueblos originarios, pero que 
hace poco sentido en un país como Chile donde la población indígena es 
efectivamente muy reducida proporcionalmente. También la copia del texto 
Boliviano explica la postulada separación que se introduce entre población 
indígena y no indígena, estableciendo una verdadera segregación en des-
medro de la segunda, incluyendo un derecho a veto que se establece sobre 
cualquier iniciativa legal o administrativa que afecte a la población descen-
diente de pueblos originarios. Muchas veces se escuchó que eran los traba-
jos de García Linera, los que habían ejercido gran influencia ideológica en 
un sector importante de la Convención Constitucional. Ahora sabemos que 
la influencia de la Constitución boliviana fue más simple y directa al repli-
carse textualmente muchos de sus preceptos. Sobre esto, el país necesita 
una explicación clara y contundente por parte de las directivas de la CC y 
de sus miembros y distintas bancadas. ¿Cómo es posible que se procediera 
de este modo?
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Se ha dicho muchas veces: la Constitución es el armazón jurídico fundamen-
tal que tiene un país, y se constituye en una norma con permanencia a través 
de generaciones. No es posible ni aceptable que tal fundamental documento 
para la vida futura del país, sea una simple copia de otro que obedece a una 
realidad muy distinta, y que habría sido simplemente plagiado con inconfe-
sables propósitos. Es indudable que más allá del debate sobre los contenidos 
del proyecto Constitucional, es fundamental urgente y decisivo, que se acla-
re ante el país el acto constitutivo de una tan seria falta que compromete el 
honor nacional.
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Columna de opinión | Pedro Gandolfo

Perorata de un escéptico
“Mi esperanza —no fe— radica en el proceso mismo, no en 

sus resultados”.

Publicado originalmente en el diario El Mercurio, 

el 2 de abril de 20221. 

U no de los tópicos más recurridos por la política de izquierdas y de 
derechas ha sido el tema del cambio, de promover desde el Estado 
que se va a gobernar una transformación social profunda. En la de-

liberación que lleva a cabo la Convención Constitucional, el dilema entre lo 
que hay que transformar o conservar concurre en todos los conflictos. Tanto 
los que promueven las transformaciones como los que las rechazan coinci-
den —a pesar de sus airadas diferencias— en su confianza en que desde la po-
lítica y través del derecho —y, sobre todo, por medio de una Constitución— se 
pueden realizar cambios sociales renovadores. A cada rato oigo que Chile se 
enfrentaría a un momento “histórico”, que esta generación —para qué decir 
los constituyentes mismos y los gobernantes— va a imprimir un giro decisivo 
en la evolución de la sociedad. Seremos recordados, nuestros nombres que-
darán grabados en granito. Los detractores, aterrorizados, piensan lo mis-
mo; mientras aquellos se llenan de júbilo, estos tiemblan ante el porvenir 
que se acerca irremediablemente.

No sé cuál será el color de los escépticos, pero no puedo sino manifestar 
mis dudas dudosas sobre esta ilusa convicción de controlar los resortes para 

1	 https://www.elmercurio.com/blogs/2022/04/02/96856/perorata-de-un-esceptico.aspx
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imprimir cambios sociales, atarlos y dirigirlos. Fluimos como podemos. Des-
confío de los proyectos y confío en los imponderables.

Miro hacia atrás y pienso que los grandes cambios sociales y culturales que 
hemos experimentado como sociedad en las últimas décadas —piense en 
las nuevas formas de comunicarnos e informarnos— han sido inesperados 
y provienen de otra parte. Nadie los predijo ni diseñó en Chile. Los adopta-
mos, los tomamos prestados o nos apropiamos de ellos, quizás de un cierto 
modo impreciso, como se sube a una cabalgadura que galopa, por lo que 
sería insensato no dejar de reconocer que nuestra cultura, como dijo un es-
pañol (respecto de la de España), es una cultura de acarreo. El derecho lo 
percibo, a pesar de sus entusiastas cultivadores, como un fenómeno más 
bien adaptativo que innovador.

Nada de lo que se discute en la Convención Constitucional, sea de un lado 
o del otro, es “originario”. Todos los contenidos e instituciones que se pro-
ponen son trasplantes. No existe, para decirlo de algún modo, un derecho 
constitucional chileno sino en la medida en que se acepte que la capacidad 
de mescolanza y plagio discreto definen la identidad nacional.

Me asombran las certezas casi ingenuas de ciertas élites. Mi esperanza —no 
fe— radica en el proceso mismo, no en sus resultados. Es bueno deliberar —
duda y deliberación son hermanos siameses— y me gustaría —al contrario de 
la impaciencia de sus protagonistas por terminar— que se extendiera y am-
pliara, permitiendo a la ciudadanía ahora, que es el momento justo, poner 
en cuestión aquellas certezas.
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Columna de opinión | Pedro Gandolfo

Renacer de los nacionalismos
”Ningún pueblo es de suyo una nación”.

Publicado originalmente en el diario El Mercurio, 

el 19 de marzo de 20221. 

L a idea de “nación” es considerada, casi consensuadamente, dentro 
del pensamiento político contemporáneo, como una construcción so-
ciopolítica. Las naciones no nacen, sino que se crean, es decir, son con-

secuencia de procesos políticos que conducen a que determinados pueblos o 
comunidades pasen a ser considerados eso que se llama una “nación”. No 
existen, pues, naciones que existan ahí desde siempre antes del surgimiento 
de los Estados. Son, como indicó un autor, “una comunidad imaginada” o, 
como indicó otro, “una ficción útil”. A diferencia del siglo XIX, hoy no se de-
libera acerca de qué es una nación (existen cientos de definiciones), sino que 
se investiga el proceso de construcción político-social de una cierta nación.

En la Convención Constitucional se postula declarar a Chile como un “Esta-
do Plurinacional”, dentro de la necesaria búsqueda de configurar un nuevo 
modelo de Estado que dé cuenta y garantice de modo efectivo la diversidad 
cultural y el respeto a los derechos de las poblaciones indígenas. Esta pro-
puesta ha generado un intempestivo e inesperado doble renacer de los na-
cionalismos.

De un lado, desde el Estado-nación ha renacido un nacionalismo “histórico” 
que reivindica el modelo de nación único construido en Chile durante la se-

1	 https://www.elmercurio.com/blogs/2022/03/18/96480/renacer-de-los-nacionalismos.aspx
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gunda mitad del siglo XIX. Del otro, desde los pueblos indígenas se reivindi-
ca que se les considere a ellos mismos como naciones y, en consecuencia, se 
los integre igualitariamente dentro del Estado.

Lo que me interesa subrayar es que esta última reivindicación implica tam-
bién adoptar una decisión política que les otorgue a esos pueblos ese carác-
ter, porque, reitero, ningún pueblo es de suyo una nación. Esta reivindica-
ción, esta voluntad de ser una nación, ¿ha sido consultada a cada pueblo? ¿Es 
conveniente que ese proceso se verifique en una institución del Estado-na-
ción en la que los pueblos indígenas solo disponen de 17 representantes? Me 
interesa esa mirada hacia adentro. ¿La utilidad de esta importante conver-
sión política ha sido suficientemente argumentada o pasa más bien como 
algo falsamente natural?

Sea una nación o sean muchas, la crítica es la misma: la utilidad principal 
de este concepto instrumental ha sido y es la disolución de las diferencias 
culturales internas —los disensos— para crear entre los individuos un sen-
tido de pertenencia común a esta entelequia metafísico-política. Existe una 
tensión fuerte, pues, entre la idea de nación y la diversidad cultural, local y 
territorial al interior del pueblo que es construido como tal. Así pasó en Chile 
en el siglo XIX, en Italia o Alemania a fines de ese mismo siglo, y así pasará 
con los pueblos indígenas chilenos si son ceñidos a esta categoría. Su riqueza 
interna cultural y política, los distintos modos de ser de esos pueblos, se irán 
evaporando por la dinámica misma de la idea nacional.
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Columna de opinión | Hernán Corral

Propiedad constitucional 
deprimida
Hasta la Constitución de Venezuela es más favorable al 

expropiado.

Publicado originalmente en el diario El Mercurio, 

el 16 de febrero de 20221. 

A fines de los 70, nuestro profesor de derecho constitucional nos decía 
que al votarse unánimemente la reforma constitucional que naciona-
lizó el cobre y que ordenó restar a la indemnización “utilidades exce-

sivas”, vio que Chile se iba por el despeñadero. Los juicios internacionales y 
embargos no se hicieron esperar y tuvo que ser la junta del gobierno militar 
la que llegara a acuerdos con las empresas estadounidenses. El costo inmenso 
que tuvo para Chile lo comentó el profesor de la PUC Gustavo Lagos en una 
columna en este medio. Y ahora lo que se propone es nacionalizar no solo el 
cobre y las empresas que lo explotan, sino minerales como el oro, la plata, 
el litio y otros recursos “estratégicos”. Esto puede ser desastroso para el país.

Pero lo que más inquieta es la forma en que se está consagrando el derecho de 
propiedad, que en todo queda entregado a la ley, es decir, a mayorías simples 
de la Cámara, ya que no habrá Senado y se restringirá el veto presidencial.

La norma aprobada en general por la comisión de Derechos Fundamenta-
les señala que “la Constitución asegura a todas las personas el derecho de 

1	 https://www.elmercurio.com/blogs/2022/02/16/95665/propiedad-constitucional-deprimida.aspx
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propiedad en todas sus especies y sobre toda clase de bienes. Los bienes in-
corporales solo estarán amparados por este derecho cuando lo determine 
expresamente la ley”. Se agrega que “corresponderá a la ley determinar el 
modo de adquirir la propiedad, su contenido, sus límites y los deberes que 
emanan de ella; conforme a su función social y ecológica”. Más preocupante 
es lo que se dispone para la expropiación: “nadie puede ser privado de su 
propiedad sino en virtud de una ley que autorice la expropiación por una 
causa de utilidad pública o interés general. Esta ley determinará también el 
justo monto del pago, su forma y oportunidad; y deberá considerar tanto el 
interés público como el del titular. La persona propietaria podrá reclamar de 
la legalidad del acto expropiatorio ante los tribunales que determine la ley”.

Esto es un retroceso respecto de las garantías que establece para la propie-
dad la vigente Constitución, que tuvo en cuenta los abusos de la reforma 
agraria, en que los fundos expropiados se pagaban en cuotas a largos años y 
en bonos del Estado no reajustables, así como las expropiaciones de bancos 
y de empresas y predios del gobierno de la Unidad Popular.

Sorprende que la propiedad de los bienes incorporales sea remitida a la ley. 
Desde el Código Civil (1855) se reconoce que sobre las cosas incorporales, 
esto es, sobre los derechos, existe propiedad, y el “en sus diversas especies” 
de la Constitución de 1925 sirvió para incluir los bienes incorporales. La in-
tangibilidad de los contratos y de los derechos de ahorrantes, inversionistas 
y titulares de acciones y bonos, podrá vulnerarse por una ley que desconozca 
su propiedad.

Se indica que será la ley la que determine el “justo monto del pago, su forma 
y oportunidad” de la indemnización. Se garantiza al dueño a reclamar de la 
legalidad del acto expropiatorio, mas, siendo la ley la que fija la indemniza-
ción y cómo será pagada, ¿cuál sería la ilegalidad de que podría reclamarse? 
Se ha dicho que la norma se inspira en la Constitución alemana, pero esta 
deja claro que “en caso de discrepancia sobre el monto de la indemnización 
quedará abierta la vía judicial ante los tribunales ordinarios”. Hasta la Cons-
titución de Venezuela es más favorable al expropiado: “Solo por causa de 
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utilidad pública o interés social, mediante sentencia firme y pago oportuno 
de justa indemnización, podrá ser declarada la expropiación de cualquier 
clase de bienes”.

De proseguir así, estas normas aprobadas en comisiones serán rechazadas 
por el pleno al no alcanzar los 2/3. Y si logran aprobarse —dada la prevalen-
cia de convencionales que abominan del neoliberalismo—, la nueva Cons-
titución, previo triunfo del apruebo en el plebiscito, introducirá a Chile en 
la senda de la izquierda refundacional y estatista que ha arruinado a tantos 
países latinoamericanos como Argentina, Venezuela, Ecuador y Bolivia, sin 
contar con la trágica situación que Cuba arrastra por décadas gracias a un 
sistema de propiedad colectiva que asfixia toda iniciativa privada.
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Columna de opinión | Hernán Corral

Vida y aborto en la Constitución
“¿No es el concebido al menos un ser sintiente que debe 

estar libre de tratos crueles? ¿Será el feto humano menos 

valioso que un animal?”.

Publicado originalmente en el diario El Mercurio, 

el 16 de marzo de 20221. 

E l pleno de la Convención Constitucional ha aprobado por más de dos 
tercios varios artículos sobre derechos fundamentales, entre ellos el 
derecho a la vida: “Toda persona tiene derecho a la vida. Ninguna per-

sona podrá ser condenada a muerte ni ejecutada”. Vemos que desaparece la 
regla actual de que “la ley protege la vida del que está por nacer”.

No contentos con ello, los convencionales aprobaron otra norma para consa-
grar los derechos sexuales y reproductivos. Se incluye en ellos “el derecho a 
decidir de forma libre, autónoma e informada sobre el propio cuerpo, sobre 
el ejercicio de la sexualidad, la reproducción, el placer y la anticoncepción”. 
No vemos cómo se puede garantizar la decisión libre sobre el placer o la an-
ticoncepción.

Lo más inquietante viene en el párrafo siguiente: se dispone que el Estado 
garantiza el ejercicio de dichos derechos sin discriminación, con enfoque de 
género, así como el acceso a la información, educación, salud, y a los servi-
cios y prestaciones requeridos para ello, “asegurando a todas las mujeres y 
personas con capacidad de gestar, las condiciones para... una interrupción 

1	 https://www.elmercurio.com/blogs/2022/03/16/96424/vida-aborto-y-la-constitucion.aspx
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voluntaria del embarazo...”. Se agrega que se “garantiza su ejercicio libre de 
violencias y de interferencias por parte de terceros, ya sean individuos o ins-
tituciones”.

Ya es curioso que se hable de mujeres y personas con capacidad de gestar, 
aunque lo más grave es que se haya aprobado que el Estado debe asegurar la 
interrupción voluntaria del embarazo en cualquier momento y libre de in-
terferencias de terceros, lo que denota que no se podrá oponer ni siquiera 
objeción de conciencia.

Se ha dicho que el aborto será limitado por la ley, pero, dado el tenor impera-
tivo de la norma, no puede sino concluirse que estamos ante la consagración 
constitucional del aborto sin causales y durante todo el embarazo. Tendría-
mos la única Constitución en el mundo que desconoce tan radicalmente la 
vida humana prenatal.

Se trata de un precepto totalitario que contradice otras normas y principios 
aprobados en la misma sesión plenaria. Por ejemplo, que “los derechos fun-
damentales son universales, inalienables, indivisibles e interdependientes 
entre sí”, que Chile “es una República democrática, solidaria y paritaria que 
reconoce como valores... la igualdad sustantiva de los seres humanos”, y que 
el genocidio será imprescriptible y no amnistiable. ¿No son los niños y niñas 
en gestación seres humanos con igualdad sustantiva, derecho a la vida y a no 
ser exterminados por un genocidio in utero? Se habla mucho de la protección 
y derechos de los animales y de la naturaleza, pero ¿no es acaso el concebido 
al menos un ser sintiente que debe estar libre de tratos crueles? ¿Será el feto 
humano menos valioso que un animal?

El movimiento feminista ha hecho del aborto una falsa causa de emancipa-
ción de la mujer. Lo cierto es que el derecho a abortar no es más que una sibi-
lina discriminación de una sociedad machista, porque deja sola a la madre y 
no la ayuda en su maternidad. Si ella decide tener el hijo, después se le dirá: ¿y 
por qué no abortaste? Durante un embarazo no deseado, la mujer será objeto 
de todo tipo de presiones para que elimine al hijo o hija que gesta. La sanción 
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penal puede ser una defensa para que no incurra en esta conducta terrible y 
desgarradora que le causará un trauma que la acompañará de por vida, quie-
ra o no reconocerlo.

Nadie recuerda que uno de los límites de la Convención es respetar los tra-
tados vigentes. Aquí no se está respetando ni la Convención de Derechos del 
Niño, que dice que niño es todo ser humano menor de dieciocho años con un 
derecho intrínseco a la vida, ni la Convención Americana de Derechos Huma-
nos, que dispone que “toda persona tiene derecho a que se respete su vida” 
y que “este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del mo-
mento de la concepción”.

Si esta norma se mantiene —de hecho, ayer fue aprobada en particular—, mu-
chas personas, incluidas mujeres que aprecian la vida de sus hijos en gesta-
ción —que son la inmensa mayoría, si bien silenciosa—, no podrán aprobar 
un texto constitucional como este porque se sentirán cómplices de los miles 
de minihomicidios y minifemicidios que se practicarán bajo su amparo.
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Columna de opinión | Hernán Corral

Reelección del Presidente 
y democracia fallida
La democracia chilena se pondrá en serio riesgo si termina 

aprobándose la reelección del Presidente.

Publicado originalmente en el diario El Mercurio, 

el 27 de abril de 2022.1. 

S e ha discutido mucho sobre el sistema político que se propondrá en 
la nueva Constitución: presidencialismo atenuado, supresión del Se-
nado, bicameralismo asimétrico, pero ha pasado desapercibida la 

aprobación que diera el pleno de la Convención al período presidencial y 
a la reelección del Presidente. La norma aprobada dice: “La o el Presidente 
durará cuatro años en el ejercicio de sus funciones, tras los cuales podrá ser 
reelegido, de forma inmediata o posterior, solo una vez”.

Esta posibilidad de ser reelegido ha permitido a autócratas latinoamericanos 
y de otras latitudes, como Putin y Erdogan, dar apariencia democrática a su 
perpetuación en el poder.

La Constitución de Venezuela permitió, primero a Chávez y luego a Maduro, 
su reelección sin límites, con el agravante de que cada período es de seis años.

Evo Morales, al aprobar una nueva Constitución para Bolivia, interpretó que 
estaba en su primer período y fue reelegido haciendo uso de la norma que 

1	 https://www.elmercurio.com/blogs/2022/04/27/97553/reeleccion-presidencial-y-democracia-fa-
llida.aspx
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dispone que puede ser reelecto por una vez. Esto le permitió a Morales go-
bernar desde el 2005 al 2019. Al terminar su último período, promovió un 
referéndum para reformar la Constitución que le permitiera ir a un nuevo 
período presidencial, pero habiéndolo perdido, su partido político, el Movi-
miento Al Socialismo, presentó ante el Tribunal Constitucional Plurinacio-
nal un recurso contra la norma de la Constitución que limitaba la reelección. 
El Tribunal decretó que era un derecho humano ser candidato presidencial. 
En las elecciones de 2019, se produjeron sospechas por el resultado de la 
elección y, tras protestas violentas, Morales se vio obligado a renunciar y 
tuvo que exiliarse. Le sucedió Jeanine Áñez, pero en las elecciones de 2020 
fue derrotada por Luis Arce, quien permitió el regreso de Morales y este aho-
ra es el poder en las sombras, mientras Áñez permanece privada de libertad, 
acusada de sedición.

En 2008, Ecuador aprobó una nueva Constitución que establecía la reelec-
ción indefinida, y esto permitió a Rafael Correa ejercer el mando por más 
de diez años: de 2006 a 2017, y luego dejó en la presidencia a su exministro 
Lenín Moreno, aunque más tarde fue condenado por soborno y permanece 
en el exilio. Una reforma constitucional de 2018 permitió la reelección por 
una sola vez.

En Nicaragua, la Constitución, al no tener límite para la reelección, le ha 
permitido a Daniel Ortega ser constantemente reelegido desde que ganó las 
elecciones de 2006. La última elección fue especialmente espuria, ya que en-
carceló a sus posibles oponentes.

Todos estos países tienen un desarrollo económico frustrado por el populis-
mo de sus líderes, y no son democracias auténticas, sino cosméticas.

Por ello no debe permitirse que el Presidente de la República de Chile se ree-
lija y menos que concurra a las elecciones en ejercicio de su cargo. Ya hemos 
pasado por un período de 16 años en que se han turnado en la presidencia 
Michelle Bachelet y Sebastián Piñera, lo que ha contribuido al desprestigio 
de la política y ha impedido que surjan nuevos líderes.
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Por ello hay que cuidar al Presidente Boric y a las nuevas generaciones de 
jóvenes políticos. Ya es grave tentarlo para que se presente a una reelección; 
pero mucho peor es que se le permita presentarse como candidato a la elec-
ción presidencial que se realice después de aprobarse la nueva Constitución, 
contando ese como su primer período.

La democracia chilena se pondrá en serio riesgo si termina aprobándose la 
reelección del Presidente no solo inmediatamente, sino también pasado el 
período presidencial de otra persona, y esto sin contar que, con los bajos 
quorum, no se pueda reformar la Constitución y establecer el derecho a dos 
o más reelecciones.

Esto ya ha comenzado a discutirse y al parecer por una norma transitoria se 
impedirá que Gabriel Boric sea candidato en esa elección. Pero no es seguro 
que ella llegue a aprobarse, ya que en la Convención predominan los conglo-
merados de izquierda refundacional, que una vez que han llegado al poder 
es difícil que lo dejen y no conviertan a Chile en otro país con democracia 
fallida.
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Columna de opinión | Eugenio Tironi

Aprendizajes de un cocinero 
amateur 

Publicado originalmente en El Mercurio 

el 24 de mayo de 2022.

N o soy buen cocinero. Pero lo hago. A veces por necesidad, pero la 
mayoría de las veces simplemente porque me agrada. Me gusta pla-
near, que siempre es lo mejor de todo proyecto. Decidir qué voy a 

preparar, hojear recetas, reunir los ingredientes o sus sustitutos, definir la 
secuencia, estimar el tiempo. Me gusta ocupar lo que encuentro en el refri-
gerador y la despensa, especialmente si lleva mucho tiempo y se acerca a su 
caducidad: me hace sentir que con esto ayudo mínimamente a preservar la 
vida. Me gusta seguir una receta que me guíe. Los límites, he aprendido, des-
tacan el gusto. Me gusta, no obstante, incorporar dosis de creatividad. Intro-
duzco ingredientes nuevos o locales, si se trata de una receta internacional, 
con la aspiración de alcanzar un sabor propio. Me gusta mucho el aspecto 
manual del cocinar: trozar, picar, acopiar, adobar, freír, hervir, juntar. Y me 
gusta, ciertamente, sorprender a los comensales con una comida que se vea 
bella a la vez que apetitosa, y ver que la aprueban.

En mi derrotero registro muchas situaciones bochornosas. De ellas he tratado 
de sacar lecciones. Inicialmente, por ejemplo, rechazaba de plano seguir una 
receta. Someterme a una fórmula, pensaba, uniformiza y mata la originalidad. 
La experiencia, sin embargo, me enseñó que la creatividad no está en la des-
mesura, sino en aquello que solo se percibe ambiguamente, bajo la forma de 
destellos cuya fuente no se alcanza a identificar. De aquí obtuve una primera 
lección: para dotar de identidad a la comida no se precisa olvidarse de las rece-
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tas; basta con transgredir sutilmente los límites que estas imponen —que res-
ponden a un largo conocimiento acumulado— sumándoles sutilmente otros 
ingredientes, modificando delicadamente su equilibrio o variando levemente 
la cocción. En la cocina, aprendí, el exceso de innovación es mero egotismo.

Decía que valoro ocupar los ingredientes que tengo a mano. Esto, sin embargo, 
ha sido la fuente de mis mayores bochornos. Me ha sucedido a menudo que, 
cuando he conseguido un ingrediente muy valioso y de gusto muy agradable 
(digamos, por ejemplo, cierto tipo de hongos), no resisto la tentación y los 
agrego a tontas y a locas. El resultado a veces es incomible. De esta experiencia 
he sacado una segunda lección: los mejores ingredientes pueden malograrse y 
producir un resultado indigerible si no están debidamente dosificados.

Me ocurre a veces que exagero en cantidad y variedad. Esto obedece a dos 
factores: a que me embalo con el proceso (ya que estoy en esto, me digo, por 
qué no agregar más o adicionar esto otro), y al afán desmedido de provo-
car sorpresa y satisfacción en los comensales. El resultado es muchas veces 
desastroso, pues termina en un engendro donde no se distinguen ni apre-
cian sus componentes. De aquí nace mi tercera lección: el exceso provoca 
rechazo en lugar de atracción; o para usar una fórmula kitsch, en materia de 
comida lo menos es más.

Originalmente pensaba que bastaba el buen sabor para que un plato fuera 
apreciado. He aprendido que no es así. El tipo de plato en que se sirve, la com-
binación de colores y la distribución de los componentes son fundamentales. 
La comida —otra fórmula kitsch— entra por los ojos. Es mi cuarta lección.

Perdonen lo prosaico, pero cuando después de arduo trabajo la Convención 
se prepara para ofrecer su propuesta al juicio de la ciudadanía, solo atino 
a pensar en mis aprendizajes como cocinero amateur. Los convencionales, 
me imagino, estarán tan nerviosos como cuando me llega la hora de servir: 
eligiendo, descartando, equilibrando, armonizando, embelleciendo, con el 
estómago apretado de no saber si lo que he preparado con tanto cariño será 
recibido con una aprobación o un rechazo.
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Columna de opinión | Eugenio Tironi

“Constitucionalitis” 

Publicado originalmente en El Mercurio 

el 29 de marzo de 2022.

C on la misma devoción con la que años atrás debatíamos sobre las 
leyes de la economía, de cuyo desempeño parecía depender nuestro 
destino, hoy seguimos el debate sobre la nueva Constitución. Cada 

artículo o inciso, cada votación de comisiones o del pleno, cada palabra o 
gesto: todo es objeto de aplausos o abucheos, como si fuera la puerta del pa-
raíso o del infierno. Dudo que en otras latitudes un proceso semejante haya 
sido rodeado de tanta expectativa.

¿A qué se debe semejante atención? Pienso que a una tradición antigua, que 
cruza a derecha e izquierda, conservadores y revolucionarios; una tradición 
según la cual la suerte del país y de las personas depende críticamente de las 
normas, en especial de índole constitucional. Lo bebimos en nuestras prime-
ras clases de historia: Chile es lo que es, un país unido, que ha vivido grue-
samente en paz y democracia, que amplió significativamente su territorio en 
base a campañas militares exitosas, gracias a que dispuso desde muy tempra-
no un marco institucional, un Estado “en forma”. Lo vimos en 1973, con un 
golpe de Estado que se justificó en la defensa de la Constitución de 1925 y una 
dictadura que, si bien la anuló, se dio de inmediato normas jurídicas que justi-
ficaban el uso de la fuerza e inició un proceso sui generis de redacción de una 
nueva Carta Fundamental que desembocó en el plebiscito de 1980. Ya en de-
mocracia, se observó en la obstinada resistencia de la derecha en cambiar una 
coma del marco constitucional, creyendo que ello traería consigo el derrum-
be de “el modelo”; y del otro lado, en el empeño obsesivo de la izquierda de 
emanciparse de la “Constitución de Pinochet”, a la cual se le achacó la fuente 
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de todos los malestares. Lo observamos también, más recientemente, cuando 
en respuesta a un estallido social que tuvo causas múltiples difíciles de pesqui-
sar, la clase política concordó transversalmente que la solución estaba —cómo 
no— en la redacción de una nueva Constitución.

El hechizo por la norma tiene entonces larga data y cubre todo el espectro 
político. Conservadores, que imputan a la cultura y la tradición la fuente de las 
costumbres y la continuidad, no se inmutaron en apoyar una Constitución re-
volucionaria como la del 80, ni sostenerla luego como garante supremo del or-
den; lo mismo neoliberales, que sostienen que el mismo no descansa en textos 
o declaraciones, sino en la mano invisible del mercado. Del otro lado, marxis-
tas ortodoxos, para quienes el marco institucional es una mera expresión de 
la infraestructura económica, ahora defienden el diseño constitucional como 
partero de la historia y la sociedad nueva; lo mismo gramscianos, que se supo-
ne para tal fin confiaban más en la acción política y en la hegemonía cultural.

Que la norma es importante no hay duda; pero por sí sola no genera ni detiene 
los cambios, ni une ni proyecta a un país, una pareja, una familia, una iglesia 
o una empresa. Si así fuera, todo sería más simple: si el país va mal, cambiar 
la Constitución; si el amor de la pareja o la familia se desgastan, cambiar el 
contrato matrimonial; si los feligreses pierden la fe, cambiar el reglamento; 
si la empresa se dirige a la quiebra, cambiar el pacto de accionistas. Perdón lo 
obvio, pero las leyes no garantizan el bien ni la felicidad. La vida material y la 
economía también existen, al igual que las creencias y la ciencia, la cultura y 
la fe, el amor recíproco y la política, el liderazgo y el azar.

Que la Convención se aboque a fabricar las leyes básicas de nuestra conviven-
cia es necesario y loable, pero no vendría mal encontrar un antídoto para que 
el país no sea presa de la “constitucionalitis”.
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Columna de opinión | Eugenio Tironi

Después de la catarsis 

Publicado originalmente en El Mercurio 

el 6 de julio de 2021.

E n griego equivale a purificación. En tiempos modernos, a una libe-
ración emocional que purga traumas y conflictos que permanecían 
reprimidos. Esto fue la inauguración de la Convención: una catarsis. 

¿Había que pasar por ella? Absolutamente. “Limpieza de chimenea”, la lla-
man en la terapia psicoanalítica. La recomiendan todos quienes saben de 
procesos de diálogo entre partes en conflicto o que desconfían radicalmen-
te entre sí. Es la manera de conocerse y de identificar las grietas que habrá 
que superar.

El jurista holandés Wim Voermans, en entrevista en La Tercera, nos lo había 
advertido. “Hacer una Constitución es complicado, es desordenado, y eso no 
está mal… He estado en los procesos de elaboración de la Constitución en mu-
chos países. No le temo en absoluto a la parte complicada o desordenada de 
una Constitución”.

Ahora la carga está sobre los hombros de los convencionales: son los elegidos. 
Su responsabilidad debe ir de la mano con la humildad, sin confundir sobe-
ranía con soberbia. No pueden olvidar ni por un instante que “votamos para 
que escribieran la Constitución, no para que fueran parlamentarios ni jueces, 
ni para que cumplieran otra tarea”. Su función es definir los bordes de la auto-
ridad que necesitamos para “que haya cierta paz en nuestros vínculos”, como 
lo expresara bellamente Kathya Araujo en Ciper, lo cual debe ser pensado no 
solo en términos de “cómo se ejerce el poder desde los otros”, sino también de 
“cómo se regula y cómo se lo ejerce cuando le toca a uno”.
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Barack Obama señala que hay dos tipos de liderazgo, el profético y el coali-
cional. Él se identifica con el segundo, el que busca construir acuerdos para 
conseguir cambios que sean sustentables. Este debe ser el espíritu de la Con-
vención. Sería la confirmación de que nos hemos emancipado de la larga som-
bra de Pinochet. Porque si estamos en esto es por la necesidad de superar una 
Constitución impuesta por una dictadura que, apelando a la representación 
del pueblo y al conocimiento del sentido de la historia, se propuso enterrar el 
Chile anterior a 1973, sin atender a los costos emocionales y materiales que 
ello significaba para gran parte de la población.

No hay que repetir ese mismo afán profético, ahora en sentido inverso. “Histó-
ricamente imposición implica reversión, en algún momento u otro”, recuerda 
Araujo, más aún en sociedades complejas y plurales.

Está bien la hoja en blanco. Mejor aún la paridad. Todavía más los escaños 
reservados, que permiten reconocer en pie de igualdad todas las cosmovisio-
nes y ontologías. Lo que no estaría bien es que algunos de los integrantes de 
la Convención se arroguen para sí el monopolio de la memoria y pretendan 
construir un pasado a su gusto. Fue el recurso de la dictadura; lo es de todos 
los dogmatismos, de cualquier signo.

Las omitidas, los colonizados, las víctimas, los excluidos, los abusados, mere-
cen un espacio preferente desde el cual compartir sus dolores y visiones. La 
instalación de la Convención mostró que esto es posible, lo que fue una boca-
nada de esperanza. Pero la memoria de un pueblo es más amplia; es el patri-
monio de todos quienes se sienten solidarios —aun con vergüenza a veces— de 
un mismo pasado y comprometidos con un porvenir común.

Como escribiera Hannah Arendt, “toda generación, debido a haber nacido en 
un ámbito de continuidad histórica, asume la carga de los pecados de sus pa-
dres, y se beneficia de las glorias de sus antepasados”.

Pasada la catarsis, será tarea de los convencionales tejer la delicada ecuación 
entre memoria y destino. “Siempre existe la posibilidad de que falle, que no 
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salga nada”, previene Voermans. “Pero si sale algo, pueden estar orgullosos 
de que realmente es producto de todos los chilenos y creo que esta es la mejor 
situación que pueden tener. Desordenada y todo”.
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Columna de opinión | Marisol Peña

Deconstrucción y populismo 
constitucional

Publicado originalmente en El Líbero, 

el 4 de octubre de 20211.

E l año 2004 falleció uno de los filósofos más influyentes del siglo XX. 
Se trata de Jacques Derrida, de origen argelino, fundador del mo-
vimiento deconstructivista y heredero del pensamiento de otros 

filósofos muy influyentes como Nietzsche y Heidegger. El pensamiento de 
Derrida tuvo mucha influencia, sobre todo en el ámbito norteamericano, en 
el que trabajó académicamente, pues impuso una forma de leer los textos 
radicalmente distinta a la que se había empleado previamente. Esta línea 
de pensamiento condujo a la deconstrucción del lenguaje y, desde el punto 
de vista político, a la lucha contra las instancias que centralizan el poder y 
excluyen la contradicción.

Por su parte, quienes se han dedicado al estudio del populismo, en sus 
versiones europea (cercana a la extrema derecha) como latinoamericana 
(cercana a la extrema izquierda), concuerdan en que existen dos concep-
tos que suelen definirlo: la revalorización de la noción de “pueblo” y la 
lucha contra las elites.

Ambas corrientes ideológicas —el deconstructivismo y el populismo— sir-
ven para entender por qué Chile perdió su norte constitucional. Si la meta 
perseguida desde la organización de nuestra República fue la instauración 

1	 https://ellibero.cl/actualidad/columna-constituyente-marisol-pena-deconstruccion-y-po-
pulismo-constitucional/
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del orden sometido al derecho en que las mayorías pudieran expresarse con 
respeto a las minorías, pero siempre bajo el marco constitucional, todo ello 
se encuentra hoy en entredicho.

En primer lugar, porque ese orden —que se inicia con el pensamiento por-
taliano— no sería sino la vía de entronización de las elites que han mono-
polizado el poder del Estado. En segundo lugar, porque esas elites habrían 
favorecido un “modelo” en que no se ha gobernado “con el pueblo y para el 
pueblo”, conforme a la famosa frase de Lincoln, sino que “a espaldas y contra 
el pueblo”. Ergo, el orden emanado del aludido modelo tiene que ser reem-
plazado a cualquier costo, incluida la vía violenta.

Como puede observarse, este diagnóstico coincide perfectamente con las ca-
racterísticas definitorias del populismo.

Pero es necesario detenerse, también, en la deconstrucción que han experi-
mentado varios conceptos asociados a la forma de organización que Chile se 
ha dado desde los inicios de su vida independiente. Es así como la Conven-
ción Constitucional ha desfigurado la noción de República asociándola 
al sometimiento de los pueblos originarios y a su falta de reconocimien-
to autónomo. Luego, en lugar de ser la República una forma de gobierno 
que, por las características atribuibles al jefe del Estado, se opone a la 
monarquía, se deconstruye el concepto para transformarlo en una forma 
de opresión.

Algo similar ocurre con la noción de “pueblo” que, en lugar de asimilarse 
al elemento humano del Estado, esto es, al conjunto de personas, familias y 
grupos intermedios que habitan en un territorio determinado y que se dota 
de una organización política o al cuerpo electoral, se deconstruye también 
para aludir a colectivos informes, pero que tienen como característica co-
mún, el haber sido invisibilizados, postergados y perseguidos.

Luego, el pueblo no somos todos y, por eso, algunos convencionales insis-
ten en hablar de “los pueblos” reservándose el derecho a excluir a quie-
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nes no tengan las características ya enunciadas. Dicho en términos más 
directos, las elites no son parte del pueblo, porque son las responsables de la 
invisibilidad, de la postergación y la persecución.

¿Podrá existir un norte constitucional de orden, respeto al derecho y sano 
pluralismo democrático en este ambiente deconstructivista y populista que 
además aparece cargado de contradicción? Es difícil creerlo, pero al menos, 
partamos por asumir las raíces más profundas del momento constitucional 
que estamos viviendo.
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Columna de opinión | Marisol Peña

Consenso social y modelo 
constitucional
¿Qué se saca con declarar que se preservará la unidad 

e integridad del Estado si, en la práctica, todo lleva a su 

disgregación en múltiples centros de poder?

Publicado originalmente en El Líbero, 

el 29 de marzo de 20211.

E n su obra Constitucionalismo: pasado, presente y futuro, el jurista ale-
mán Dieter Grimm, se ha preguntado por la capacidad del derecho 
constitucional para regular la política. No hay que olvidar que, ya a 

fines del siglo XIX, Ferdinand Lasalle había sostenido, en una conferencia 
en la Universidad de la Sorbonne, que la verdadera Constitución de un Esta-
do es el juego de los factores de poder que existen dentro de él. Del mismo 
modo, Grimm se pregunta qué añade una estructura de normas jurídicas 
al consenso básico preexistente respecto al establecimiento y ejercicio del 
poder político.

Estas reflexiones nos sirven de marco para examinar el producto del trabajo 
de la Convención Constitucional hasta el día de hoy.

En este sentido, lo primero que llama la atención es la clara ausencia de 
un consenso básico previo respecto a cómo organizar nuestro Estado. Lo 
que hemos visto, más bien, son dos modelos radicalmente diferentes de so-

1	 https://ellibero.cl/opinion/opinion-constituyente/marisol-pena-consenso-social-y-mode-
lo-constitucional/
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ciedad defendidos por constituyentes de uno y otro sector: uno, que percibe 
a Chile como un país indigenista, patriarcal y colonialista que exigiría de 
la nueva Constitución un acto refundacional y de reivindicación histórica 
donde, además, el Estado debe ser el único gestor de los sueños irrealizados 
de los chilenos. El otro, un modelo de sociedad fundado en la libertad de 
emprender, en la gobernanza público-privada y en la solidaridad frente a 
desigualdades innegables que no llega a sacralizar el rol del Estado, teniendo 
a la vista, además, la tradición republicana de nuestro país.

Es claro, a estas alturas, que el primer modelo descrito ha tendido a impo-
nerse en la Convención Constitucional dando lugar a la estructura de un Es-
tado fracturado. Prueba de ello es el diseño de autonomías regionales que 
no consideran la disparidad existente entre las unidades de nuestro vasto 
territorio y que favorecen la aprobación de normas y políticas públicas muy 
distintas para quienes habitan en un mismo Estado. Igualmente, las normas 
sobre pluralismo jurídico y plurinacionalidad favorecen la creación de “esta-
dos indígenas” dentro del Estado llegando a afectar, incluso, a la mayoría de 
los chilenos que no está claro si podrán ser juzgados por tribunales indíge-
nas, porque nada aclara la propuesta constitucional.

¿Qué se saca, entonces, con declarar que se preservará la unidad e integri-
dad del Estado si, en la práctica, todo lleva a su disgregación en múltiples 
centros de poder? ¿Formaba esto parte del consenso básico previo a la ins-
talación de la Convención Constitucional?

Los ejemplos anteriores son una muestra de que la certeza, la obligatorie-
dad y la regularidad como fines de la normatividad constitucional están muy 
lejos de lograrse a partir de las propuestas ya aprobadas por el pleno de la 
Convención Constitucional.

La certeza es importante, porque aleja a la regulación constitucional de 
las concepciones subjetivas de los autores de la norma y también de aque-
llas que sustenten quienes deban interpretarla con posterioridad.
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La obligatoriedad, por su parte, apunta a la convicción, en conciencia, que 
produce la regulación contenida en la norma constitucional. En otras pala-
bras, lo que la convierte, realmente, en la “casa de todos” y no sólo de algunos.

La regularidad libera a la Constitución de los debates sostenidos en el mo-
mento de su generación, transformándola en una normatividad capaz de 
regular las situaciones del presente, pero también las que afectarán a las 
futuras generaciones. Claro, al menos, si no queremos vivir un clima de 
reformas constitucionales permanentes.
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Columna de opinión | Marisol Peña

El sacrificio de la libertad
No es lógico que se sacrifique uno de los atributos más 

esenciales del ser humano haciéndonos creer que la 

solidaridad con los más vulnerables es incompatible con  

la libertad. 

Publicado originalmente en El Líbero, 

el 26 de abril de 20211.

E l Premio Nóbel de Economía del año 1988, Amartya Sen, ha centrado 
gran parte de sus análisis en la estrecha relación entre libertad y de-
sarrollo. La perspectiva profundamente ética que trasunta el pensa-

miento de Amartya Sen parte de la base de que, si no somos suficientemente 
libres para acceder a los bienes básicos para desarrollar la vida, difícilmente 
podremos lograr el desarrollo de la sociedad en la que vivimos. 

¿Podemos aplicar el pensamiento de Amartya Sen a los contenidos que ha 
ido aprobando la Convención Constitucional?

Si nos remitimos a las regulaciones recientemente aprobadas por el Pleno de 
la Convención en materia de derechos sociales, veremos varios casos en que 
la libertad de las personas resulta sacrificada en función de sistemas regu-
latorios donde el Estado es el único oferente de bienes básicos para nuestra 
vida. Del mismo modo, el monopolio que se asegura a algunos entes sociales 
constituye un obstáculo insalvable para la libertad de asociación de las perso-
nas, como veremos.

1	 https://ellibero.cl/opinion/opinion-constituyente/marisol-pena-el-sacrificio-de-la-libertad/
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Así, en materia laboral, se ha aprobado que “Los trabajadores y trabajadoras, 
a través de sus organizaciones sindicales, tienen el derecho a participar en las 
decisiones de la empresa”, confiando a la ley la regulación de los mecanismos 
para ejercer este derecho.

Por otra parte, se ha asegurado el derecho a la negociación colectiva, otorgan-
do a los trabajadores y trabajadoras el derecho a elegir el nivel en que se desa-
rrollará dicha negociación, incluyendo la negociación por ramas de actividad, 
por sectores o por territorio.

Ambas normas suponen que los trabajadores chilenos estarán obligados a sin-
dicarse si quieren participar en las decisiones de la empresa que les competan 
o si van a negociar colectivamente con su empleador. Es válido preguntarse, 
entonces, ¿en qué queda la libertad de asociación en cuanto permite afiliarse 
a una asociación o no hacerlo en forma libre? Igualmente, ¿es compatible con 
el ejercicio de la libertad la pertenencia obligatoria a un sindicato en lugar 
de a un grupo negociador de trabajadores no sindicalizados?

Otro ejemplo dice relación con el derecho a la seguridad social. Es cierto que, 
desde hace tiempo, algunos persiguen terminar con las Administradoras de 
Fondos de Pensiones. Pero lo que es más grave, ello supondría el término de la 
libertad de elegir entre un sistema público en que una gran torta integrada por 
nuestras cotizaciones obligatorias fuera distribuida entre todos en forma soli-
daria versus un sistema privado que nos incentiva a ahorrar voluntariamente 
para mejorar el financiamiento de nuestra vejez. Esto último no significa, en 
absoluto, dejar de garantizar pensiones dignas para quienes no pueden o no 
tienen la capacidad de ahorrar, pero no coarta la libertad esencial de toda per-
sona de elegir un sistema en que su esfuerzo adicional sea premiado. 

La Convención Constitucional nos propone, precisamente, un sistema de se-
guridad social público para financiar las contingencias que nos afecten en 
nuestra vida, el que será financiado por trabajadores y empleadores, a través 
de cotizaciones obligatorias (se acaban las voluntarias) y por rentas generales 
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de la nación. ¿Se respeta la libertad de elegir cómo abordar el financiamiento 
de nuestra vejez?

En el caso del derecho a la salud, se confía al Estado la función de rectoría del 
sistema de salud, lo que incluye la regulación, supervisión y fiscalización de 
las instituciones públicas y privadas. Sin embargo, no está claro si estas últi-
mas podrán financiar directamente las prestaciones respectivas a partir de las 
cotizaciones derivadas de sus remuneraciones o sólo podrán ofrecer seguros 
complementarios. Pareciera que, al final, todos debiéramos estar incluidos en 
el sistema público, a pesar de que la libertad supone elegir entre dos opciones 
relativamente equivalentes, lo que aquí, claramente, no se da. 

Sin libertad, no hay desarrollo. Lo ha dicho Amartya Sen, pero agregamos que 
no es lógico que se sacrifique uno de los atributos más esenciales del ser 
humano haciéndonos creer que la solidaridad con los más vulnerables es 
incompatible con la libertad.
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Columna de opinión | Agustín Squella

¿Qué decimos cuando decimos 
“república”? 

Cuidando las palabras cuidamos las cosas que ellas 

designan, y en el caso de “república” son varias las cosas 

buenas a las que ella apunta.

Publicado originalmente en The Clinic 

el 16 de agosto de 2021.1 

H ay palabras que importan porque vuelven y otras que interesan por-
que se las quiere olvidar. “Dignidad” pertenece a la primera de esas 
categorías, y “república” podría caer en la segunda.

“Dignidad”, casi ausente del habla habitual de los chilenos hasta que las pro-
testas sociales de 2019 la trajeron de vuelta, resumió muy bien lo que querían 
los manifestantes: que se les considerara de igual valor. Porque la dignidad 
humana es eso: el parejo valor que todos los seres humanos nos reconoce-
mos intersubjetivamente, cualquiera sea nuestro origen, etnia, educación, 
riqueza material, biografía, ocupación, aciertos, errores, sueños y preferen-
cias. Nadie es más que nadie, cualquiera hayan sido los logros o fracasos de 
la existencia individual de las personas: ellas nacen y permanecen iguales en 
dignidad y en esta se basan ciertos derechos fundamentales que adscriben a 
todas sin excepción, entre los cuales, de partida, el de ser tratados con consi-

1	 https://www.theclinic.cl/2021/08/16/columna-de-agustin-squella-que-decimos-cuando-de-
cimos-republica/
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deración y respeto, como fines en sí mismas y no como medio al servicio de 
los fines o intereses de otro u otros.

Bienvenida entonces “dignidad”, y no solo como palabra que vuelve a ser de 
uso común, sino como concepto y como el valor superior que podríamos 
encontrar en la primera de las disposiciones de la nueva Constitución.

Con “república” pasa lo contrario: estamos poniendo atención a ella porque 
nos damos cuenta de que algunos podrían estar deseando sacarla de nuestro 
lenguaje político o postergarla en nombre de algún término que les parezca 
más atractivo. Pero la pregunta es la siguiente: ¿qué perderíamos si perdié-
ramos dicha palabra?

Todas nuestras constituciones se han llamado “Constitución de la República 
de Chile”, y la explicación es muy simple: dejamos de ser colonia de una mo-
narquía europea —y eso no en 1810, sino algo más tarde, puesto que algunos 
de nuestros padres fundadores temían dar ese paso—, y la palabra “repúbli-
ca” nos quedó sonando para siempre, si bien solo en el sentido de lo opuesto 
a monarquía, olvidando que ella tiene también el significado de división de 
los poderes del Estado. En una república ninguna autoridad concentra todo 
el poder, y ni siquiera mucho poder, procurando conseguir tanto diferencia-
ción de los poderes como equilibrio entre ellos.

Entonces, si nuestra próxima Constitución intentará dividir, distribuir y equi-
librar mejor los poderes —entre la Presidencia de la República y el Congreso 
Nacional, entre el gobierno central y los gobiernos regionales y comunales, 
entre los representantes y los representados—, ¿cómo podríamos prescindir 
de la palabra “república”?

El ideal republicano es también contrario a toda forma de dominación —do-
minación política, étnica, de género, laboral, doméstica— y, por tanto, abo-
mina del sometimiento de un ser humano a otro, o de unos seres humanos a 
otros, y ello aun en el caso de que quien someta a los demás no haga uso de 
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su posición de poder. La sola posibilidad de ese uso resulta incompatible con 
la dignidad de quien o quienes se encuentren sometidos.

Y si queremos que en el futuro desaparezca de nuestra sociedad toda forma 
de dominación, ¿cómo olvidarnos de que una república se relaciona directa-
mente con ese propósito?

“República” significa también, etimológicamente, “cosa pública”, es decir, 
aquello que concierne a todos. En tal sentido, no se trata de una forma de go-
bierno que responde a la pregunta acerca de quién debe gobernar, sino a la 
de para qué se gobierna, tratándose de aquella manera de ejercer el poder a 
favor de la cosa pública, de todos, y no para beneficio de los gobernantes o de 
un grupo o sector determinado de la sociedad. Las formas tradicionales de 
gobierno —monarquía, aristocracia, democracia— son cuantitativas, puesto 
que en la primera gobierna uno solo, en la segunda unos pocos, y en la terce-
ra el pueblo, o, más bien, la mayoría. En cambio la república es cualitativa: 
no tiene que ver con quien gobierna ni con cuántos son los que gobiernan, 
sino para qué se gobierna. Es la manera de gobernar de quienes son capaces 
de alzarse por encima del torbellino de los intereses particulares o de gru-
pos, incluidos los propios.

De manera que ¿querríamos que nuestra próxima Constitución se olvide del 
bien colectivo como norte político y moral de los gobiernos y de la sociedad 
chilena en su conjunto?

Es cierto que en Chile arrastramos un déficit republicano, como también 
uno de democracia. Pero también lo es que la próxima Constitución cons-
tituye una gran oportunidad para acabar con ese déficit. Las democracias 
reales que conocemos tratan de acercarse lo más posible a la democracia 
ideal, mientras que las repúblicas históricas que ha habido y hay en el pla-
neta tratan también de realizar en su máxima medida el ideal republicano. 
De eso se trata, de ir hacia la cima, de avanzar hacia ella, de no resignarse 
ni complacerse con lo ya alcanzado, lo mismo que pasa con los individuos 
tratándose de las virtudes: procuran tenerlas y cultivarlas, y lo único que po-
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demos conseguir —que no es poco— es mejorar día tras día, subir otro tramo 
hacia la cima, sin saber si alguna vez la alcanzaremos. Nadie se olvida de un 
ideal o de una virtud solo porque todavía se encuentra lejos de ellos.

Ya lo sé: ninguno de los que podrían estar por retirar la palabra “república” 
está pensando en volver a la monarquía. Tampoco están en contra de la divi-
sión de poderes o a favor de la dominación y de la idea de que el bien colecti-
vo no existe y que lo único que cuenta son los afanes e intereses individuales. 
Solo estoy mostrando que olvidarse de una palabra, o posponerla —en este 
caso “república”— entraña riesgos que deberían ser considerados. Si perdié-
ramos esa palabra acabaríamos perdiendo mucho más que una palabra.

Se entiende también que el enojo contra la palabra “república” y con la ex-
presión “república de Chile” proviene del maltrato dado históricamente a 
nuestros pueblos originarios. Pero el responsable de eso ha sido el “Estado” 
chileno, no la república del mismo nombre, y es claro que la próxima Cons-
titución, no obstante aquello, hablará siempre de ese Estado, ojalá en los tér-
minos de un estado social y democrático de derecho. Un Estado plurinacio-
nal, además, lo cual no constituirá una declaración, sino una constatación, 
de manera que en ese Estado, y también en la república, cabremos todos.

Cuidando las palabras cuidamos las cosas que ellas designan, y en el caso de 
“república” son varias las cosas buenas a las que ella apunta. 
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Columna de opinión | Agustín Squella

Stephen King y la Nueva 
Constitución 

Voy a seguir con Billy Summers. Estoy recién en la mitad 

y me está ayudando muchísimo a despejar la cabeza de 

preocupaciones. ¿Quién podría no tenerlas si de lo que se 

trata es de elaborar una nueva Constitución dentro de los 

próximos nueve meses y proponerla al país para su aprobación 

o rechazo? Leer y escribir son “el agua de la vida”, dice King.

Publicado originalmente en The Clinic 

el 24 de noviembre de 2021.1 

E l viejo escritor norteamericano viene en mi auxilio con ocasión del 
trabajo de la Convención Constitucional. De pronto algo cansado de 
leer sobre temas constitucionales, decidí enterarme de quien era 

Billy Summers, título de su novela de 2021. Necesitaba una lectura liviana, 
entretenida, y vi que esa novela estaba en la vidriera de todas las librerías.

Como todo autor prolífico, King es disparejo y resulta difícil no pensar en 
algún escritor fantasma que trabaje eventualmente para él. Guardo un muy 
buen recuerdo de su novela Un saco de huesos y ahora asumí nuevamente el 
riesgo de leerlo.

1	 https://www.theclinic.cl/2021/11/24/columna-de-agustin-squella-stephen-king-y-la-nueva-
constitucion/
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Billy Summers es un personaje atractivo: asesino a sueldo que permanece 
siempre fiel a la regla ética de aceptar encargos solo cuando se trata de elimi-
nar a tipos realmente malos. Se encuentra ya a punto de retirarse del oficio 
cuando consiente en llevar a cabo un último asesinato, para lo cual debe 
cambiar su identidad y hacerse pasar por un escritor con nombre inventado. 
Billy es lector de comics, pero también de Émile Zola, y aprovecha su nueva 
condición para combinar la preparación de su próximo trabajo con la escri-
tura de un libro.

Como se ve, el hombre se lo tomó en serio y lo que uno se pregunta es si aca-
so es posible no simpatizar con un tipo así. La primera línea de su novela es 
esta: “El hombre con el que vivía mi madre llegó a casa con un brazo roto”, 
muy parecida al estilo del propio King.

Billy Summers pensó simplemente que podría resultarle divertido hacerse 
pasar por lo que en cierto modo siempre había querido ser: un escritor. Por 
lo demás, “el último trabajo de una persona —cavila— no debería ser el más 
lucrativo, sino el más interesante”. Y cada vez que por la tarde se duerme un 
rato en la casa que arrienda y desde la cual hará el disparo fatal, “supone 
estar autorizado a echarse una siesta ahora que es escritor”.

¿Son los escritores aficionados a la siesta? Bueno, por lo menos disponen de 
más tiempo que el común de los mortales.

No es que pretenda subirme al carro de los escritores —que en los tiempos 
que corren está ya repleto—, pero considero la siesta como un derecho na-
tural, el único que me atrevería a postular en tal carácter. He tenido que 
renunciar a él durante el tiempo de la Convención, porque muchas veces 
las sesiones se interrumpen a las 13.30 para reanudarse a las 15, aunque 
luego de comer algo cerca puedo a veces echar una cabeceadita en uno de 
los bancos de fierro de los jardines del Congreso. En ocasiones aparece otro 
constituyente o algún periodista y no me queda más que ensayar la mejor 
de mis sonrisas. 
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Stephen King es un tipo tan simpático como para reconocer que a él nunca 
le preguntan sobre lo que significa escribir novelas. “A un De Lillo, a un Up-
dike, a un Styron, sí, pero no a los novelistas de gran público”, señala, y optó 
entonces por escribir acerca de lo que no le preguntaban, que es finalmen-
te lo que hace todo escritor, y eligió hacerlo, hace sus buenos 20 años, con 
Mientras escribo, del que acabo de seleccionar la cita anterior.

Pero en Mientras escribo hay mucho más que eso. Por ejemplo, a quienes 
quieren ser escritores, King les pregunta siempre lo mismo: “¿Me dejas que 
te sea franco? Si no tienes tiempo de leer (como se queja todo el mundo) no 
tienes tiempo ni herramientas para escribir. Así de sencillo”. Y agrega: “leer 
es el centro creativo de la vida del escritor. Yo nunca salgo sin un libro, y 
encuentro toda clase de oportunidades para enfrascarme en él. El truco es 
aprender a leer a tragos cortos, no solo largos. Y gracias a la revolución de los 
audiolibros, se puede leer hasta conduciendo”.

La verdadera importancia de leer “es que genera confianza e intimidad con 
el proceso de escritura”. Es de esa manera “que se entra en el país de los es-
critores con los papeles en regla: en cuanto más leas, menos riesgo correrás 
de hacer el tonto con el bolígrafo o el procesador de textos”.

Una de las anécdotas favoritas de Stephen King tiene como protagonista a Ja-
mes Joyce. Un amigo entra al despacho de Joyce y lo encuentra medio caído 
sobre el escritorio, en una postura de desesperación total. “¿Qué pasa James? 
¿Es por el trabajo?” El interpelado asiente y confiesa que ese día ha podido 
escribir solo siete palabras. “¿Siete?, insiste el inesperado visitante, y agrega: 
“pero eso está muy bien para ti”. “Sí”, confirma el escritor decidiéndose a 
levantar la cabeza. “Supongo que sí…,¡pero es que no sé en qué orden van”!

Así de complicadas pueden ser las cosas para un escritor, pero Billy Sum-
mers no lo sabe. Tiene ya la primera frase de su libro y cree que el resto se 
descolgará fácilmente de ella. Si escuchara a su maestro y creador, se encon-
traría con esta descripción del acto de escribir: “las historias que escribo son 
objetos hallados, como fósiles en el suelo. El trabajo del escritor es usar las 
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herramientas de su caja para desenterrarlos lo más intactos que se pueda. 
A veces aparece un fósil pequeño, una simple concha. Otras es enorme, un 
Tyrannosaurus Rex con todo el costillar y la dentadura. Tanto da que salga un 
cuento o un armatoste de mil páginas, porque en lo fundamental las técnicas 
de excavación son las mismas”.

El 19 de junio de 1999, Stephen King tuvo un feo accidente: fue atropellado 
por una camioneta en una carretera del oeste de Maine después de salir del 
bosque en que se había internado para orinar. Con su humor implacable, 
lo que cuenta es que “pasarían dos meses antes de que pudiera echar otra 
meadita al aire libre”.

Mientras permanecía tirado en el suelo conversando con el conductor de 
la camioneta, preguntó si podía fumar. “Lo veo difícil”, fue la respuesta de 
su acompañante, luego de lo cual se animó a una segunda pregunta: “¿Voy 
a morir?”. “No creo”, fue esta vez la alentadora respuesta, “pero es necesa-
rio ingresarlo cuanto antes en un hospital”. Fue trasladado en helicóptero al 
Central Maine Medical Center y tuvo que soportar cinco operaciones segui-
das a una de sus piernas.

Entonces, voy a seguir con Billy Summers. Estoy recién en la mitad y me está 
ayudando muchísimo a despejar la cabeza de preocupaciones. ¿Quién podría 
no tenerlas si de lo que se trata es de elaborar una nueva Constitución den-
tro de los próximos nueve meses y proponerla al país para su aprobación o 
rechazo? Leer y escribir son “el agua de la vida”, dice King, de manera que su 
mandato es este: “Bebe, bebe y sacia tu sed”.
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Columna de opinión | Agustín Squella

Dios y la Constitución

Publicado originalmente en El Mercurio 

el 20 de diciembre de 2021 

¿Qué tiene que hacer Dios en una Constitución?

Se trata de una pregunta nada impertinente, porque en un Estado laico (¿lo 
somos?) y en proceso de darse una nueva Constitución, el asunto constituye 
realmente un tema a resolver de una manera que explicite ese carácter y 
que, a la vez, declare y garantice la libertad de religiones e iglesias, incluido 
el culto privado y público de ellas.

En su Preámbulo —ese breve texto expresivo a la par que informativo que 
suele preceder al articulado de una Constitución—, la Constitución colom-
biana de 1991 incluyó una expresa invocación a Dios y a la protección que se 
esperaba de este en el momento de ponerla en vigencia.

Tal como con otros procesos constituyentes, es útil observar el que tuvo lu-
gar en Colombia hace 30 años. Se hallarán no pocas similitudes y también 
más de una diferencia, pudiéndose notar, como es casi siempre la regla, que 
el proceso constituyente, en ambos casos, fue hijo de una crisis, y que hay 
racionalidad en los pueblos cuando optan por una vía institucional en medio 
de conflictos internos que parecen superarlos y ponerlos en actitud de irse 
a las manos. Ni desacuerdos ni conflictos son patologías sociales de las que 
tengamos que curarnos o avergonzarnos: son fenómenos inseparables de la 
vida en común y, tratándose de desacuerdos, hay que esforzarse para que no 
se transformen en conflictos, lo mismo que, ocurrido uno de estos últimos, 
es preciso utilizar, si la hay, o crear, cuando no la hubiere, la instancia, el 
procedimiento y las reglas que permitan darle un curso pronto, pacífico y 
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eficaz, conducente a un resultado justo o a lo menos aceptable que todas las 
partes involucradas puedan aprobar.

En una conciliación nadie gana todo y nadie pierde todo, y es de esa ma-
nera que las sociedades democráticas van avanzando, de un paso a la vez, 
para insatisfacción de los extremos, que querrían permanecer siempre en 
un mismo peldaño o saltar varios de una vez. Son las instituciones democrá-
ticas y su buen funcionamiento lo que permite ese tránsito a la vez sin pausa 
ni apresuramiento y no la figura de algún líder providencial o ideología que 
pretenda tener todas las verdades de su lado. Fue una idea provocadora la 
que planteó el filósofo Gianni Vattimo, en conferencia de hace algunos años 
en La Moneda: “no nos ponemos de acuerdo cuando encontramos la verdad, 
encontramos la verdad cuando nos ponemos de acuerdo”.

Pero volvamos a Dios.

Está claro que el preámbulo de nuestra próxima Constitución no hará re-
ferencia a Dios ni tampoco al plural dioses. Cuentan que por encargo del 
entonces Presidente de Colombia, Gabriel García Márquez revisó el proyecto 
de Constitución de su país y sugirió cambiar “Dios” por el más inclusivo “dio-
ses”, pero no tuvo éxito y en el texto final quedó solo un rotundo singular.

Lo más probable es que nuestra futura Constitución declare expresamente 
que Chile es un Estado laico, pero, a la vez, respetuoso de la libertad reli-
giosa, una fórmula que no se avizora de aceptación difícil para nadie. Sin 
embargo, el asunto se vuelve más complejo si se tiene en cuenta que Estado 
confesional es el que tiene una religión oficial y excluye a las demás; Esta-
do religioso el que, sin adoptar una religión oficial, ve en todas un bien y 
las hace objeto de algún tipo de beneficios; Estado laico, aquel que no se 
pronuncia acerca del bien ni del mal de religiones e iglesias y permanece 
enteramente neutral frente a ellas, sin perseguirlas ni beneficiarlas; y Estado 
antirreligioso, o laicicista, el que considera que los credos religiosos son un 
mal y los prohíbe a todos por igual.



En camino hacia una nueva Constitución. Opinan los académicos

137

Descartando que Chile pudiera declararse un Estado confesional o antirre-
ligioso, quedan solo dos opciones —religioso y laico—, y la cuestión tiene 
interés porque, al menos hasta hoy, nuestro Estado se ha comportado como 
un Estado religioso antes que laico, como un Estado que otorga beneficios es-
peciales a religiones e iglesias y no permanece neutral ante ellas. Entonces, 
y de acuerdo a la clasificación precedente, ¿será Chile en el futuro un Estado 
religioso o uno laico, o uno que se declarará laico y se comportará como reli-
gioso, o uno que permanecerá mudo a ese respecto, limitándose a garantizar 
la libertad religiosa, quitándole el bulto a cualquier otra definición?

Un Estado propiamente laico no debería ayudar a religiones e iglesias con 
exenciones tributarias, beneficios aduaneros, donaciones de bienes de pro-
piedad pública, o subsidios a instituciones religiosas de enseñanza, pero las 
religiones e iglesias podrían decir que si el Estado hace todo lo anterior en 
favor de las artes, la cultura, el deporte, ¿por qué no podría hacerlo también 
en favor de organizaciones de tipo espiritual que profesan un credo religioso 
cualquiera?

El debate está abierto.
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Entrevista | José Joaquín Brunner

“Estamos en la mitad de la 
estación de las tormentas”

Caminando “al borde de la cornisa”, lejos hoy de un escenario 

de ruptura pero también del sueño de la “casa común”. Así ve 

el exministro el desarrollo del proceso constitucional.

Entrevista realizada por Álvaro Valenzuela Mangini. 

Publicado originalmente en Crónica Constitucional 

de El Mercurio, el 8 de octubre de 2021.1 

“S iempre fue ingenuo pensar la Convención como una especie de 
gran momento puramente deliberativo, de encuentro de ideas y 
de construcción de la casa común”, advierte José Joaquín Brun-

ner. Exministro y figura intelectual de lo que fuera la Concertación, su visión 
del proceso privilegia la lógica fría del académico por sobre cualquier idea-
lización. Así, recurre a la famosa frase de Von Clausewitz y la invierte, para 
sostener que la Convención Constitucional fue simplemente “la sustitución 
de la guerra por la política”. Ello supuso, por cierto, el esfuerzo de encauzar 
institucionalmente el conflicto que vive la sociedad chilena, evitando que 
“nos arrollara a todos en una gran revuelta violenta y desordenada”; sin em-
bargo, lejos de suprimirse, “ese conflicto tan grueso y dramático seguiría 
exactamente igual pero dentro de un mínimo de reglas. Y eso es todo lo que 
ha sido la historia de la Convención”.

1	 https://www.emol.com/noticias/Nacional/2021/10/08/1034819/cronica-constitucional-en-
trevista.html
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Por ello no le extraña que la instancia constituyente se haya transformado 
en escenario privilegiado para el enfrentamiento entre lo que llama “octu-
bristas” —esto es, quienes buscan “transformar el 18 de octubre, con todo lo 
que significa, en el hito más importante de esta nueva etapa de la sociedad 
chilena”— y los “noviembristas”, los que reivindican como fecha clave el 15 
de noviembre, día del acuerdo para encauzar la crisis. Se trata de una disputa 
que abarca símbolos —como la propia idea de la presidenta de la Convención 
de iniciar el próximo 18 la discusión constitucional de fondo— pero cuyos 
alcances refieren al sentido mismo del proceso y la evolución política futura. 

—¿Qué se juega entonces en la pugna entre octubristas y noviembristas? 

—En el más corto plazo, se juega la administración y superación de las varias 
crisis que emergieron en 2019, la continuidad de este cauce constitucional y 
su convergencia final con el ciclo electoral, la elección del nuevo Parlamento 
y del nuevo gobierno. Y, de ahí en adelante, cuál es el proyecto y la estrategia 
de cambio que gobierna al país. El análisis lleva a pensar que efectivamente 
va a haber una nueva generación en el gobierno, que esa nueva generación 
va a llegar con una propuesta de cambios múltiples y lo que está por verse es 
en concreto cuál va a ser esa estrategia. Estamos en la etapa del diseño del 
cambio y hay una disputa entre distintas versiones de él, unas que son más 
radical rupturistas y otras que, desde el punto de vista institucional por lo 
menos, son más cuidadosas de las formas y más continuistas.

 —¿Podríamos identificar los hitos en que se ha hecho evidente esta pugna?

 —A una estrategia “octubrista” le gustaría una Convención que se entienda a 
sí misma como una asamblea que representa directamente y ella sola la so-
beranía popular. Eso es lo que se busca al exaltar el 18 de octubre: establecer 
que ahí se expresó, en un quiebre, la soberanía popular y que esa soberanía 
popular da origen a la constituyente. Esa es una leyenda, una narrativa que 
se está construyendo, pero que identifica y llena de energía y emociones a 
un sector de nuestra sociedad. Y eso se manifestó ya el primer día en cuánto 
había de ruptura en la instalación, qué tipo de símbolos se usaban. Luego, en 
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toda la discusión larguísima respecto de si la Convención debía atenerse a al-
gún tipo de marco o si podía en cualquier momento saltárselo... por ejemplo, 
decidir que todo iba a ser aprobado por mayoría simple o por tres quintos, 
pero no por los dos tercios. Otro momento es la discusión de si este es un po-
der delegado o un poder originario. El “noviembrismo” entiende claramente 
que es un poder derivado de un gran acuerdo que se tradujo en una reforma 
constitucional. Ahora, es un error pensar que esta última es una autocom-
prensión pacifista o de continuidad con la historia de los últimos 30 años o 
un renacer del espíritu de la Concertación. Todas esas cosas murieron. El es-
píritu de noviembre es un espíritu de reformas y de cambios, solo que dentro 
de una determinada visión de orden institucional.

“Estos tres meses han dado un rico material tanto para la corriente octubris-
ta de quiebre como para la que ha logrado hasta ahora darle una gobernabi-
lidad a la Convención y que es más bien noviembrista. Esta ha ido logrando 
con mayor facilidad articular mayorías en momentos clave. Pero con pre-
cios: tú tienes que ratificar desde dentro de la Convención los dos tercios que 
ya estaban determinados desde fuera. Y a cambio de eso tienes que acep-
tar discutir los plebiscitos dirimentes que son típicamente una manera de 
desbordar este organismo, como planteaba el PC. Ahí uno ve cómo esto se 
maneja en el borde. Todo el rato vamos caminando por la cornisa, pero es lo 
que le ha dado cierta aura al Frente Amplio de que ha logrado jugar el papel 
de pivote”. 

—El octubrismo lo representan el PC, la ex Lista del Pueblo, los pueblos 
originarios. ¿Es clara la identificación del Frente Amplio con el noviem-
brismo o es más ambigua? 

—Ha sido consistente. Eso no quiere decir que sea total y única, y que no 
haya fisura ni ninguna nostalgia o acercamiento hacia al otro polo; claro que 
lo hay. Pero, gruesamente, el Frente Amplio, dentro de la Convención, en la 
carrera presidencial y en las disputas parlamentarias, va en una dirección de 
decir: “Esto tiene marco institucional y nosotros estamos dando nuestra ba-
talla dentro de él”. Al Frente Amplio le debiera interesar sobremanera mos-
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trar capacidad de dar gobernabilidad a la Convención, porque es una prueba 
de fuego. A Boric, además, porque él tiene una alianza con el PC. 

—¿Cómo puede funcionar esa alianza si sustentan visiones en principio 
incompatibles? 

—Yo creo que son bien incompatibles, solo que en el proceso uno puede ir 
tratando de ajustar y mantener, pero alguien debe ir dando la dirección. Has-
ta acá básicamente es el Frente Amplio el que ha ido logrando dar una cierta 
dirección, en lo cual ha tenido la ayuda de la diosa fortuna: la disgregación y 
el deshilachamiento de la Lista del Pueblo. Creo que va a ser en general una 
relación muy difícil la del PC con el Frente Amplio, en la medida en que el PC 
no vaya adquiriendo un mayor realismo. ¿Va a ocurrir eso o no? Es completa-
mente imprevisible en este momento. 

—¿Es pertinente la comparación con los problemas de la Unidad Popular?

—Creo que no es pertinente en términos del contexto, del grado de desa-
rrollo y de madurez de la sociedad chilena, de lo que son los cambios gene-
racionales que entonces estaban teniendo lugar y los que tienen lugar hoy. 
Ahora, ¿podemos aprender y recoger lecciones valiosas de esa época? ¡Qué 
duda cabe! Quienes fuimos parte de la experiencia de la UP aprendimos las 
enormes dificultades que tienen los procesos de cambio social y las ventajas 
de tratar de llevarlos dentro de un cauce institucional. Ventajas para todos. 
No solo para los conservadores, las derechas y los reaccionarios, sino para 
toda la sociedad. Tiene una ventaja enorme no quebrar, no llevar esto a una 
encrucijada donde solo quede la posibilidad de la violencia. Porque en eso 
no cabe duda al final quién gana. 

—¿Cuáles diría que son los escenarios más probables de proyectar hoy?

 —Creo que el escenario más probable en el plazo corto, de aquí al 2030, es 
que se imponga un camino reformista, pero con todas las contradicciones 
tanto en el plano institucional como en el plano ideológico y de la gestión 
de las cosas, y por tanto que tengamos una década en que ese camino dé 
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lugar a un deterioro de las instituciones del Estado, de la economía, de la 
convivencia; no por una ruptura, sino un deterioro largo, una década per-
dida. Y el mejor escenario sería uno parecido a este pero con muchas más 
fluctuaciones, donde, en la oscilación entre el deterioro y la mejora, al final 
va imponiéndose un camino de mejoramiento más sostenido. O sea, dos es-
cenarios bastante grises, que tienen la ventaja de no tener grandes rupturas, 
pero tampoco llevan a ninguna idea de casa común que se transforma a sí 
misma de una manera ultra positiva. 

—¿Descarta el escenario de la ruptura? 

—Lo veo muy lejano. Lo vi, como todo el país, presente para el 18 de octubre. 
No creo que entonces haya sido una cosa paranoica ni conspirativa ni solo 
de grupos de derecha pensar que el país estaba en medio de condiciones de 
generar una ruptura institucional. Me parece que eso estaba en juego en esos 
días y no está en juego ahora, dado que existe este ciclo electoral y por tanto 
una permeabilidad que la institucionalidad está mostrando y que lleva las 
cosas dentro de un cierto cauce. Entonces, es cosa de todos cómo mantene-
mos el cauce. Sin optimismos exagerados de que todo está estupendo y que 
la Convención viene cada día siendo más madura, cosa que no tiene asidero 
en la realidad, pero tampoco la tesis contraria de decir la Convención ya jugó 
sus cartas y demostró que es incapaz... 

—Usted no está entre los que respiraron con alivio después de la encuesta 
CEP, pensando que ya superamos el 18 de octubre... 

—La encuesta no decía eso y, por otro lado, las dinámicas reales de la socie-
dad muestran que la magnitud de los conflictos, el tipo de conflictos y los 
objetos de conflicto están todos presentes y en algunos casos probablemente 
pueden haberse profundizado a propósito de la pandemia. Yo ni respiré más 
agitado ni más conforme. Respiré como venía respirando antes, en el sentido 
de decir sí, estamos al medio de una navegación extraordinariamente turbu-
lenta y no hay que dejarse entusiasmar por los momentos en que de repente 
el mar se tranquiliza. Estamos en la mitad de la estación de las tormentas.
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 —¿En qué medida la presentación de una acusación constitucional contra 
el Presidente Piñera puede incidir en todo esto? 

—En el delicado cuadro que vivimos, todo está relacionado. Desde ya, esta 
acusación buscará unificar a las diversas fuerzas de oposición, en este caso, 
en torno a su polo más radical. Habrá una competencia por mostrarse indig-
nados. La prudencia será castigada como debilidad. Y el Gobierno enfrentará 
una masiva corriente de opinión contraria, en una materia —los conflictos 
de interés— que acompañan como una sombra al Presidente. Para la gober-
nabilidad es funesto. 

—¿Qué significado le da al hecho de que la Convención haya aprobado 
una definición de negacionismo como la que aprobó en su reglamento 
de ética?

—Lo encuentro inverosímil. La Convención es un órgano constituido para 
la deliberación, el choque de argumentos, la búsqueda permanente de las 
mejores soluciones a través de los razonamientos más diversos, donde la ca-
pacidad de cuestionamiento, de crítica, de decir cosas incorrectas, de pen-
samiento lateral, es lo que puede llevar a una meta razonablemente positiva. 
Sin embargo, pareciera que hay quienes entienden que hay que hacer todo lo 
contrario, frenar la capacidad pensante y dicente de la Convención y ponerle 
una verdadera malla de prohibiciones, de obstáculos al libre flujo y circu-
lación de las ideas. Es una contradicción completa. Por otro lado, muestra 
como cultura algo preocupante: un espíritu un poco absolutista, inquisito-
rial, propenso a la cancelación de las posiciones disidentes, bajo la creencia 
de que de alguna manera —y eso es algo de la cultura del octubrismo— el 
quiebre ya se produjo y la nueva soberanía está en quienes aprueban un pro-
yecto ético como este. Pero en realidad, más que grave, lo encuentro desme-
surado, un poco patético: creer que un órgano deliberativo que va a durar 
un año debe tener un código completo de ética que no tiene que ver con los 
conflictos de interés y cosas reales, sino con reglamentar el comportamien-
to, motivaciones, pensamiento y lenguaje de sus miembros. 
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—En este tema, el Frente Amplio también se ha hecho parte y no parece 
tener una identificación muy clara con la libertad de expresión... 

—Sí, es muy ambiguo en esta materia. Creo que le viene de su propio de 
desarrollo y maduración ideológica, donde hasta acá no tiene claro cómo 
darle cabida al liberalismo en sus mejores expresiones clásicas ni tampoco al 
pluralismo. Tiene esta tendencia ridícula a creer que el liberalismo se redujo 
a partir de la segunda parte del siglo XX al neoliberalismo. Y han construido 
un espantapájaros que se llama neoliberalismo, bajo el cual cualquier cosa 
que no le gusta a alguien de este otro tipo de corriente lo acusa de neoliberal 
y con eso cree que dio por arreglado el problema.
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Columna de opinión | José Joaquín Brunner

Estatuto constitucional de 
la educación 
“¿Cómo quedó incorporada la educación al texto 

constitucional? En suma, la educación se incorpora con 

una florida retórica de fines, principios y características 

completamente incongruentes con las limitaciones de 

nuestra educación realmente existente”.

Publicado originalmente en El Mercurio 

el 29 de mayo de 2022.1 

¿C ómo quedó incorporada la educación al texto constitucional? 
Ante todo, como un derecho, asociado a un amplio conjunto de 
fines, principios y características que otorgan a ese derecho un 

aura literaria y jurídica.

Así, son fines de la educación, entre otros, la conciencia ecológica, la preven-
ción de la violencia, la justicia social, la convivencia democrática y el desa-
rrollo integral de las personas. Curiosamente, no se incluye allí la formación 
ciudadana, hoy un tema mundialmente debatido y una urgente necesidad en 
nuestra sociedad.

Los principios que deberán conducir a la educación son igualmente abun-
dantes: cooperación, no discriminación, inclusión, justicia, participación, 

1	 https://www.elmercurio.com/blogs/2022/05/29/98374/estatuto-constitucional-de-la-educa-
cion.aspx
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solidaridad, interculturalidad, enfoque de género y pluralismo. Además, ella 
tendrá carácter no sexista; se desarrollará de forma contextualizada, con-
siderando la pertinencia territorial, cultural y lingüística. Pero hay más to-
davía: la Constitución garantiza, adicionalmente, educación sexual integral, 
educación ambiental, digital, basada en la empatía y el respeto hacia los ani-
males, para el consumo responsable, cívica a nivel municipal y educación 
sobre el patrimonio.

Por último, ella deberá orientarse hacia la calidad. Esta se entiende como 
“el cumplimiento de los fines y principios establecidos de la educación”. O 
sea, supone el cumplimiento de todo lo anterior. ¿Cómo se verificará esto? 
¿Quién evaluará si el cumplimiento es suficiente? ¿Habrá un modelo único 
de interpretación de esos fines y principios?

Dotada de tal cantidad de atributos, la educación resulta una utopía inalcan-
zable. Y el derecho a ella escapa de la realidad, incluso, al reino de lo posible. 
Sobre todo, si comparamos tan oceánicas aspiraciones con las precarias —a 
veces paupérrimas— condiciones de aprendizaje que ofrece nuestro sistema 
escolar. La brecha entre lo proclamado y lo disponible se vuelve abismante.

¿Cómo pretende el constituyente reducir o superar esa brecha?

Según el texto propuesto, la solución consistiría en la existencia de un Siste-
ma Nacional de Educación integrado por establecimientos creados o recono-
cidos por el Estado, el que los coordinará, regulará, mejorará y supervigilará 
bajo un régimen común fijado por la ley. Dicho en breve, un sistema similar 
al que tenemos en la actualidad, que la ley denomina mixto.

Mas no es así; la similitud es solo aparente. Pues para avanzar hacia la utopía 
prometida, el constituyente declara que “el Estado deberá articular, gestio-
nar y financiar un Sistema de Educación Pública, de carácter laico y gratuito, 
compuesto por establecimientos e instituciones estatales de todos los niveles 
y modalidades educativas”. Agrega luego que el Estado financiará esta edu-
cación “de forma permanente, directa, pertinente y suficiente, a través de 
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fondos basales”. Este sistema será el “eje estratégico” de la nueva arquitec-
tura y su ampliación y fortalecimiento —se dice— será un deber primordial 
del Estado.

De modo que Chile contaría, entonces, con un sistema nacional compuesto 
por dos subsistemas. Uno estatal, gratuito, estratégico, que debe crecer y for-
talecerse y dispone para ello de financiamiento fiscal suficiente y asegurado. 
Y otro subsistema, en la práctica no estatal, sin financiamiento asegurado, 
ni trato igualitario, supeditado a la cambiante voluntad del legislador. En vez 
de un sistema mixto, por tanto, dos subsistemas, uno estratégico y el otro 
táctico, parece ser. Es decir, un arreglo de lo inmediato para el corto plazo 
mientras avanza la estrategia larga hacia la meta final.

De aquí derivan dos consecuencias importantes.

Por un lado, se abandona y deshace lo avanzado con las leyes de 2009 y 2018 
en relación con la existencia de un régimen mixto de provisión educacional 
en los niveles escolar y superior, respectivamente. Ambas leyes consagraron 
explícitamente dicho régimen, buscando acercarlo a una igualdad de trato 
entre proveedores, independiente de su carácter jurídico. Al contrario, como 
vimos, el texto constitucional crea una dualidad de sistemas, generando un 
trato desigual entre estudiantes. La igualdad de oportunidades desaparece 
del horizonte constitucional que, en vez, crea una educación estamental-
mente dividida en dos clases de alumnos.

Por otro lado, quedan en suspenso los parámetros que regulan a los estable-
cimientos públicos no estatales; esto es, colegios privados subvencionados e 
instituciones privadas de educación superior con gratuidad. No solo se ha-
llan excluidos del “eje estratégico”, sino que además pierden su estatus de 
pilar del régimen mixto y su financiamiento público se torna incierto.

Adicionalmente, el texto constitucional rechazó incluir en la libertad de en-
señanza la prerrogativa que permite crear nuevos establecimientos no esta-
tales. En efecto, ese derecho —ampliamente reconocido en la doctrina inter-
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nacional y en la tradición de nuestro ordenamiento jurídico— no aparece en 
el texto constitucional aprobado por la Convención. Lo mismo ocurre con la 
garantía de la autonomía universitaria, que también se encuentra ausente. 
Ambas son piezas decisivas de sociedades democráticas, diversas y plurales.

En suma, la educación se incorpora a la Constitución con una florida retórica 
de fines, principios y características completamente incongruentes con las 
limitaciones de nuestra educación realmente existente. Enseguida, se la so-
mete a un ambiguo régimen dual que la llevaría, inexorablemente, a un trato 
desigual de los estudiantes, según si asisten a instituciones estatales o no 
estatales. Por lo tanto, no se garantiza, ni siquiera formalmente, la igualdad 
de oportunidades educacionales para todos. A esto se suma una libertad de 
enseñanza truncada, que no incluye el derecho a organizar colegios públicos 
no estatales ni reconoce la autonomía de las universidades como una garan-
tía constitucional.

Dotada de tal cantidad de atributos, la educación resulta una utopía inalcan-
zable. Y el derecho a ella escapa de la realidad, incluso, al reino de lo posible.
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Columna de opinión | José Joaquín Brunner

El discurso de la Convención 
Constitucional y su preámbulo 

Publicado originalmente en El Líbero 

el 2 de noviembre de 2021.1 

I
El discurso que emana de la Convención Constitucional (CC)—esto es, su len-
guaje hablado y escrito lleno de sentidos que se van acumulando, entrela-
zan, circulan y aparecen en la comunicación pública—es la creación de un 
mundo de significados que terminaremos habitando. ¡Nos guste o no, esa 
será la casa común! Un edificio de normas creado por palabras. Una cons-
trucción que, por la fuerza de su habla, emerge como la máxima expresión 
de la performatividad. Este término—de moda en la academia—quiere decir, 
precisamente, producir un hecho social por el mero efecto de las palabras 
pronunciadas por quien corresponde en las circunstancias que corresponde. 
Como la declaración de un matrimonio por la funcionaria civil o el sacerdo-
te. O el juramento o promesa que compromete a un convencional a cumplir 
con el mandato recibido.

Ningún ejemplo mejor y más evidente de un acto de habla performativo que 
el de una Constitución. Recuérdese el famoso Preámbulo:

“Nosotros, el Pueblo de los Estados Unidos, a fin de formar una Unión 
más perfecta, establecer Justicia, afirmar la tranquilidad interior, 
proveer la Defensa común, promover el bienestar general y asegurar 

1	 https://ellibero.cl/opinion/jose-joaquin-brunner-el-discurso-de-la-convencion-constitucio-
nal-y-su-preambulo
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para nosotros mismos y para nuestros descendientes los beneficios de la 
Libertad, estatuimos y sancionamos esta Constitución para los Estados 
Unidos de América”.

Una Constitución viene a ser algo así como una performatividad organizada 
a nivel de una sociedad entera.

Mientras tanto, en Chile, el discurso constitucional en construcción deberá 
culminar en un texto —todavía en fase de preparación inicial— que declarará 
nuestra Carta Fundamental, la que luego será ratificada mediante un plebis-
cito. Por el momento aquel discurso está hecho de relatos, reglamentos in-
ternos, minutas, presentaciones escritas, sesiones de comisiones y el plena-
rio, sucesivas rondas de votaciones, declaraciones públicas varias (colectivas 
e individuales, formales e informales) e intervenciones programadas de los 
convencionales. (Acabamos de recibir un insumo agregado de unas 150 mil 
palabras para contentamiento de aquellos que hacen data mining y digital 
humanities; insumo proveniente de las intervenciones individuales de los 154 
convencionales que declararon su testimonio ante el pleno).

Pronto se pondrá en marcha, adicionalmente, la producción discursiva prin-
cipal: borradores de propuestas sustantivas y sus iteraciones hasta conver-
tirse en artículos y sus justificaciones provenientes de las siete comisiones 
temáticas y una más, de armonización de textos, que aportará su propio flujo 
de palabras, ya más decantado, al cauce central.

Así, a lo largo de los meses, irá conformándose el producto singular más im-
portante de la CC, consistente en el texto de la Carta Fundamental. El enor-
me rastro de palabras, papeles y archivos electrónicos que se habrá reunido 
para entonces será parte de la historia (fidedigna) de nuestra Ley Fundamen-
tal y proveerá material de estudio a generaciones de académicos, servirá a 
los tribunales y a los expertos para desarrollar la doctrina y la jurisprudencia 
de la Constitución de 2022 y, lo más importante, nos constituirá performati-
vamente como sujetos (ciudadanos) y a la sociedad en un Estado cuya natu-
raleza quedará allí consagrado.
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II
No hay por qué apurarse, entonces. Por ahora, lo que tenemos al alcance y 
podemos ver desenvolviéndose es un discurso en formación. Sus líneas de 
fuerza comienzan ya a discernirse.

Por ejemplo, existe, y se expresa, un sentimiento de fondo (mayoritario) que 
terminará coloreando emocionalmente la producción de los textos. Suele 
decirse que las Constituciones transmiten un pathos; incluso, como veremos 
de inmediato, muchas reservan un espacio inicial —el Preámbulo, del latín, 
praeambŭlus: ‘que va delante’— para ese efecto. Significa exordio, prefación, 
aquello que se dice antes de dar principio a lo que se trata de narrar, pro-
bar, mandar, pedir, etc. —que sirve justamente para marcar retóricamente el 
tono, el ánimo, con que fue concebida la Carta.

Claro está, el Preámbulo no está escrito aún, pero crece el sentimiento, el 
relato, la autocomprensión, el ánimo, en que luego se expresará aquel, in-
troduciendo la Constitución. Aquí hay que caminar con especial cuidado, 
sin embargo, de manera de no herir con palabras a quienes han sido elegi-
dos para “usar la palabra”, cosa que hicieron 154 convencionales días atrás. 
¿Por qué? Porque aquellas intervenciones, en cuanto al estado de ánimo 
que manifiestan, producen una extendida sensación de victimismo; v.gr., 
“tendencia a considerarse víctima o hacerse pasar por tal”.

Es decir, la Constitución que más adelante se apruebe estará inspirada, en 
forma determinante, por una mezcla de grandes expectativas y un sentido 
épico que recorre al órgano constituyente, pero proyectada sobre un in-
confundible clima de victimización. Y qué duda cabe: ese clima responde 
a una profunda autocomprensión —germen de identidad colectiva, si se 
quiere— que prima entre numerosos miembros de la CC. En efecto, habría 
que ser inauditamente duro de corazón para no conmoverse frente al tes-
timonio personal de quienes han experimentado tanto dolor e injusticia y 
por lo mismo se muestran como víctimas, junto a otros que solidarizan con 
su queja.
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Desde el punto de vista del discurso en formación, la pregunta es cómo ese 
sentimiento y su corolario de indignación, rabia, incluso el deseo de vengan-
za por el agravio recibido, se transforman luego en inspiración para el orden 
constitucional que se busca (re)fundar. Además de hallarse entremezclado 
aquel con otros sentimientos y tópicos que afloran de los primeros meses 
de trabajo de la CC, tales como una visión particularmente negativa del pre-
sente y de los últimos 30 años; una memoria larga de colonialismo interno 
y guerra permanente de exterminio sufrido por los pueblos originarios; una 
velada justificación de la violencia cuando se la entiende dirigida contra el 
“sistema”; la creencia de que la democracia no es más que una máscara bur-
guesa, y un desprecio hacia las libertades individuales —incluso de pensa-
miento y expresión— cuando se consideran políticamente incorrectas.

III
Entonces, sin tener a la mano todavía los elementos sustantivos del discur-
so constitucional que comenzarán a acumularse en las próximas semanas, 
¿es posible, a pesar de eso, anticipar algunas dinámicas discursivas que bus-
carán expresarse en el Preámbulo, el que pronto entrará a discutirse en la 
Comisión Nº 3 de la CC sobre Principios Constitucionales, Democracia, Na-
cionalidad y Ciudadanía para más adelante pasar a la discusión del pleno?

¿Por qué, se preguntará usted, preocuparse por el Preámbulo a esta altura? 
Porque allí, precisamente, es donde más probablemente incidirá ese senti-
miento o ánimo de fondo que reina en la Convención, a la vez que demarcará 
el principio ideológico que se espera motive luego al resto de la Constitución.

No puede subestimarse pues la importancia crucial del Preámbulo en un tex-
to constitucional. Breslin lo define como el sitio en la Constitución donde 
los constituyentes “proclaman sus intenciones y sensación principales [y] 
comunican sus más profundas aspiraciones para el nuevo sistema guberna-
mental que se ha creado” (B. Breslin, From Words to Worlds: Exploring Cons-
titutional Functionality, 2009). A su turno, un análisis de 50 Constituciones 
de países democráticos arroja un 74% presidida por un Preámbulo; Chile 
(Constitución de 1980, con sus varias reformas) no se halla entre aquellas, 
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al igual que la de otros como Austria, Bélgica, Chipre, Dinamarca, Finlan-
dia, Italia, Letonia, Luxemburgo, Noruega, Países Bajos, Rumania, Singapur 
y Suecia (Orgad, 2010). Por tanto, hay en este ámbito tradiciones diversas y 
una práctica dominante.

Aquí, en casa, dos académicos, Fuentes y Lovera (2021), sostienen que los 
Preámbulos constitucionales “son una ‘poesía’ necesaria y relevante pues no 
solo explicitan los valores y normas de lo que nos gustaría fuera la socie-
dad, sino que además definen al sujeto que nombra ese ideal y establecen 
orientaciones fundamentales para la convivencia. Esas primeras líneas son, 
en cierto sentido, un espejo de lo que somos y de lo que aspiramos ser. […] 
Si aceptamos que el preámbulo es un espejo de lo que nos gustaría fuese la 
sociedad, la siguiente pregunta es qué tipo de preámbulo debiese escribir-
se”. La Convención debería entonces, dicen, responder a preguntas como: 
“¿Quién es el sujeto que debe hablar en esa introducción? ¿El pueblo? ¿el po-
der constituyente? ¿los y las representantes del pueblo reunidas en la Con-
vención? ¿Qué propósito debiese ser anunciado en esta introducción?”

Al final, ambos académicos anticipan algunas ideas que estiman inspirarán 
nuestro “nuevo pacto de convivencia social”; muy probablemente, creen 
ellos, “se considerarán frases asociadas al carácter democrático de la repú-
blica, a la deseabilidad de promover una vida en comunidad que sea digna y 
con justicia social. Muy probablemente se valorará la diversidad socio-cultu-
ral y territorial. Más de alguna palabra se dirá sobre la protección del medio 
ambiente. Es plausible que surgirán debates sobre el énfasis que se le dará 
a la libertad vs. la igualdad y respecto del sitial que tendrá el Estado en la 
organización de la vida social”.

En cambio, el proyecto de Constitución de la Presidenta Bachelet (2018) pro-
ponía un Preámbulo conciso y, si se quiere, bastante tradicional: “Nosotros, 
los pueblos de Chile, responsables ante nuestra historia y su porvenir, nos 
otorgamos esta Constitución Política de la República de Chile. Lo hacemos 
en forma libre y democrática, ejerciendo el poder constituyente originario 
del que estamos investidos. La finalidad de este acto solemne es vivir en paz, 
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en justicia y en prosperidad dentro de nuestras fronteras, y convivir con to-
dos los países y pueblos del mundo, promoviendo y respetando la dignidad, 
la libertad, la igualdad, la solidaridad y los derechos fundamentales de todos 
los seres humanos”.

IV
Entonces, ¿qué características atribuye la doctrina a los Preámbulos? ¿Cómo 
se organizan y qué función cumplen? ¿Y cual es su extensión?

Según Orgad (2010), el constitucionalista ya antes citado, los Preámbulos de 
las Constituciones suelen tener cinco partes declarativas: (i) La soberanía, 
que enuncia la fuente de ella y, en la mayoría de los casos, usa un término 
general como “el pueblo” o uno más específico como ‘la nación española.’ 
(ii) La narrativa histórica, que cuenta los procesos que moldearon una iden-
tidad común y se refieren a eventos pasados que fueron cruciales para el 
establecimiento del Estado. Por ejemplo, en el caso de aquellos países que 
surgieron después del colonialismo, estas narrativas suelen incluir el reco-
nocimiento y celebración de las luchas de independencia y autodetermina-
ción. (iii) Las metas superiores proclamadas para la sociedad que a veces 
se presentan como ideas abstractas, tales como libertad y felicidad. (iv) La 
identidad nacional, que manifiesta la creencia fundamental de una nación 
sobre sí misma (como una comunidad imaginada) y sus compromisos. (v) 
En ocasiones, además, el texto preambular contiene una mención a dios o 
la religión.

En cuanto a las funciones, la literatura atribuye a los Preámbulos tres: (i) 
simbólico-ceremonial, sirviendo como un medio para consolidar la identi-
dad nacional, pero sin poseer propiamente fuerza vinculante; (ii) interpre-
tativa, asumiendo el rol de guía para la interpretación legal y constitucional, 
y (iii) sustantiva, en la cual el propio Preámbulo sirve como fuente indepen-
diente para los derechos constitucionales.

Finalmente, cabe señalar que los Preámbulos poseen extensiones diversas 
(más adelante, en la sección 6 anexa, puede consultarse una muestra de esa 
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diversidad). Todas pertenecen a una misma categoría retórica, pero difieren 
en longitud y sus contenidos.

Una revisión comparada de 26 Preámbulos revela que los más breves contie-
nen entre 81 y 85 palabras (los de Taiwán y la India, respectivamente), mien-
tras el más largo, el de China, contiene 1.141 palabras. En América Latina, 
el Preámbulo de la Constitución boliviana, promulgada en 2009, tiene 329 
palabras y se divide en siete párrafos. En cambio, el de la Constitución ecua-
toriana de 2008 es más breve; 176 palabras enunciadas en 20 líneas seguidas, 
sin división en párrafos.

Las últimas dos corresponden a Cartas Fundamentales que se estudian como 
expresiones del nuevo constitucionalismo latinoamericano “que buscaba 
mejorar la situación social, democratizar la política y transformar el Estado” 
(Martínez Dalmau, 2018), corriente que según algunos tratadistas incluye 
además las Constituciones de Colombia (1991), Argentina (1994) y Venezue-
la (1999). Al contrario, Gargarella y Courtis (2009) escriben: “Muchos han 
hecho referencia, entonces, a las nuevas Constituciones latinoamericanas 
como ‘poéticas’; Constituciones que no hablan de la realidad, sino que inclu-
yen expresiones de deseos, sueños, aspiraciones, sin ningún contacto con la 
vida real de los países en donde se aplican”.

V
La pregunta que interesa responder aquí es qué tipo de Preámbulo puede es-
perarse elaborará la CC chilena; en torno a qué principios y con cual “poesía”.

Desde ya hay algunas indicaciones que sirven para anticipar por dónde po-
drían andar las respuestas a dicha pregunta. Por ejemplo, el Reglamento Ge-
neral de la Convención enumera un cúmulo de principios que van de la letra 
a) hasta la z), dando cuenta así de la latitud e intensidad de los principios 
morales rectores que los convencionales reclaman para sí. Bien podría tra-
tarse del tipo de mentalidad que los anglosajones llaman self-righteous, y que 
alguien ha traducido como “sentimiento de superioridad moral derivado de 
la convicción de que las propias creencias o afiliaciones son más virtuosas 
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que las de los demás”. Lo cual viene al caso, si se observa el catálogo de man-
damientos que regula el comportamiento que los miembros de la CC esperan 
cumplir y exigir. Se enumeran a continuación en el orden en que aparecen 
dentro del Reglamento:

a) Preeminencia de Derechos Humanos.

b) Igualdad y prohibición de discriminación.

c) Enfoque de género y perspectiva feminista.

d) Plurinacionalidad.

e) Interculturalidad. 

f) Descentralización.

g) Equidad territorial.

h) Plurilingüismo e igualdad lingüística. 

i) Participación popular incidente.

j) Participación incidente de Pueblos Indígenas y Consulta Indígena.

k) Probidad y ética.

l) Enfoque de cuidados.

m) Principio de respeto y cuidado de la Naturaleza y aplicación de un enfoque 
ecológico.

n) Eficacia.

ñ) Coherencia.

o) Enfoque de niñez y adolescencia.

p) Inclusivo.

q) Enfoque de culturas, patrimonio y arte.

r) Publicidad y Transparencia. 

s) Economía y cuidado de los recursos públicos.

t) Principio de interpretación pro persona.

u) Pluralismo.
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v) Tolerancia.

w) Deliberación informada.

x) Lenguaje claro e inclusivo.

y) Trazabilidad (tanto de la información producida como de aquella requerida 
eternamente).

z) Perspectiva Socioecológica.

La sola explicitación del conjunto de estos principios en el Reglamento Ge-
neral suma 1.800 palabras, de modo que si la CC no se refrena en su talante 
de retórica moral, el Preámbulo podría ocupar varias páginas de la nueva 
Constitución. Sobre todo si se considera que hay otro conjunto de principios 
aprobados por la CC en tres Reglamentos adicionales: de Ética, de Participa-
ción Popular y de Participación y Consulta Indígena. Cada uno de ellos, a su 
turno, diversifica y enriquece —hasta saturarlo— el universo de principios 
que estará presente a la hora de redactar el Preámbulo de la Constitución.

Así, el Reglamento de ética y convivencia; prevención y sanción de la violen-
cia política y de género, discursos de odio, negacionismo y distintos tipos de 
discriminación; y de probidad y transparencia en el ejercicio del cargo, suma 
a los anteriores más de 20 principios, algunos mera reiteración o variación 
de los anteriores, otros nuevos. Incluye principios de ética en el ejercicio del 
cargo, de probidad, de transparencia, de igualdad, prevención y sanción de 
distintos tipos de discriminación, de plurinacionalidad e interculturalidad, 
de prevención y sanción de violencias, de perspectiva de género, de enfoque 
de derechos humanos, de veracidad, de responsabilidad, de diligencia y ce-
leridad, de respeto y otros relativos a conflictos de interés, discriminación, 
violencia, violencia de género, discurso de odio, violencia de credo, negacio-
nismo y desinformación.

Agréguese a los ya mencionados, aquellos provenientes del Reglamento de 
participación y consulta indígena, el cual enuncia los siguientes principios 
generales: de plurinacionalidad y libre determinación de los pueblos, de 
continuidad y flexibilidad, de interculturalidad, de igualdad en el acceso a 
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la información, de salvaguarda, de transparencia, pro-pueblos, de buena fe, 
inclusivo y accesible, y principio de igualdad y no discriminación.

Por último, el Reglamento de mecanismos, orgánica y metodologías de par-
ticipación y educación popular constituyente, suma un número semejante 
al de los anteriores reglamentos: participación incidente y vinculante, per-
tinencia y eficiencia, participación amplia e inclusiva, diversidad y pluralis-
mo, accesibilidad universal, descentralización, equidad y justicia territorial, 
acceso a la información, transparencia y trazabilidad, enfoque de género y 
perspectivas feministas, plurinacionalidad y descolonización (“respeto irres-
tricto a los usos y costumbres de pueblos originarios y el pueblo tribal afro-
descendiente”), interculturalidad, enfoque de niñez y adolescencia, perspec-
tiva de cuidados, colaboración y cooperación.

En suma, la CC acumula desde ya, y antes de entrar a la discusión de los 
temas llamados sustantivos (articulado de la nueva Constitución), un amplio 
discurso de principios que perfectamente permite imaginar ciertos conteni-
dos y prefigurar el tono retórico del Preámbulo de la nueva Constitución. Es 
decir, su antesala, el pórtico donde se halla inscrita la admonición “Lasciate 
ogni speranza, voi ch’entrate” (vosotros que entráis, abandonad cualquiera 
esperanza), solo que en este caso, una vez traspasado ese pórtico, encon-
trarnos cara a cara con el país soñado, su “poesía” e inspiración ideológica 
declarada en el Preámbulo.

Por cierto, no habrá lugar allí para todos y cada uno de los principios, valores 
y enfoques ético-políticos y de filosofía social enunciados. Pero es posible 
imaginar que el Preámbulo quiera hacerse cargo, en lo mínimo, de los lla-
mados enfoques o perspectivas, que son algo así como las lentes ético-filo-
sóficas (ideológicas) a través de las cuales se desea mirar a la sociedad y ser 
juzgados como habitantes del nuevo orden: enfoque de plurinacionalidad, 
plurilingüismo, igualdad lingüística e interculturalidad; enfoque ecológico, 
ecosistémico, de descentralización y equidad territorial; enfoque de cuida-
dos y basado en el principio del buen vivir, el principio biocéntrico, el prin-
cipio del Itrofill Mongen, el principio del Suma Qamaña y Sumak Kawsay 
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(que forman parte del principio [general] de ética en el ejercicio del cargo); 
enfoque de derechos humanos; perspectiva de género, feminista y no sexis-
ta; enfoque de niñez y adolescencia; enfoque de culturas, patrimonio y arte; 
enfoque de inclusión. Cada quien puede pensar cómo —a partir de estos en-
foques y su combinación y redacción— emergerá el Preámbulo de nuestra 
futura Constitución.

VI
(A manera de anexo, selección comentada de Preámbulos constitucionales 
del mundo)

En esta sección, que el lector ya cansado de tanto preámbulo —en el sentido 
de rodeo o digresión— puede perfectamente desistir de leer, revisamos una 
serie de Preámbulos constitucionales de diferentes países para así tener a la 
vista algunos modelos, su “poesía” y el ángulo que eligen para dar entrada a 
su orden constitucional performativamente imaginado.

Partimos este recorrido por las Américas y el clásico enunciado de la Cons-
titución de los Estados Unidos de América ya citado en el texto, pero que 
conviene recordar aquí pues su retórica centenaria suena hasta hoy como 
un modelo clásico.

Nosotros, el Pueblo de los Estados Unidos, a fin de formar una Unión más 
perfecta, establecer Justicia, afirmar la tranquilidad interior, proveer la 
Defensa común, promover el bienestar general y asegurar para nosotros 
mismos y para nuestros descendientes los beneficios de la Libertad, estatui-
mos y sancionamos esta Constitución para los Estados Unidos de América.

En América Latina, donde se proclama, como vimos, un ‘nuevo constitucio-
nalismo’, hay sin embargo “voces” retóricamente muy diferentes que hablan 
de sueños e imaginarios en distintos versos preambulares.

Argentina, por ejemplo, se ajusta al patrón clásico, con una retórica de me-
diados del siglo XIX que perdura hasta hoy en el Preámbulo de su Constitu-
ción (1853):
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Nos, los representantes del pueblo de la Nación Argentina, reunidos en 
Congreso General Constituyente por voluntad y elección de las provincias 
que la componen, en cumplimiento de pactos preexistentes, con el objeto 
de constituir la unión nacional, afianzar la justicia, consolidar la paz 
interior, proveer a la defensa común, promover el bienestar general, y 
asegurar los beneficios de la libertad, para nosotros, para nuestra pos-
teridad, y para todos los hombres del mundo que quieran habitar en el 
suelo argentino: invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y 
justicia: ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución, para 
la Nación Argentina.

La Constitución de 1988, que establece la República Federativa del Brasil 
como Estado Democrático de Derecho tras el ciclo autoritario que dominó a 
ese país desde 1964 hasta mediados de la década de 80, inaugura una nueva 
era en el constitucionalismo brasileño (Figueiredo, 2008), habiendo experi-
mentado diversas enmiendas hasta hoy. A pesar de la extensión de su articu-
lado, a veces criticada, tiene un Preámbulo breve:

Nós, representantes do povo brasileiro, reunidos em Assembléia Nacional 
Constituinte para instituir um Estado democrático, destinado a assegu-
rar o exercício dos direitos sociais e individuais, a liberdade, a segurança, 
o bem-estar, o desenvolvimento, a igualdade e a justiça como valores su-
premos de uma sociedade fraterna, pluralista e sem preconceitos, fun-
dada na harmonia social e comprometida, na ordem interna e interna-
cional, com a solução pacífica das controvérsias, promulgamos, sob a 
proteção de Deus, a seguinte Constituição Da República Federativa Do 
Brasil.

También Perú introduce su Constitución del año 1993 con un austero proemio:

El Congreso Constituyente Democrático, invocando a Dios Todopodero-
so, obedeciendo el mandato del pueblo peruano y recordando el sacrificio 
de todas las generaciones que nos han precedido en nuestra Patria, ha 
resuelto dar la siguiente Constitución.
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Y lo mismo ocurre con la Constitución de Colombia que usa una forma a la 
vez solemne y escueta.

El pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder soberano, representado 
por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando 
la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y 
asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, 
la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco 
jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, 
económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración de la 
comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y promulga la siguiente: 
Constitución Política de Colombia.

La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, aprobada en 1999, 
que ha sido designada como el ejemplo más rotundo del nuevo constitucio-
nalismo latinoamericano (Martínez Dalmau, 2020), contiene ya en su Preám-
bulo algunas referencias al “sueño” supremo de refundar la República:

El pueblo de Venezuela, en ejercicio de sus poderes creadores e invocando 
la protección de Dios, el ejemplo histórico de nuestro Libertador Simón 
Bolívar y el heroísmo y sacrificio de nuestros antepasados aborígenes y 
de los precursores y forjadores de una patria libre y soberana; con el fin 
supremo de refundar la República para establecer una sociedad demo-
crática, participativa y protagónica, multiétnica y pluricultural en un 
Estado de justicia, federal y descentralizado, que consolide los valores de 
la libertad, la independencia, la paz, la solidaridad, el bien común, la 
integridad territorial, la convivencia y el imperio de la ley para esta y 
las futuras generaciones; asegure el derecho a la vida, al trabajo, a la 
cultura, a la educación, a la justicia social y a la igualdad sin discri-
minación ni subordinación alguna; promueva la cooperación pacífica 
entre las naciones e impulse y consolide la integración latinoamericana 
de acuerdo con el principio de no intervención y autodeterminación de 
los pueblos, la garantía universal e indivisible de los derechos humanos, 
la democratización de la sociedad internacional, el desarme nuclear, el 
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equilibrio ecológico y los bienes jurídicos ambientales como patrimonio 
común e irrenunciable de la humanidad; en ejercicio de su poder origi-
nario representado por la Asamblea Nacional Constituyente mediante el 
voto libre y en referendo democrático, decreta la siguiente Constitución.

En el caso del Estado Plurinacional de Bolivia, la Constitución de 2009 que, se 
ha dicho, “reconfigura, renombra y forma de nuevo, por no decir que recrea, 
el Estado-nación boliviano” (Marsteintredet, 2017), contiene un Preámbulo 
de inspiración retórica garciamarquiana, junto con proclamar la refunda-
ción de Bolivia.

En tiempos inmemoriales se erigieron montañas, se desplazaron ríos, se 
formaron lagos. Nuestra amazonia, nuestro chaco, nuestro altiplano y 
nuestros llanos y valles se cubrieron de verdores y flores. Poblamos esta 
sagrada Madre Tierra con rostros diferentes, y comprendimos desde 
entonces la pluralidad vigente de todas las cosas y nuestra diversidad 
como seres y culturas. Así conformamos nuestros pueblos, y jamás com-
prendimos el racismo hasta que lo sufrimos desde los funestos tiempos de 
la colonia.

El pueblo boliviano, de composición plural, desde la profundidad de la 
historia, inspirado en las luchas del pasado, en la sublevación indígena 
anticolonial, en la independencia, en las luchas populares de liberación, 
en las marchas indígenas, sociales y sindicales, en las guerras del agua 
y de octubre, en las luchas por la tierra y territorio, y con la memoria de 
nuestros mártires, construimos un nuevo Estado.

Un Estado basado en el respeto e igualdad entre todos, con principios 
de soberanía, dignidad, complementariedad, solidaridad, armonía y 
equidad en la distribución y redistribución del producto social, donde 
predomine la búsqueda del vivir bien; con respeto a la pluralidad econó-
mica, social, jurídica, política y cultural de los habitantes de esta tierra; 
en convivencia colectiva con acceso al agua, trabajo, educación, salud y 
vivienda para todos.
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Dejamos en el pasado el Estado colonial, republicano y neoliberal. Asu-
mimos el reto histórico de construir colectivamente el Estado Unitario 
Social de Derecho Plurinacional Comunitario, que integra y articula los 
propósitos de avanzar hacia una Bolivia democrática, productiva, por-
tadora e inspiradora de la paz, comprometida con el desarrollo integral y 
con la libre determinación de los pueblos.

Nosotros, mujeres y hombres, a través de la Asamblea Constituyente y 
con el poder originario del pueblo, manifestamos nuestro compromiso 
con la unidad e integridad del país.

Cumpliendo el mandato de nuestros pueblos, con la fortaleza de nuestra 
Pachamama y gracias a Dios, refundamos Bolivia.

Honor y gloria a los mártires de la gesta constituyente y liberadora, que 
han hecho posible esta nueva historia.

A su turno, la Constitución del Ecuador, del año 2008, declara en su Preámbulo:

Nosotras y Nosotros, el pueblo soberano del Ecuador

Reconociendo nuestras raíces milenarias, forjadas por mujeres y hombres 
de distintos pueblos,

Celebrando a la naturaleza, la Pacha Mama, de la que somos parte y que 
es vital para nuestra existencia,

Invocando el nombre de Dios y reconociendo nuestras diversas formas de 
religiosidad y espiritualidad,

Apelando a la sabiduría de todas las culturas que nos enriquecen como 
sociedad,

Como Herederos de las luchas sociales de liberación frente a todas las 
formas de dominación y colonialismo,

Y con un profundo compromiso con el presente y el futuro,



ACSPM  |  PUCV (Editores)

166

Decidimos construir

Una nueva forma de convivencia ciudadana, en diversidad y armonía 
con la naturaleza, para alcanzar el buen vivir, el sumak kawsay;

Una sociedad que respeta, en todas sus dimensiones, la dignidad de las 
personas y las colectividades;

Un país democrático, comprometido con la integración latinoamerica-
na —sueño de Bolívar y Alfaro—, la paz y la solidaridad con todos los 
pueblos de la tierra; y,

En ejercicio de nuestra soberanía, en Ciudad Alfaro, Montecristi, provin-
cia de Manabí, nos damos la presente: Constitución de la República del 
Ecuador.

De entre las Constituciones de países europeos elegimos tres ejemplos: Ale-
mania, España y Portugal.

La Ley Fundamental de la República Federal de Alemania, aprobada en 1949 
perdura hasta hoy, con diversos cambios introducidos a lo largo de su histo-
ria. Con la Reunificación de los dos Estados alemanes desapareció el carác-
ter inicialmente provisorio de esta Ley y se reconoció como definitiva. Así 
fue ratificado por el Art. del Tratado de Reunificación entre la RFA y la RDA 
(Álvarez, 1993). El Preámbulo reza ahora de la siguiente manera:

Consciente de su responsabilidad ante Dios y ante los hombres, animado 
de la voluntad de servir a la paz del mundo, como miembro con igual-
dad de derechos de una Europa unida, el pueblo alemán, en virtud de su 
poder constituyente, se ha otorgado la presente Ley Fundamental. Los 
alemanes, en los Länder de Baden-Wurtemberg, Baja Sajonia, Baviera, 
Berlín, Brandeburgo, Bremen, Hamburgo, Hesse, Mecklemburgo-Pome-
rania Occidental, Renania del Norte-Westfalia, Renania-Palatinado, Sa-
jonia, Sajonia- Anhalt, Sarre, Schleswig-Holstein y Turingia, han consu-
mado, en libre autodeterminación, la unidad y la libertad de Alemania. 
La presente Ley Fundamental rige, pues, para todo el pueblo alemán.
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En el caso de la Constitución española de 1978, siempre de interés en Chile 
y América Latina, sobre todo por su papel fundamental en la transición de-
mocrática tras la dictadura franquista, el Preámbulo gira en torno a la idea 
de la construcción de una “sociedad democrática avanzada”, según señala 
Tajadura Tejada (1997). Por su parte, según Raúl Morodo, uno de los partici-
pantes en la elaboración de la Constitución de 1978, se trata—en el caso de 
este Preámbulo—de “un texto que, como suele ocurrir en los documentos de 
compromiso, refleja una gran ambigüedad en muchos temas, pero, en defi-
nitiva, es un reflejo jurídico no sólo de la propia naturaleza de la transición 
política, sino también de las fuerzas mayoritarias parlamentarias”.

La nación española, deseando establecer la justicia, la libertad y la seguridad 
y promover el bien de cuantos la integran, en uso de su soberanía, proclama 
su voluntad de:

Garantizar la convivencia democrática dentro de la Constitución y de 
las leyes conforme a un orden económico y social justo. Consolidar un 
Estado de Derecho que asegure el imperio de la ley como expresión de la 
voluntad popular.

Proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los 
derechos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones. 
Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a to-
dos una digna calidad de vida.

Establecer una sociedad democrática avanzada, y

Colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de eficaz 
cooperación entre todos los pueblos de la Tierra.

La Constitución portuguesa del año 1976, en cambio, no padeció las 
ambigüedades de las cuales se queja Morodo en el caso español. En efecto, 
el Preámbulo parte con la victoria revolucionaria frente al “régimen fascis-
ta” y proclama la perspectiva de “abrir la senda hacia una sociedad socia-
lista”. Como señala un comentarista, “tanto la proclamación de la legitimi-
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dad democrático-revolucionaria como del objetivo socialista no dejan de ser 
elementos que contribuyen a la singularización del modelo constitucional 
portugués” (Pérez-Ayala, 2007). Sin duda. Y, a manera de una suerte de ho-
menaje a la memoria histórica de esta Constitución, aquella singularidad se 
mantiene intacta hasta hoy, a pesar de los cambios experimentados por el 
articulado que, entre otros, abandonaron el compromiso ideológico con una 
sociedad socialista.

El 25 de abril de 1974 el Movimiento de las Fuerzas Armadas (o Movi-
mento das Forças Armadas) derribó el régimen fascista, coronando la 
larga resistencia del pueblo portugués e interpretando sus sentimientos 
profundos.

Liberar a Portugal de la dictadura, la opresión y el colonialismo ha re-
presentado una transformación y el comienzo de una inflexión histórica 
de la sociedad portuguesa.

La Revolución ha devuelto a los portugueses los derechos y libertades fun-
damentales. En ejercicio de estos derechos y libertades se reunieron los 
legítimos representantes del pueblo para elaborar una Constitución que 
correspondiese a las aspiraciones del país.

La Asamblea Constituyente (A Assembleia Constituinte) proclama la de-
cisión del pueblo portugués de defender la independencia nacional, de 
garantizar los derechos fundamentales de los ciudadanos, de establecer 
los principios básicos de la democracia, de asegurar la primacía del Esta-
do de derecho democrático y de abrir la senda hacia una sociedad socia-
lista, dentro del respeto a la voluntad del pueblo portugués y con vistas a 
la construcción de un país más libre, más justo y más fraterno.

La Asamblea Constituyente, reunida en sesión plenaria el 2 de abril de 
1976, aprueba y decreta la siguiente Constitución de la República por-
tuguesa.
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Por último, agregamos aquí, al final, el caso de dos países por su especial 
interés.

Sudáfrica, el primer lugar, por el hecho de que debió acordar una Carta Fun-
damental tras el apartheid y para sanar las divisiones del pasado y establecer 
una sociedad basada en los valores democráticos que pudiesen conducir a 
una reconciliación de su pueblo.

Nosotros, el pueblo de Sudáfrica, reconocemos las injusticias de nuestro 
pasado; honramos a aquéllos que sufrieron en nombre de la justicia y 
la libertad en nuestra tierra; respetamos a los que han trabajado para 
la construcción y el desarrollo de nuestro país; y creemos que Sudáfrica 
pertenece a aquéllos que la habitan, unidos dentro de nuestra diversidad.

Por lo tanto, a través de nuestros representantes libremente elegidos, 
adoptamos la presente Constitución como la ley suprema de la República, 
con el siguiente objeto:

Sanar las divisiones del pasado y establecer una sociedad basada en los 
valores democráticos, la justicia social y los derechos humanos funda-
mentales;

Sentar las bases correspondientes a una sociedad democrática y abierta

en la cual el gobierno represente la voluntad del pueblo y en la que todos 
los ciudadanos sean igualitariamente protegidos por la ley;

Mejorar la calidad de vida de todos los ciudadanos y liberar el potencial 
de cada persona, y

Construir una República de Sudáfrica unida y democrática, capaz de 
ocupar el lugar que le corresponde como estado soberano en la familia de 
las naciones.

Que Dios proteja a nuestro pueblo.
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May God protect our people. Nkosi Sikelel’ iAfrika. Morena boloka set-
jhaba sa heso. God seën Suid-Afrika. God bless South Africa. Mudzimu 
fhatutshedza Afurika. Hosi katekisa Afrika.

En seguida, la Constitución de la República Popular China de 1982 –con un 
extenso Prólogo, como vimos— la que ha experimentado varias modificacio-
nes importantes, la más reciente en 2018. Aquí transcribimos solamente la 
parte del Prólogo relativa al compromiso ideológico del Estado con el PC chi-
no y su pensamiento en torno a la modernización, la “democracia popular” y 
el camino socialista. Según un tratadista chino, las cinco reglas básicas de la 
Constitución china pueden descubrirse en el Preámbulo. Serían, en orden je-
rárquico descendente: el liderazgo del PCCh, socialismo, centralismo demo-
crático, modernización y derechos básicos. El poder, por tanto, reside en el 
pueblo pero expresado a través del Partido, que es la fuente de toda la juridi-
cidad del sistema (Chen Duanhong, 2008). Según este tratadista, existe pues 
un conflicto irresoluble entre “un completo sistema de legalidad fabricado 
por una vía normativa, por un lado y, por el otro, una voluntad factualmente 
legítima”, la del Partido, cuyas decisiones son, al final, la Constitución.

La victoria de la revolución de la nueva democracia y los éxitos de la cau-
sa socialista de China han sido alcanzados por el pueblo chino de todas 
las nacionalidades bajo el liderazgo del Partido Comunista de China y la 
guía del marxismo-leninismo y del pensamiento de Mao Zedong, persis-
tiendo en la verdad, rectificando los errores y superando numerosas difi-
cultades y escollos. China estará en la primera fase del socialismo por un 
largo período de tiempo. La tarea fundamental de nuestra nación consis-
te en concentrar sus esfuerzos en la modernización socialista siguiendo el 
estilo propio del socialismo chino. Bajo la dirección del Partido Comunis-
ta de China y la guía por el marxismo-leninismo, el pensamiento de Mao 
Zedong, la teoría de Den Xiaoping y la importante teoría de las “tres 
representaciones” (o triple representatividad2), el pueblo chino de las di-

2	 En el XVI Congreso Nacional del Partido, celebrado en el 2002, se acordó unánimemente 
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versas nacionalidades seguirá perseverando en la dictadura democrática 
popular y en el camino socialista, persistiendo en la reforma, la apertura 
y el mejoramiento de las instituciones especificas del socialismo; desarro-
llando la democracia socialista y reforzando el sistema legal socialista; y 
luchando tenazmente apoyado en sus propios esfuerzos para modernizar 
paso a paso la industria, la agricultura, la defensa nacional, y la ciencia 
y tecnología; promoviendo coordinadamente el desarrollo material, po-
lítico y espiritual de las civilizaciones para convertir a China en una po-
derosa y próspera nación socialista altamente civilizada y democrática.

incluir la «triple representatividad» entre los pensamientos guía del Partido, junto con el 
marxismo-leninismo, el pensamiento de Mao Zedong y la teoría de Deng Xiaoping. Repre-
sentar la tendencia de desarrollo de las avanzadas fuerzas productivas de China significa 
que la teoría, la línea, el programa, las directrices, las políticas y el trabajo del Partido 
deben corresponderse mediante los esfuerzos con las reglas del desarrollo de las fuerzas 
productivas y que, a través de su desarrollo, se eleva incesantemente el nivel de vida del 
pueblo; representar la orientación de la cultura avanzada de China significa que la teoría, 
la línea, el programa, las directrices, las políticas y el trabajo del Partido deben satisfacer 
la exigencia de desarrollar una cultura socialista nacional, científica, popular y orienta-
da a la modernización, al mundo y al futuro; representar en todo momento los intereses 
fundamentales de las más amplias masas populares de China significa que las teorías, las 
líneas políticas, los programas, las directrices, las medidas políticas y el trabajo del Partido 
deben insistir en considerar los intereses básicos del pueblo como punto de partida y de 
llegada, y permitir que las masas populares logren sin cesar beneficios económicos, políti-
cos y culturales sobre la base del desarrollo y el progreso constantes de la sociedad” (XVII 
Congreso Nacional del PCCh, 2007).
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Ensayo | Enrique Barros

División de poderes: delinear 
las fronteras del poder 

¿Por qué la estructura del poder público es tan importante 

en el diseño constitucional? Esta distribución de fuerzas 

suele plantearse como un dilema entre el Ejecutivo y el 

Parlamento. Nada más erróneo. Sea un presidente o un 

primer ministro, la tarea de administración del Estado 

no se debe confundir con la de legislar. La Convención 

Constitucional tiene una tarea importante en hacernos 

converger espiritualmente. Pero, mirando al futuro, es muy 

decisivo el ordenamiento de la autoridad.

Publicado originalmente en la Revista Universitaria N° 163 

de la Pontificia Universidad Católica, el 29 de abril de 20221.

PUNTOS DE PARTIDA
Qué pena ocupar este espacio generoso en cuestiones formales, como es la 
arquitectura del poder en la Constitución. Pero la obtención de bienes su-
periores supone partir por los inferiores que los condicionan. Es tiempo de 
Montesquieu, más que de Rousseau.

Qué tipo de sociedad política queremos está esbozado en el concepto de 
“estado social de derecho”, que comprende dos elementos: la garantía de 

1	 https://revistauniversitaria.uc.cl/revista/chile-se-constituye/
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libertades protegidas por una judicatura independiente y directivas fina-
listas en materias sociales y de bienes comunes.

Pero los servicios de salud de calidad, una buena educación o la protección 
de la vejez no dependen de reglas, sino de la riqueza del erario público y de 
políticas bien diseñadas y mejor ejecutadas. La sociedad civil debiera ser es-
cuchada al definir prioridades y en el control de calidad de los servicios; sin 
embargo, siempre serán los órganos del Estado los que definan los caminos.

¿QUIÉN MANDA A QUIÉN?
La distribución del poder público suele plantearse como un dilema entre 
el Ejecutivo y el Parlamento. Nada más erróneo. En sociedades complejas 
se requiere de un “gobierno” que dirija el inmenso Estado administrador. 
Sea un presidente o un primer ministro, la tarea de administración del Esta-
do no se debe confundir con la de legislar. Por eso, un primer ministro es jefe 
de gobierno, al igual que un presidente.

El primer axioma, entonces, es que no puede existir cogobierno del pre-
sidente o primer ministro con el Parlamento. La función gubernamental 
debe estar fortalecida y separada de la legislativa. Por ejemplo, cuidado con 
las acusaciones constitucionales por simple mayoría, a la peruana y… a la 
chilena.

Una vez asumido que la arquitectura debe ser simple, conviene mirar con 
desconfianza las propuestas de un presidencialismo moderado o de un se-
mipresidencialismo de mescolanza, como el peruano, que incita al conflicto.

Solo si hay claridad en esa separación de funciones se pasa a la pregunta 
por los medios que favorezcan que el gobierno tenga mayoría parlamenta-
ria, porque buena parte de su agenda política requiere de legislación.

LA CULTURA POLÍTICA CHILENA
Respetables académicos han argumentado en favor del presidencialismo 
que conocemos: se requiere de una conducción política fuerte, con legi-
timidad popular directa; el jefe de gobierno no puede ser elegido “entre 
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gallos y medianoche” por caudillos políticos de mala laya; se debe privile-
giar la estabilidad del sistema político y otras ideas semejantes.

Se ignora que en los 50 años que siguieron a la Segunda Guerra Mundial, solo 
23 democracias subsistieron; de ellas solo dos, Costa Rica y Estados Unidos, 
eran presidenciales, una semipresidencial (Francia) y las otras 20 eran par-
lamentarias. Experiencias recientes muestran que hay más riesgo de popu-
lismo narcisista y autoritario en un presidente que en un primer ministro.

El argumento más fuerte para el presidencialismo parece ser su arraigo en 
la cultura política chilena.

¿Se imagina usted que Chile no tenga un presidente de elección popular? 
Pero el asunto no es bipolar: en un régimen parlamentario las listas partida-
rias también están lideradas por un candidato a primer ministro. Así, en las 
elecciones españolas o alemanas la gente sabe quién es el candidato a jefe de 
gobierno tras el partido que vota.

DISFUNCIONALIDAD DE NUESTRO SISTEMA ELECTORAL
Es obvio que ninguna forma de gobierno soporta nuestro sistema electo-
ral. La cantidad de listas pegadas con engrudo para la Constituyente muestra 
la urgencia de reconocer que toda democracia reposa en un régimen de par-
tidos. La gobernabilidad se ve afectada si abundan en el Parlamento pan-
dillas ligadas por emociones efímeras. La Constitución puede incentivar 
que los partidos sean deliberativos, de libre afiliación y que sus elecciones 
internas sean fiscalizadas. Y todo ello complementado por un sistema de 
reclutamiento profesional de funcionarios públicos, que impida nuestro 
obsceno clientelismo.

En otras palabras, hay medios para incentivar la colaboración Gobierno-Par-
lamento, que debieran definirse por la Constitución: la barrera alemana del 
5% del electorado para acceder al Parlamento, la prohibición de pactos elec-
torales; un sistema electoral que fomente la fusión de partidos. Solo así se 
favorece que después de las elecciones se negocie una coalición que permita 
la gobernabilidad.
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La Convención debiera analizar con serenidad lo que anda mal en el ré-
gimen de partidos y en el Parlamento. Es una tarea que no puede dejarse 
para después.

PRESIDENCIALISMO REFORZADO O 
PARLAMENTARISMO RACIONALIZADO
El gran problema de la política chilena es que hay dos legitimidades con-
currentes, la presidencial y la parlamentaria, sin que el sistema conten-
ga incentivos a la cooperación. Un régimen parlamentario es eficaz en la 
medida en que esté construido sobre reglas que favorezcan la formación de 
coaliciones. Ahí reside, por el contrario, la debilidad de nuestro presidencia-
lismo: un presidente de elección popular se entiende legitimado para llevar 
adelante su programa. Pero el Parlamento tiene su propia legitimidad elec-
toral. Salvo milagros, como los años de la Concertación, el Gobierno tiende 
a estar divorciado de la mayoría parlamentaria y ve bloqueada su eficacia. 
La necesidad de promover gobernabilidad y cooperación explican los remo-
zamientos al presidencialismo y al parlamentarismo clásicos.

El semipresidencialismo francés ha reforzado, cada vez más, la posición del 
presidente, favoreciendo una altísima probabilidad de que tenga mayoría en 
el Parlamento: la elección de una única cámara política se realiza poco des-
pués de la presidencial y los distritos son uninominales de segunda vuelta. 
Muy difícil que el presidente no obtenga mayoría para legislar. Si a ello se 
suma el poder de disolución y otros instrumentos de presión sobre el Parla-
mento, Francia es el régimen más presidencialista que yo conozca, aunque 
el Parlamento elija al primer ministro. Solo si las cosas andan muy mal para 
el presidente, el régimen deviene parlamentario. Pero si eso llega a ocurrir, 
tan terrible no es. Así de simple.

El parlamentarismo racionalizado también tiene por meta favorecer la esta-
bilidad y gobernabilidad. Los instrumentos son conocidos: sistemas electo-
rales mayoritarios o proporcionales con partidos de cierta gravitación social; 
Gobierno a cargo de un primer ministro que solo puede ser desplazado por 
un voto de censura constructivo, lo que supone una nueva coalición mayori-
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taria ya acordada; umbral mínimo de votación para acceder al Parlamento. 
Un parlamentarismo reforzado exigiría una precisa regulación constitu-
cional, porque se trata de reglas constitutivas del régimen político que es-
tán muy interrelacionadas entre sí.

REVISIÓN JUDICIAL Y CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD
Son cruciales las fronteras de la política y del derecho. Los jueces consti-
tucionales deben delinear los contornos sutiles entre los bienes y derechos 
en juego, pero también aceptar sin reservas la distribución de poderes que 
establece la Constitución. No es tarea judicial la deliberación de políticas 
públicas; tanto por razones de legitimidad como de especialidad de su 
función pública.

Si una Carta Fundamental establece derechos sociales, ello no implica que 
su implementación quede sustraída a la política por interferencia de los 
tribunales. Solo por ley podrían establecerse garantías de prestaciones 
financiadas y exigibles ante los jueces. Por el contrario, los derechos de 
libertad solo tienen valor si cuentan con protección judicial. La razón es 
simple: en un caso se trata de fines (derechos sociales), en el otro de límites 
(libertades).

Pero hay otros aspectos estructurales que solo puedo delinear. Primero, la 
selección de los jueces superiores debiera realizarse por mayoría calificada 
de órganos deliberativos, con miembros de distintas proveniencias. El ac-
tual sistema es oscuro o penosamente politizado. Segundo, la jurisdicción 
constitucional debe estar radicada exclusivamente en el Tribunal Constitu-
cional, que también debiera tener la última palabra para la protección o 
amparo constitucional. La jurisdicción civil ya tiene una dura tarea en ir 
creando una sólida doctrina jurisprudencial en materias administrativas y 
no debe ser distraída de su función esencial.

La Convención Constitucional tiene una tarea importante en hacernos 
converger espiritualmente. Pero, mirando al futuro, son muy decisivas 
cuestiones más aburridas como el ordenamiento del poder.
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Columna de opinión | Enrique Barros

La Constitución no es un 
mero querer

Publicado originalmente en El Mercurio, 

el 2 de julio de 2022..

L a tradición se muestra en las culturas y en las instituciones políticas. 
Estaríamos en las cavernas si no tuviéramos capacidad de aprender e 
innovar; pero si de repente olvidáramos lo aprendido, el efecto sería 

el regreso a las cavernas (Kolakowski). En tránsitos como el que vivimos, los 
dos extremos son de temer.

El constitucionalismo democrático es una tradición jurídico-política que 
participa de esa dialéctica. Nació como un sistema de frenos y contrapesos, 
en que se distribuye y limita el poder, pero se abre a cambios valóricos. Par-
ticipamos honrosamente de esa tradición a la que siempre vuelve a su cauce.

Por eso, no entregamos a nadie las libertades constitutivas. Pero la democra-
cia nos iguala. Esas son las fuerzas internas de las instituciones que forman 
nuestros básicos constitucionales (O. Godoy).

La cultura política se ha renovado con el reconocimiento de intereses e 
identidades antes ocultos a las élites, como es mirar al Chile antes de Chile. 
Será trabajo de años que estas ideas y sentimientos cristalicen en nuestra 
sociedad. Por eso, el plebiscito no borrará lo que se nos ha develado en estos 
meses. Pero no nos engañemos, esas transformaciones culturales no son lo 
esencial de una Constitución Política.
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Veámoslo a la luz de derechos sociales. Punto de partida: el Estado Social de 
Derecho es una realidad jurídica en Chile. Ninguna declaración retórica re-
emplaza buenas políticas, que garanticen servicios de salud de calidad, una 
buena educación para los que nacen en el hoyo del desamparo, el cuidado 
del entorno natural, y así sucesivamente.

Basta mirar al horizonte, cercano y lejano, para comprobar que no son re-
levantes meras enumeraciones de aspiraciones. El Estado Social es depen-
diente de la riqueza del erario público, y de políticas que condicionen la 
prosperidad del país; de un entendimiento de nuestras miserias que deben 
ser superadas y de un Estado profesional que no sea concebido como botín.

El Estado moderno es una gigantesca organización que requiere de políti-
cas y de gobierno. El problema surge cuando los sentimientos reemplazan 
la tarea de gobernar. El Estado Social supone un orden económico apto para 
crear riqueza y poder corregir problemas urgentes de nuestra vida diaria. 
En definitiva, no hay Estado Social sin políticas bien diseñadas y mejor eje-
cutadas.

Que las aspiraciones se hagan realidad no nace de la mera voluntad, sino 
de la actuación sobre la realidad. Chile es un país que está por encima de la 
media de los países de ingresos medios altos (US$ 16.500 versus US$ 9.500). 
Pero igual se trata de una tierra de nadie. Y hoy experimentamos las mayores 
turbulencias en décadas por la inadecuación de la realidad a las expectativas.

Es preocupante la inconsciencia de que estamos en peligro; que las aspira-
ciones están más lejos de realizarse; que es necesario un gigantesco esfuerzo 
personal y colectivo para salir bien parados de lo que se nos viene.

Ante la desesperanza no bastan reconocimientos simbólicos, porque el cora-
zón normativo de las constituciones son las reglas del poder. Esas son bina-
rias, a diferencia del florido sustrato decolonial del texto constitucional que 
se propone. En materias estrictamente constitucionales, como la atribución 
del poder, el proyecto incentiva el populismo, con una Cámara política con 
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iniciativa de gasto público; politiza la justicia, gracias a un órgano autónomo 
cooptable políticamente, con facultades monstruosamente amplias; sustrae 
amplios territorios de la soberanía gracias a un estatuto indígena que reem-
plaza la consulta por el veto. Expertos advierten que se podrían establecer 
impuestos por decreto. Todo apunta al desorden, que se paga siempre caro.

Se dirá que mis reparos son jurídicos. Pero ocurre que la Constitución es ante 
todo un estatuto del poder. En medio de la crisis económica y de capacidad 
de gestión, implementar una Constitución blandengue solo aumentará la 
confusión. Imaginemos lo que será establecer un costoso sistema de gobier-
no provincial, lejano a una bien pensada descentralización, que promueva 
de verdad la sociedad civil, que la gente sea escuchada para definir priori-
dades y valorar la calidad de los servicios públicos; para que se reconozca a 
los olvidados. Todos estos bienes son resultado de una buena política y no de 
aspiraciones.

Estas cuestiones elementales en una democracia bien constituida han sido 
ignoradas por la Convención. La razón es la ausencia de un saber hacer; el 
olvido de la política como dura tarea de fines acotados y de trabajo inteligen-
te, honesto e incansable. Lo demás es ingenuidad.

Lo que necesitamos no es afirmar lo que quisiéramos, sino atender y enfren-
tar los problemas urgentes. Íntimamente creo que desde septiembre será 
importante apoyar el gobierno de Gabriel Boric. Es jefe de gobierno con ta-
reas urgentes, como evitar que la educación pública se siga desangrando, 
abandonada a intereses corporativos. La lista es larguísima. Se requiere dis-
cernir en conjunto.

Que no haya además turbulencias, sino una reflexiva adaptación de nuestra 
tradición constitucional, puede ser condición para que una generación sin 
experiencia y cargada de sueños pueda innovar sin destruir la memoria. La 
tarea común es que las próximas generaciones piensen que este tiempo fue 
bueno para Chile.
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Columna de opinión | Óscar Godoy

Los pasos perdidos de la 
Convención Constituyente

Los pasos perdidos de la Convención la han distanciado de 

la democracia representativa y deliberativa, a la cual parece 

empeñada en destruir desde sus fundamentos.

Publicado originalmente en El Mercurio 

el 11 de mayo de 20221.

¿Por qué muchos que votaron por el sí a una nueva Constitución hoy día du-
dan sobre dar su aprobación al proyecto de la Convención en curso?

La primera y principal razón surge del hecho de que gran parte de los con-
vencionales no ha sabido asumir la verdadera representación política: cada 
representante es elegido en un distrito, pero representan al “todo de la na-
ción”. Este axioma de la representación es violado cuando los representantes 
se reducen a ser meros delegados de los intereses particulares de sus electo-
res, ideologías, partidos, grupos, movimientos sociales, etcétera.

El mandato de “representar al todo de la nación” (Sieyes) es un imperativo 
democrático absoluto cuando se trata de quienes recibieron el mandato de 
elaborar un proyecto de nueva Constitución. Ello significa llevar a su más 
alto grado la representación. En efecto, el “todo de la nación” trasciende a 
sus partes y se ordena al bien común.

1	 https://www.elmercurio.com/blogs/2022/05/11/97910/los-pasos-perdidos.aspx
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Los convencionales han operado aplicando un modo de deliberación errado, 
ajeno a la forma superior que la “epistemología de la deliberación política” 
establece para elaborar una Constitución. Ese modelo epistémico es diferen-
te al que aplicamos espontáneamente en la deliberación de la cual fluyen las 
opiniones en el debate público contingente; tampoco debe confundirse con 
la deliberación propia de la toma de decisiones del poder político, cuyo fin 
es discernir entre distintas alternativas una determinada política pública; ni 
tampoco con la deliberación parlamentaria para acordar un modus vivendi 
entre diversas posturas opuestas y que por concesiones mutuas pueden con-
cluir acuerdos transversales y construir mayorías.

El modelo deliberativo del modus vivendi es el que confusa e inapropiada-
mente ha aplicado la Convención para elaborar los artículos ya aprobados 
como partes del proyecto que deberá ser plebiscitado. El verdadero mode-
lo epistémico propio de la invención constitucional exige que los represen-
tantes, autorizados como convencionales constituyentes, deben (1) hacer 
un uso superior de su razón deliberativa, que consiste en poner un “velo 
de ignorancia” (Rawls) sobre todo lo que los diferencia y separa del resto de 
sus pares, (2) estableciendo así un ámbito de “neutralidad absoluta” (3) en 
cuyo seno deliberar, para discernir colectivamente los principios, normas e 
instituciones de una Constitución decente para una “nación toda” y no para 
algunos, una minoría o una mayoría. (4) La superación racional de las dife-
rencias permite llegar a un “consenso” cercano a la unanimidad de los repre-
sentantes. Este modelo va más allá del vaivén de las opiniones, la fragilidad 
temporal de los acuerdos coyunturales, propios del modus vivendi y de las 
tomas de decisión de los gobiernos y legislaturas de turno.

Los pasos perdidos de la Convención la han distanciado de la democracia 
representativa y deliberativa, a la cual parece empeñada en destruir desde 
sus fundamentos.
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Columna de opinión | Lucía Santa Cruz

CULTURA DEMOCRÁTICA 
¿cómo andamos por casa?

Publicado originalmente en El Mercurio, 

el 8 de octubre de 2021.

U na Constitución puede ser perfecta en su diseño e incluso en sus 
declaraciones de derechos y libertades, y al mismo tiempo ser irre-
levante para asegurar la libertad y la democracia, si quienes deben 

hacerla funcionar no adhieren a una cultura democrática que además re-
presente un acervo común. Entendemos por cultura aquellas convicciones 
intangibles implícitas en un sistema de democracia. Se trata del conjunto 
de símbolos, normas, creencias, sentimientos, ideales, costumbres, mitos y 
rituales que deben impregnar la construcción institucional.

La arquitectura de un régimen democrático ciertamente puede variar, pero 
los valores mínimos que la inspiran son insustituibles. Entre ellos, la convic-
ción intensa de que la violencia no puede en caso alguno ser utilizada como 
instrumento para resolver las diferencias y que, en consecuencia, quienes 
atentan contra este principio fundamental deben ser sancionados y aislados; 
las prescripciones normativas deben estar puestas prioritariamente al servi-
cio de garantizar la libertad y autonomía de las personas, sin las cuales ellas 
pierden su esencia humana; y como la fuerza no es legítima se requiere diá-
logo, respeto, tolerancia y, finalmente, igualdad de derechos para que nadie 
tenga menos, pero tampoco nadie tenga más, así sean mujeres u hombres, o 
pertenezcan a la etnia que sea.

Todo lo anterior exige crear consensos y limitar los diseños estructurales que 
amenazan la convivencia, entender que en política los oponentes son adver-
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sarios con los que se argumenta y razona y no enemigos a los cuales hay que 
destruir y, sobre todo, que las discrepancias objetivas sobre temas opinables 
no transforman a algunos en virtuosos inmaculados y a otros en perversos 
irredimibles.

El requisito indispensable es entender que en política o economía nadie pue-
de reclamar la verdad única y final. De hecho, la base del totalitarismo es la 
convicción, de algunos, de ser los depositarios exclusivos de una verdad mo-
nolítica e irrefutable a la cual todos los seres humanos están impulsados y que 
puede ser impuesta, incluso por medios coercitivos, a quienes por sus propias 
deficiencias (su raza, su etnia,su “falta de conciencia de clase”, su origen social, 
sea de privilegio o de privación) no son capaces de percibir. En suma, si bien 
las estructuras formales son relevantes, de suyo no garantizan un comporta-
miento democrático. Las constituciones democráticas deben estar inspiradas 
en valores que legitimen sus procesos y respalden sus instituciones políticas.

¿Y cómo evaluar la cultura democrática presente en nuestro país? ¿No esta-
mos nuevamente en la dialéctica del odio y la polarización, de amigos y ene-
migos? ¿Acaso no ha habido una legitimación directa o implícita de la violen-
cia insurreccional? ¿Es la política “refundacional-revolucionaria”compatible 
con los ideales democráticos ? ¿ Y los resquicios constitucionales utilizados 
en el Congreso para lograr prerrogativas que la Carta Magna no le entre-
ga? ¿Es el negacionismo compatible con el derecho a tener interpretaciones 
distintas de nuestra historia y de expresar libremente las propias conviccio-
nes? ¿ Están acordes con este espíritu de tolerancia y respeto las decisiones 
reiteradas de la Convención Constitucional de atropellar las disposiciones 
que los ciudadanos aprobamos en un plebiscito, de prohibir el debate y de 
descalificar al sector con que la mayoría discrepa? ¿ De verdad alguien puede 
de buena fe sostener que la iniciativa electoralista, iniciada por el Partido 
Comunista, de acusar constitucionalmente al Presidente democráticamen-
te elegido, para que no pueda terminar su período, responde a un “espíritu 
democrático”? ¿O simplemente es una argucia más para crear un vacío de 
poder institucional que puede ser llenado por otras fuerzas?
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Columna de opinión | Lucía Santa Cruz

Réquiem por la democracia 
representativa

Publicado originalmente en El Mercurio, 

el 25 de marzo de 2022.

P ara explicar que las mayorías no pueden ser omnipotentes en todos 
los ámbitos, alguien dijo “No podemos tener a 5 lobos y una oveja 
votando qué se va a almorzar ese día”. En estos tiempos, yo, al igual 

que muchos que no comparten la ideología de la mayoría de la Convención 
Constitucional, nos hemos sentido como ovejas entre lobos: probablemente 
nuestras vidas no están en juego, pero sí lo están los valores y principios fun-
damentales de nuestras concepciones morales, filosóficas y políticas.

Niall Fergusson afirmó que los países pueden ejercer su derecho a ser estú-
pidos y a cometer harakiri. La verdad es que los países no mueren, pero sí 
pueden tomar el camino al despeñadero y abandonar todas las instituciones 
propicias al progreso de la civilización y al florecimiento material y espiritual 
de los pueblos, para retornar a la oscuridad de la tiranía y la autocracia que 
la modernidad ha permitido, sólo a veces y en algunos lugares, dejar atrás.

La Convención avanza hacia formas de organización sin precedentes y está 
diseñando, a veces con muy poca coherencia o rigor, instituciones que, de 
aplicarse, auguran un futuro que será anatema para el gran porcentaje de 
la población, que aspira a mantener los fundamentos de la democracia. 
Posiblemente otros, que hoy no prevén las consecuencias de estas disposi-
ciones, pero cuando ya sea tarde, también se unirán al contingente de los 
disidentes.
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La historia demuestra que cuando los países son arrasados por estos tsuna-
mis políticos refundacionales es poco lo que las minorías pueden hacer, y 
solo les queda la remota esperanza de llegar a ser una mayoría a tiempo. 
¿Tenemos ese tiempo para cambiar el equilibrio de opiniones? Eso, por lo 
menos, es muy dudoso. Lo que sí pueden hacer es crear conciencia de qué es 
lo que se está sepultando en este experimento constitucional. Y lo que se está 
enterrando es nada más y nada menos que la democracia representativa.

La democracia occidental sufre tensiones en todo el mundo, pero empírica-
mente sigue siendo el único sistema político que garantiza el ejercicio de las 
libertades civiles. Los intentos de democracia directa sin verdadera repre-
sentación —ya sea con mandatos revocables, referenda, plebiscitos, instruc-
ciones vinculantes a los representantes, iniciativas populares de ley con im-
perio— eliminan la deliberación y la negociación, polarizan y generalmente 
devienen en autoritarismos, aunque nazcan de procesos electorales.

De los enunciados de las comisiones (aunque no enteramente en el pleno) se 
deducen en primer lugar, el fin de la República de Chile y su sustitución por 
la creación de múltiples “naciones” indígenas, con territorios autónomos, 
(incluida la tuición sobre las actividades económicas que en ellos se puedan 
realizar), con sistemas de justicia diferenciados, participación obligatoria en 
todos los organismos del Estado, y privilegios que ponen fin a la igualdad 
ante la ley, que es el pilar de las democracias modernas. En segundo lugar, 
implican una ampliación de las esferas que pueden ser sometidas a las ma-
yorías, privando, por ejemplo, a los padres de su derecho preferencial a la 
formación de sus hijos. Además, concentran el poder económico, cultural, 
político y social en manos del gobierno , eliminando los equilibrios y contra-
pesos propios del constitucionalismo democrático; y ello debilita todas las 
defensas que las personas tienen contra el abuso del Estado e impide el ejer-
cicio pleno de la libertades de culto, de expresión, de asociación, de propie-
dad y de emprendimiento. Finalmente, a través de varias preceptos limitan 
gravemente la independencia del poder judicial. En definitiva, al pretender 
ser una “democracia sustantiva” con contenidos ideológicos específicos, no 
permitirá el pluralismo, el disenso, ni la alternancia en el poder. 
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Democracia y Convención 
Constitucional

Publicado originalmente en El Mercurio, 

el 6 de mayo de 2022 .

N os conminan a no emitir juicios sobre el texto constitucional hasta 
que haya sido aprobado por el pleno, ignorando con ello que el eje 
central de todo proceso democrático debe ser la participación ciu-

dadana en la deliberación de los asuntos públicos en todas las instancias.

Muchos creemos que uno de los pasos más trascendentes en la evolución de 
la civilización humana y de la política es la idea de que la soberanía radica 
en la nación y, por lo tanto, en todos y cada uno de los ciudadanos, todos 
distintos, pero iguales ante la ley. En otras palabras, se trata de la democra-
cia liberal representativa, que es nada más y nada menos lo que hoy está en 
juego en la discusión constitucional.

Más grave que los problemas de forma y de falta de respeto por la dignidad 
de sus cargos, que algunos convencionales han exhibido, el texto que se está 
elaborando presenta graves problemas. Entre otros, pone fin al Estado Na-
cional sustituyéndolo por uno “plurinacional” con un claro sesgo indigenista 
que entrega múltiples privilegios a los llamados “pueblos originarios”; ter-
mina con la existencia de ciudadanos iguales ante la ley y los reemplaza por 
un conjunto de identidades particulares y grupos de interés especiales, cada 
uno con derechos y privilegios distintos, que gozarían en desmedro de la ma-
yoría de los habitantes del país. Con esto se fragmenta el “demos, que es ʻel 
cuerpo gobernante de ciudadanos libres ,̓ que dio origen a la democracia en 
Atenas y que es requisito indispensable para su funcionamiento hoy, porque 
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es aquello que, a pesar de nuestras diferencias étnicas, de género , religiosas, 
o cualesquiera otras, nos hace iguales y capaces de convivir con el diferente. 
Una constitución democrática es aquella que une y no divide, que acentúa lo 
que tenemos en común y que, en definitiva, permite que podamos convivir 
en paz en una sociedad cada vez más plural y diversa.

¿Por qué surgen dudas sobre el efecto que la nueva Carta tendría sobre la 
democracia? Lo que se ha propuesto como régimen político debilita, y en 
algunos casos anula, los equilibrios y contrapesos necesarios para impedir 
las autocracias y los abusos de poder por parte de los gobiernos y de las ma-
yorías circunstanciales. Del mismo modo, extiende el ámbito de las materias 
que pueden ser sometidas a la soberanía popular, que en una democracia 
pertenecen al ámbito de lo privado como, por ejemplo, la educación de los 
hijos, usurpando a los padres su derecho preferente y subordinándolos a los 
dictados del Estado. Así mismo, se proponen leyes y sistemas de justicia di-
ferentes de acuerdo al origen racial de cada cual y se debilita seriamente la 
autonomía de los jueces para pronunciar sus sentencias.

Por otra parte, esta propuesta constitucional es esencialmente maximalista 
y sustrae de la deliberación democrática temas de políticas públicas opina-
bles, que nunca son o pueden ser monolíticas, con lo cual consagra constitu-
cionalmente una ideología determinada y con ello impide la alternancia en 
el poder.

Más grave es cómo afecta la libertad y especialmente la de expresión. El “ne-
gacionismo” quebranta la libertad de pensar y de tener opiniones diferentes 
a la “verdad oficial”; la creación de medios de comunicación estatales solo 
tiene precedentes en dictaduras que los han usado para propaganda y adoc-
trinamiento; y el establecimiento de un órgano que controla la conducta de 
los medios vulnera gravemente la autonomía de editores y periodistas en el 
ejercicio de su función.

Tengo clarísimo que hay muchos chilenos que prefieren una interpretación 
más nebulosa del acontecer actual y que rehusan creer que las cosas puedan 
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ser blancas o negras. Es cierto, normalmente no lo son. Pero hay momentos 
en que es difícil encontrar los grises. Si no, preguntémosle a todos aquellos 
países que alguna vez perdieron la democracia.
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Columna de opinión | Jorge Correa Sutil

La maldición consitucional

Un medio de comunicación promociona un programa en el 

que difundirá y analizará las propuestas constitucionales 

de la Convención invitando al público a revisar si estas 

coinciden o no con el país de sus sueños. Son muchas las 

iniciativas que han promovido la participación ciudadana 

en el proceso constituyente usando el mismo o análogo 

lenguaje. Esas expresiones sintonizan y refuerzan un 

sentimiento culturalmente dominante, el que entiende la 

Constitución como el lugar donde cabe escribir el país de 

los sueños. Me parece que la Convención ha entendido su 

función de igual manera.

Publicado originalmente en El Mercurio 

el 14 de mayo de 2022.

E l problema con esa forma de entender el texto constitucional es que 
los chilenos no soñamos con el mismo país. Nuestros ideales políticos 
son distintos, como podemos comprobar en cada proceso electoral, 

en que dispersamos votos de un extremo a otro del espectro político.

Casi un 80% de la población votamos a favor de un nuevo texto constitucio-
nal, los convencionales fueron elegidos democráticamente y las normas que 
han aprobado lo han sido siempre por dos tercios o más. ¿Por qué ahora las 
encuestas muestran que hay más rechazo que apruebo? Algunos ya han co-
menzado a buscar culpables entre los convencionales. Yo no creo que esto se 
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explique tanto por impericia o torpeza de quienes integran la Convención, 
como por el hecho de que, entre que se verificó su elección y hoy, ha cam-
biado el sentido del viento. El estado de la opinión pública desde el estallido 
a la fecha es otro.

Y si no solo soñamos países distintos, sino que además nuestras opiniones 
y estados de ánimo colectivo son cambiantes, ¿cuál sueño de país podemos 
escribir en un texto constitucional que nos una y perdure?

Más allá de los más diversos contenidos, todas las constituciones del mundo 
tienen un elemento en común: son las normas de más difícil reforma en 
el respectivo Estado. Son las reglas de las que la mayoría política no puede 
disponer. Como las mayorías son cambiantes y la alternancia en el poder es 
consustancial a la democracia, entonces las constituciones no deben entro-
nizar ni blindar uno de los muchos y legítimos proyectos políticos. Las nor-
mas supramayoritarias no deben abanderizarse con ninguno de los sueños 
de país en competencia. Si lo hacen no perdurarán (pues la opinión pública 
es cambiante), no serán un factor de unión (pues en el país coexisten mu-
chos sueños políticos) y tampoco serán legítimas (pues harán difícil a ciertas 
mayorías realizar sus proyectos políticos).

La función de un texto constitucional que aspire a unir y a perdurar es mu-
cho más acotada que escribir el país de los sueños y consiste en darnos unas 
buenas reglas democráticas para la competencia política. Unas que garan-
ticen gobernabilidad a las mayorías y representación a las minorías. Unas 
que aseguren independencia y equilibrio entre los poderes, con controles 
cruzados fuertes, pero que no los paralicen. Unas que aseguren los derechos 
fundamentales.

Ningún texto constitucional puede aspirar a una entusiasta adhesión uná-
nime, pero si la Constitución es política, la divergencia se circunscribirá a 
la forma de Estado y al régimen político. Si, en cambio, procura además en-
tronizar un modelo económico, uno social y hasta uno cultural, como me 
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parece intenta este proyecto, la divergencia que provocará se multiplica ex-
ponencialmente.

El mal comenzó en Chile con la Constitución del 80. Ese texto fue un pro-
grama político, social y económico, que fue blindado por medio de reglas de 
muy difícil reforma. Un modelo del cual las mayorías democráticas no po-
dían disponer. No obstante las constantes reformas, esa Constitución nunca 
alcanzó la legitimidad social necesaria y terminó por caer.

Ahora se está escribiendo otro detallado programa para que quede blindado 
de las cambiantes mayorías. Tampoco será una Constitución que nos una. 
No puede serlo porque es un programa político y ningún programa político 
nos une.

Sea que, por unos pocos votos, este texto se apruebe para reformarlo, o que 
se rechace para un plan b, seguiremos discutiendo acerca de la Constitución. 
En las democracias sanas y estables las fuerzas políticas debaten dentro de la 
Constitución. En las inestables, acerca de la Constitución. Me temo seguire-
mos haciendo lo segundo mientras no abandonemos la idea de que la Cons-
titución es para escribir en ella el país que soñamos y la concibamos, en vez, 
como el lugar donde debe quedar instalado un solo modelo: el democrático.
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Columna de opinión | Jorge Correa Sutil

No por mucho escribir

Publicado originalmente en El Mercurio 

el 16 de abril de 2022.

L a Convención logra escribir mucho, pero poco y nada sobre lo que es 
esencial a una Constitución. Como van las cosas, es probable que la 
que proponga esté entre las constituciones más extensas del mundo. 

Podría compartir el podio de las más largas con aquellas de la India, Nigeria, 
Malasia y algunas de países latinoamericanos cuya institucionalidad política 
funciona mal o no es democrática.

Un primer problema del mucho escribir es que el texto quede obsoleto. La 
propuesta de la Convención obliga a la ley a regular la utilización de herra-
mientas digitales en la implementación de los mecanismos de participación. 
¿Quién dijo que las herramientas digitales seguirán siendo en 20 o 30 años las 
mejores para implementar los mecanismos de participación? ¿Para qué hizo 
obligatorio uno de los medios posibles de lograr el fin deseado?

Un segundo problema, algo más serio, es el riesgo de irrelevancia o de exce-
so de judicialización. Varios convencionales celebraron con algarabía esta 
semana un artículo que define al Estado chileno como social y democrático 
de derecho. Pero ¿qué significa que un Estado sea social? ¿A qué obliga ello? 
La Constitución alemana lo define así y ha desarrollado un Estado benefac-
tor. Pero también se define como Estado social Venezuela, y allí este controla 
la actividad económica, ahogando toda iniciativa privada. La misma defini-
ción hace la Constitución de Bolivia y con lenguaje similar la de Ecuador, 
cuyos Estados son más bien débiles.
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¿Qué efectos producirá en Chile ese cambio, si es que alguno? No solo se 
arriesga la irrelevancia, sino la debida decisión por mayoría, que constituye 
la democracia. El borrador ya está repleto de conceptos de significado deba-
tible, a los que cada corriente política les atribuirá un contenido diverso. To-
dos los invocarán como obligatorios, pero cada grupo con contenido diverso, 
privando a las mayorías de resolver con la libertad que exige la democracia. 
Estos conceptos también arriesgan la judicialización de la política.

Como se trata de normas obligatorias, no faltará quien las invoque para inva-
lidar alguna decisión política, adoptada por autoridades elegidas. Otra mer-
ma para la democracia.

Un tercer y más importante problema del mucho escribir consiste en que la 
Constitución quede poblada de normas que imponen un programa político, 
en desmedro de otros programas rivales igualmente democráticos. Entender 
la Constitución como un programa político ahoga el pluralismo, que es con-
sustancial a la democracia.

De ello, hay ya algunos ejemplos entre las normas aprobadas y está lleno en 
la propuesta de derechos económico-sociales aún pendientes de aprobación 
por el pleno.

En contraste, las constituciones más longevas, exitosas y admiradas son so-
brias en declaraciones altisonantes y ricas en reglas políticas.

En una Constitución cabe cualquier contenido, pero lo que en ellas no puede 
faltar es la decisión acerca de quién, cómo y dentro de qué límites (derechos 
fundamentales) se ejerce el poder político. Por algo se apellidan políticas.

Lo que cualquier Constitución necesita hacer es fijar las reglas del juego po-
lítico. Es indispensable que esas reglas, a diferencia de las que optan por 
modelos económicos, queden fijadas en un texto supramayoritario, uno del 
que no puedan disponer las mayorías. La democracia no puede funcionar si, 
frente a cada decisión, los participantes quedan en condiciones de discutir o 
de modificar las reglas que establecen cómo decidir.



En camino hacia una nueva Constitución. Opinan los académicos

201

La contienda política democrática solo funciona sujetándose a reglas pre-
establecidas y no disponibles para la mayoría. Esos presupuestos del juego 
democrático —y no otros— son los que deben quedar contenidos en una 
Constitución.

En esta materia esencial, nuestra Convención, en contraste con su generosa 
escritura en otras áreas, no logra destrabar sus desacuerdos. Dos acuerdos 
sobre el régimen político (el último llamado Gran Acuerdo) y uno sobre los 
restantes órganos constitucionales terminaron por caerse en el pleno de esta 
semana, dando cuenta de la improvisación con que se debate nuestra Cons-
titución.

El régimen electoral, la piedra angular de la organización del Congreso, ha 
sido expresamente dejado a la ley, lo que equivale a dejar la hortaliza al cui-
dado de los conejos.

Si no se alcanzan los acuerdos en estos temas, no habrá proyecto constitucio-
nal, pues, aunque este sea extenso y florido, si no contiene las reglas acerca 
del juego político, no podría llamarse a sí mismo un proyecto de Constitu-
ción Política.
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Entrevista | Jorge Correa Sutil

“Este texto pone en riesgo la 
democracia”

Publicado originalmente en La Tercera 

el 16 de mayo de 20221.

E l abogado constitucionalista Jorge Correa Sutil —adherente de Ama-
rillos por Chile— no esconde su mirada crítica al proceso constituyen-
te y al primer borrador que entregó la Convención. Para el plebiscito 

de octubre de 2020 votó Apruebo y no se arrepiente. Incluso compitió para 
ser convencional por el distrito 6 (V Región): casi fue electo, pero la correc-
ción por paridad lo dejó definitivamente fuera de la nómina.

Sin embargo, hasta el momento, está convencido de que las normas perma-
nentes que aprobó el pleno por 2/3 y que ahora pasarán por la comisión de 
Armonización, Preámbulo y de Transitorias tienen deficiencias que provoca-
rán problemas políticos entre los poderes Legislativo y Ejecutivo.

En conversación con La Tercera PM aborda lo que, a su juicio, implicaría un 
riesgo para la democracia, ya que, dice él, los convencionales terminaron 
transformando gran parte del texto constitucional en una simple ley de quó-
rum ordinario.

¿Cuál es su evaluación del primer borrador que entregó la Convención el 
sábado?

1	 https://www.latercera.com/la-tercera-pm/noticia/la-evaluacion-de-jorge-correa-su-
til-al-primer-borrador-de-la-convencion-este-texto-pone-en-riesgo-la-democracia/2EBTL-
FBQNZF5RMUXVQC27TJRUE/
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Después de la votación del viernes en la noche me parece que este texto pone 
en riesgo la democracia, traba el crecimiento, hace improbable el buen go-
bierno y debilita la capacidad del Estado para enfrentar la violencia.

¿Por qué dice que se pone en riesgo la democracia?

Ese viernes se cayó la norma que establecía la manera de reformar la Cons-
titución y, por lo tanto, esto termina en un parto de los montes. Tres cuartas 
partes de esta extensa Constitución, más o menos 350 de los casi 500 artícu-
los, son una ley simple porque pueden ser reformados como una ley simple. 
En la medida en que una ley contradiga a la Constitución la va a estar refor-
mando, porque la Constitución se puede modificar en los mismos términos 
que una ley, salvo aquellas que alteren sustancialmente el régimen político, 
el periodo presidencial, el diseño del Congreso y su duración, la forma de 
Estado regional, los principios y derechos fundamentales y el capítulo sobre 
reforma constitucional. Solo esos temas quedan blindados como propiamen-
te debe ser en una Constitución porque se aprueban como una ley, pero de-
ben ir a un referéndum a menos que sea aprobada por 2/3. Todo el resto del 
texto constitucional es, en lo sustantivo, una ley y se puede modificar igual 
que una ley. O sea todo el costo que hemos hecho de este largo proceso nos 
lleva a a terminar con muy pocas normas constitucionales y el resto van a ser 
normas legales.

Pero ¿por qué se pondría en riesgo la democracia con este punto sobre 
reforma constitucional?

Porque aspectos como la regulación jurídica de la Contraloría o del Poder 
Judicial, o sea de los órganos que controlan al poder político, quedan entre-
gados a una simple ley, es decir, a una mayoría simple en ejercicio de ambas 
cámaras del Congreso. La independencia del Poder Judicial, la independen-
cia de la Contraloría pueden ser reformadas por una mayoría simple en am-
bas cámaras del Parlamento. Eso es muy riesgoso para la democracia porque 
típicamente estos órganos de control se enfrentan al poder político. A mí al 
menos me parece que esto es una amenaza no menor al sistema democrá-
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tico porque siempre va a haber algún conflicto entre el poder político y los 
órganos llamados a controlar ese poder político como son la Contraloría y el 
Poder Judicial. Lo mismo podría ocurrir con el Banco Central.

Entonces sería una Constitución que se podría ir haciendo todo los días en 
el Congreso.

Así es, es decir, con la misma facilidad o con la misma dificultad, si usted 
quiere, que una ley. Eso técnicamente deja de ser una Constitución. La Cons-
titución es un texto jurídico que tiene supremacía, que está sobre la ley. Al 
estar sobre la ley es indispensable que tenga un proceso de formación y de 
reforma más alta, más difícil que el de una ley. Una Constitución que sea 
idéntica a una ley simplemente no es Constitución y eso pasa con buena par-
te de los capítulos de este texto.

Pasamos entonces de una Constitución vigente muy rígida y difícil de re-
formarse al caso contrario, de una muy flexible.

Claro, salvo por las disposiciones que son una excepción. Esas van a ser bas-
tante más flexibles porque requieren solo de mayoría simple más plebiscito 
o dos tercios, pero yo diría que van a ser bastante más flexibles de lo que fue 
la Constitución del 80, pero las otras van a ser una ley.

¿Existe posibilidad de corregir ese vacío, el de la norma de 4/7 que se cayó 
en el pleno del viernes, ya sea en Armonización o con el Congreso actual 
en caso de que gane la opción Apruebo?

Con el Congreso actual, sí. Con la Convención hay dos respuestas posibles. 
Una es lo que debe pasar y no debiera haber un cambio sustantivo porque 
solo debieran haber correcciones de forma y propuestas de correcciones ahí 
donde haya contradicciones. Pero puede pasar. Si la comisión de Armoni-
zación hace una propuesta en esta materia y se lo aceptan los 2/3 de la Con-
vención, eso es suficiente para que quede validado. Políticamente podría ser 
corregido, pero jurídicamente no debiese.
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También comentó que debilita la capacidad del Estado para enfrentar la 
violencia. ¿Por qué cree eso?

Porque el texto propuesto no contempla el Estado de Emergencia ni tampo-
co el Estado de Sitio en caso de conmoción interior. Solo queda el Estado de 
Asamblea en caso de guerra interna y el Estado de Sitio en caso de lucha ar-
mada interna y el Estado de Catástrofe, que tiene que ver con los fenómenos 
naturales. Entonces se acaba la posibilidad del Estado y del jefe de Estado de 
controlar el orden público a través de Estados de Excepción. A mí me parece 
que hay una discusión legítima sobre la oportunidad de los estados de excep-
ción, sobre la manera de controlarlos y fiscalizarlos, pero privar al Estado de 
este instrumento de los regímenes excepcionales es irresponsable, torpe y 
muy inconveniente. Creo que el Estado debe contar con estas atribuciones y 
por supuesto que podemos discutir sobre cómo se decretan, cómo controla 
el Congreso y cómo se fiscaliza, pero decirle al Estado que nunca podrá de-
cretar este estado de excepción es completamente irresponsable.

El primer borrador quedó en 499 artículos. Solo tomando en cuenta esta 
métrica de la cantidad de normas, ¿le parece que es un texto muy detallista?

El problema central no es la extensión. Yo a esto lo llamé la Constitución 
obesa, porque trata materias que típicamente no corresponden a un texto 
constitucional. Yo creo que aquí hay un programa político. Está marcada la 
forma como deben conducirse las relaciones internacionales con preferen-
cia de unos estados por sobre otros, se ha establecido que el Estado debe 
favorecer a las cooperativas. En fin, está lleno de orientaciones y propuestas 
que pueden coincidir con mis propias preferencias políticas, pero que a mí 
me parece que está mal. Un texto constitucional no debe evitar el pluralismo 
político que es consustancial a la democracia. Cayeron en el mismo error de 
la Constitución del 80, es decir, intentaron plasmar algo de una vez y para 
siempre, un proyecto político, y hacer imposible que este fuera modificado 
cualquiera fueran las mayorías cambiantes que nos gobiernen mañana. Yo 
creo que esa pretensión terminó por caerse en buena parte el viernes con la 
mayoría simple para reformar la Constitución.
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¿Cómo ve los derechos sociales que llegaron a la propuesta de nueva Cons-
titución? ¿De qué forma se hace que la simple declaración constitucional 
pase a ser un derecho efectivo?

Me parece muy bien que se haya destrabado al Estado para alcanzar y rea-
lizar los derechos sociales. El detalle con el que se regularon no me parece 
bien, el derecho a la educación y los otros tienen demasiado de programa 
político y yo creo que las circunstancias cambiantes van a hacer que eso que-
de inconveniente, que sea un traje demasiado chico para nuevas realidades. 
Pero sobre todo me parece que la eficacia de los derechos sociales depende 
de un buen gobierno y eso depende mucho más del régimen político que de 
la consagración constitucional de estos derechos. Hay que juzgar la capa-
cidad futura de Chile de realizar estos derechos sociales mucho más por el 
régimen político instaurado que por la forma o las declaraciones que queden 
en el texto constitucional.

Eso nos lleva al sistema político. ¿Quedó conforme con la propuesta de un 
sistema presidencial con un Poder Legislativo con un Congreso y una Cá-
mara asimétricas y con el poder en los diputados por sobre los represen-
tantes regionales?

Mi problema fundamental con el régimen político es que no hay una buena 
regulación de los partidos políticos. Si bien los independientes no quedaron 
con la misma jerarquía, lo que me parece muy bien, no hay una regulación 
de los partidos políticos que nos permita pensar que van a mejorar respecto 
de lo que tenemos hoy. El sistema electoral se deja enteramente a la ley, salvo 
algunas cuestiones muy generales como la paridad, las cuotas indígenas y la 
orientación de los criterios de proporcionalidad. Esto implica que las mayo-
rías políticas van a poder establecer el sistema electoral. Como esa tarea va a 
quedar en manos de los incumbentes, típicamente ese sistema electoral va a 
favorecer a la mayoría que haya en la Cámara de Diputados. De esa manera 
vamos a tener un sistema electoral hecho a la medida, lo que no es bueno, 
y un sistema electoral que va a dificultar mucho la alternancia en el poder. 
Tampoco hay un porcentaje mínimo que deben sacar los candidatos para 
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ser elegidos parlamentarios ni tampoco un porcentaje para que los parti-
dos políticos puedan subsistir. Eso va a significar dispersión en la Cámara 
de Diputados y en la Cámara de las Regiones. Una dispersión igual o mayor 
de la que conocemos hoy día. Con ello se hace muy difícil el buen gobierno, 
el cual necesita menos partidos políticos y esta Constitución nada ayuda a 
disminuirlos.

¿Y el sistema presidencial?

Creo que hay incentivos para el conflicto entre el Presidente de la República 
y el Congreso porque se le permite al Congreso iniciar proyectos de ley que 
no pueden prosperar sin la concurrencia del Presidente de la República. Eso 
va a significar que lo van a iniciar, alguna legislación clientelar o de otro tipo, 
y el Presidente se va a ver presionado a aceptar o a enfrentarse a la Cáma-
ra de Diputados. Eso me parece que es un error porque alienta el conflicto. 
También incentiva el conflicto el tema de los vetos. Hay un incentivo fuerte 
para que el Presidente haga veto total, o sea que se oponga completamente 
al proyecto porque en ese caso tienen que insistirle por 4/7. Entonces el Pre-
sidente siempre va a preferir el veto total antes que el parcial y ese es otro 
aliciente para que haya confrontación.

Usted ha sido muy crítico con el proceso y en esta entrevista con el primer 
borrador. ¿Hay algo positivo que rescate, que crea que es un avance?

Hubo orientaciones en el proceso que yo comparto, pero que no quedaron 
bien en el detalle. La regionalización y el reconocimiento de los pueblos ori-
ginarios, que me parece que era una necesidad y una deuda histórica. Ningu-
na de las dos cosas creo que quedaron bien. Si yo reviso los derechos civiles 
clásicos, salvo el debate que hay sobre el aborto, todo lo demás este texto 
recoge la tradición chilena, la mantiene y no tengo en ese sentido críticas 
mayores. Hablo de la libertad religiosa o la libertad de movimiento, ese tipo 
de garantías clásicas.

¿En septiembre va a aprobar o rechazar?
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Si yo tuviera que juzgar hoy el texto constitucional me parece que es un texto 
muy deficiente. No llega al 4. Es un texto muy malo. Pero la pregunta sobre 
la decisión de septiembre creo que es distinta. La pregunta es cómo creo que 
va a estar mejor Chile, votando Apruebo o votando Rechazo. Para eso yo voy 
a estar muy atento a lo que haga la derecha. Si veo en la derecha una voluntad 
sincera y un compromiso de abrirse a un cambio constitucional significativo 
llamando al Rechazo, yo creo que voy a rechazar. Si eso no pasa, lo tendría 
que pensar.
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